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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y de Educación, señor Harald Beyer Burgos. Asimismo, se encontraba presente el Rector de la Universidad de Valparaíso y Presidente del Consorcio de las Universidades del Estado, señor Aldo Valle Acevedo.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 12:7, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. CUENTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Informes



Segundo informe de la Comisión de Agricultura e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula las transacciones comerciales de productos agropecuarios (boletín N° 7.484-01) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 1 y 2).



Informes de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga a los funcionarios de la Junta Nacional de Jardines Infantiles condiciones especiales para la bonificación por retiro voluntario por el periodo que indica y una bonificación adicional (boletín Nº 8.447-04) (con urgencia calificada de “simple”) (Véanse en los Anexos, documentos 3 y 4).



--Quedan para tabla.

Comunicación



Del señor Presidente de la Comisión Mixta encargada de proponer la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas con ocasión de la tramitación del proyecto de ley que modifica, en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la Ley General de Pesca y Acuicultura contenida en la ley N° 18.892 y sus modificaciones (boletín N° 8.091-21), para que se autorice a dicho órgano técnico para sesionar simultáneamente con la Sala.



--Se accede.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Antes de entrar a analizar la materia objeto de esta sesión especial, quiero saludar al Octavo año B de la Escuela Oriente de Quellón.



Bienvenidos. 



Gracias por acompañarnos



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

IV. ORDEN DEL DÍA
SITUACIÓN QUE AFECTA A ALUMNOS DE UNIVERSIDAD DEL MAR
El señor ESCALONA (Presidente).- La presente sesión especial ha sido convocada con la finalidad de abordar la situación que afecta a los alumnos de la Universidad del Mar



El primer inscrito para intervenir es el Senador señor Muñoz Aburto. 

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, el caso de la Universidad del Mar es un paradigma de cómo hacer las cosas mal, cómo vulnerar la ley, cómo simular acciones e instituciones, cómo transformar un buen fin en algo ilícito.



Un paradigma del fracaso del Estado para fiscalizar adecuadamente y sancionar a tiempo, aun habiendo señales claras, como el caso de las carreras brujas denunciado hace unos años. Digo esto con conocimiento de causa, porque incluso fui amenazado con querellas por los ejecutivos de este plantel cuando señalé que la carrera de criminalística era una especie de estafa para las familias.



Un paradigma de la tolerancia y liberalismo extremo del modelo educacional chileno.



Digamos las cosas como son.  El problema de la Universidad del Mar, y también de otras, era un secreto a voces. A muchos nos pareció raro que un plantel superior creciera en forma tan acelerada. A muchos nos pareció raro que su modelo de negocios fuera esencialmente financiero, basado en los créditos internos. A muchos nos parecía discutible su solvencia académica.



Y las señales eran claras. Recuérdese cómo Southern Cross desistió de ingresar a la propiedad de la institución. 


Sin embargo, poco o nada se hizo por indagar.


Primó el libre mercado,  primó el ideologismo neoliberal, primó la libertad de enseñanza y tantos otros conceptos que de poco sirven a la hora de buscar una solución para los miles de estudiantes, docentes y funcionarios. Y ellos primaron porque, en muchos casos, la Universidad del Mar vino a llenar un vacío académico. Carreras que no se impartían, sedes en ciudades que no contaban con educación superior, horarios adecuados para trabajadores, menores costos, crédito propio.


En Magallanes, todo ello es efectivo. La Universidad del Mar creció como la espuma. Surgió de la nada. Al poco tiempo, aprovechando la carencia de opciones académicas, propia de una Región extrema, ya contaba con un buen número de carreras; siguió aumentando su oferta, amplió sus dependencias e incluso, a través de la inmobiliaria paralela Valparenas -entre cuyos integrantes se encontraba el ex Gobernador de Valparaíso Pablo Zúñiga- construyó un moderno edificio.



La edificación era el chiche de la ciudad. Allí empezaron a hacerse los congresos y reuniones locales, incluso del gobierno regional en administraciones anteriores, lo que siempre cuestioné, inclusive no asistiendo a muchos eventos.



Todo se derrumbó cual castillo de arena.



Hace rato ya que esta universidad registraba problemas. En junio de 2010, en la sede Punta Arenas empezaron los retrasos en los pagos al personal, lo que se buscó corregir con una curiosa fórmula: pagos bimensuales o parcializados durante el semestre.



La creciente morosidad de los alumnos y las dificultades de liquidez se hacían evidentes. También las acciones anómalas. En la actualidad, la Universidad del Mar mantiene más de 18 cuentas corrientes en distintos bancos de Punta Arenas.



De allí en adelante -y especialmente en 2011- solo se agudizaron las dificultades: suspensión de actividades, paros por las carencias de materiales y equipamiento imprescindible para impartir las clases y problemas en la obtención de campos clínicos.



Pese al evidente descalabro, las autoridades universitarias se esmeraban en aparentar normalidad. Se esperaba la obtención de créditos estatales para regularizar la situación.


Según datos del MINEDUC, se aportaron $ 3.392.279.145 (tres mil trescientos noventa y dos millones doscientos setenta y nueve mil ciento cuarenta y cinco pesos) por concepto de Crédito con Aval del Estado. Y la normalidad no se produjo.



Se llegó a 2012, cuando las autoridades universitarias culparon de la situación a la morosidad estudiantil. Se señala que solo 23 por ciento de los jóvenes están cancelando mensualidades. Y ello es obvio. ¿Quién va a pagar una universidad que no cumple sus obligaciones? Lo que no se dice es cuánto retiraron los controladores.



Hoy la situación es de un colapso general. Con docentes y funcionarios que no reciben sus sueldos desde hace meses, a los cuales se les adeudan las cotizaciones y no se les han pagado sus créditos con las cajas de compensación.



La institución ha perdido sus edificios. El que arrendaba a la Cruz Roja fue desalojado por orden judicial en septiembre pasado. En este punto es relevante indicar que mientras la inmobiliaria Valparenas le alquilaba el inmueble a la entidad benéfica por 2 millones de pesos, le cobraba a la universidad 28 millones de pesos mensuales.



El edificio principal, construido hace pocos años, en el tiempo de bonanza, fue vendido hace pocos días.



La incertidumbre, entonces, es total.



Es urgente buscar una solución institucional para la crisis generada en la Universidad del Mar.



Lo obrado por el Ministerio de Educación, al proponer el cierre de la entidad, es tardío e insuficiente.



No me queda duda.



La merma  que se producirá en las matrículas pondrá en riesgo la continuidad no desde que se determine el cierre, si esa constituye la sanción final, sino desde los próximos meses, al no haber nuevas matrículas y emigrar parte importante del alumnado. 



Y en ese momento hay que tener respuestas.



A mi juicio, la solución a esta problemática pasa por diseñar un plan de contingencia que combine dos medidas.



Por una parte, una gestión decidida del Estado para impulsar la reubicación de alumnos en los casos en que ello sea posible, manteniendo los créditos y ayudas estudiantiles, promoviendo la flexibilidad académica para ajustar las mallas curriculares, cuando sea necesario, y facilitando la realización de trámites de traslado y obtención de certificados y concentraciones de notas.



Por otro lado, debe impulsarse un cierre programado, bajo la tuición del Estado, a fin de que quienes deseen continuar sus estudios puedan hacerlo. Esto resulta especialmente importante para sedes como Punta Arenas, donde muchas de las carreras no se imparten en otros establecimientos de la Región,  o en los mismos horarios o a similar valor.



Ello es imprescindible también para el personal académico y administrativo, que requiere que se regularicen sus ingresos y se salden sus deudas.



Si es necesario posibilitar dicha medida a través de una modificación legal, ello debe implementarse a la brevedad. Estamos disponibles para una enmienda que autorice al Estado a intervenir planteles en crisis.



Lo importante es adoptar medidas urgentes y decididas que pongan término a la incertidumbre y permitan a todos los estudiantes culminar sus estudios, sea en el mismo u otro plantel.



Además, señor Presidente, lo importante es aprender de una vez la lección: lo raro debe indagarse.



Raro era el modelo de negocios de Inverlink, y sabemos cómo terminó. Rara era la solvencia de La Polar, pese a apuntar a segmentos de bajos recursos, y también sabemos en qué se convirtió. Raro era el crecimiento de la Universidad del Mar, y acá estamos, buscando soluciones.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Educación.

El señor BEYER (Ministro de Educación).- Señor Presidente, señoras Senadoras y señores Senadores...



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Perdón, señor Ministro.



Debo advertir a las tribunas que la norma es escuchar con respeto y atención.



Puede continuar, señor Ministro.

El señor BEYER (Ministro de Educación).- Señor Presidente, señores Senadores y señoras Senadoras, quiero narrar brevemente los antecedentes acerca del caso que nos convoca: la Universidad del Mar.



Si ustedes recuerdan, hubo denuncias graves en la primera parte de este año respecto de la manera en que dicho plantel estaba funcionando. Ellas fueron realizadas por funcionarios, por académicos, por estudiantes y también por un ex rector de la universidad.



Atendidas esas denuncias, y como corresponde a la legislación vigente, el Ministerio de Educación inició una investigación, siguiendo los criterios legales en vigor, las normas establecidas para estos propósitos.



Producto de esa indagación, llevada a cabo seriamente, donde se visitaron las sedes, se entrevistó a distintas personas, se recogieron antecedentes, se revisaron los estados financieros y las actas de la institución, se llegó a la conclusión de que la universidad estaba incumpliendo gravemente sus estatutos, es decir, la legislación vigente.



Frente a esa situación, la única alternativa que le queda al Ministerio de Educación es pedir la cancelación de la personalidad jurídica de la universidad -así lo establece la legislación- al Consejo Nacional de Educación. Este debe fallar a favor o rechazar el planteamiento efectuado por nuestra Cartera, atendidos los antecedentes presentados. Este proceso se encuentra hoy en desarrollo. Esperamos que concluya a la brevedad. Es tarea del Consejo Nacional de Educación establecer los plazos y definir el momento apropiado para emitir su resolución.



Ahora bien, dicho  proceso se ha ido desarrollando en función de lo que establece la ley.



Mientras tanto, el Ministerio de Educación se ha estado preparando para la eventual cancelación de la personalidad jurídica de esta institución, para su eventual cierre. Eso significa preocuparse en todo el país de que los estudiantes -así lo dispone la ley- puedan ser reubicados, y que a aquellos que están por terminar les sea posible obtener su titulación.



Indudablemente, el cierre no ocurre de un día para otro. Una vez que lo sancione el Consejo Nacional de Educación o lo rechace, tendremos que proceder en concordancia.



Si esta entidad independiente, autónoma, dictaminara el cierre y avalara nuestro planteamiento, el Ministerio, tal como lo establece la normativa vigente, se tiene que hacer cargo del plantel. Y estamos preparados para ello; para velar por su cierre paulatino, en un plazo razonable; para reubicar a los estudiantes y, eventualmente, para asegurar que se puedan titular aquellos próximos a terminar. Tenemos las capacidades, los recursos para llevar adelante este proceso.



Pero dicha instancia se debe iniciar una vez que el Consejo Nacional de Educación falle. Porque existe la posibilidad de que se pronuncie en contra del planteamiento del Ministerio de Educación. Y, en ese contexto, se desata otro escenario.



Si el dictamen es favorable a nuestra presentación, existe un escenario claramente establecido en la ley y que el Ministerio de Educación está preparado para enfrentar.



Muchas gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, en primer término, saludo a los estudiantes y dirigentes de la Universidad del Mar que nos acompañan, en especial...



--(Aplausos en tribunas).


... a la delegación de Temuco, que se ha dado el tiempo y ha hecho el sacrificio de llegar hasta acá.



--(Aplausos en tribunas).


Y a los estudiantes de la Escuela de Medicina de la Universidad del Mar, Viña del Mar, que también nos acompañan.



--(Aplausos en tribunas).



Me encuentro entre los Senadores que promovieron esta sesión especial, como uno de los pocos instrumentos de que dispone este Parlamento para convocar a las autoridades y revisar qué estamos haciendo, qué puede hacer el Legislativo, el Ejecutivo, cuáles son las otras iniciativas factibles de adoptar ante esta situación, que en mi opinión es grave.



Agradezco la presencia del Ministro Harald Beyer y del Presidente del Consorcio de Universidades del Estado de Chile, don Aldo Valle, quien ha mostrado buena disposición para buscar algunas alternativas. Esperamos que hoy día nos pueda iluminar respecto de qué posibilidades tiene la Universidad de Valparaíso de acoger a los estudiantes de la Universidad del Mar. Se ha excusado el Vicepresidente Ejecutivo del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas, don Juan Manuel Zolezzi, al igual que los Presidentes de la Comisión Nacional de Acreditación y del Consejo Nacional de Educación.



El Ministro planteó que el Gobierno está disponible para atender la situación, cualquiera que sea la decisión que adopte el Consejo Nacional de Educación.



El problema, Ministro, radica en que aquí tenemos 17 mil estudiantes que no saben qué van a hacer, para los cuales no existe en su universidad la continuidad de una matrícula. En otros años, a estas alturas ya estaba abierto el proceso de matrícula. Hoy no lo está, ni este mes ni tampoco se sabe cuándo.



Entonces, hay que enfrentar esta emergencia. Y no creo que sea adecuado continuar con la incertidumbre en cuanto a qué va a ocurrir.



Si tenemos cómo enfrentar ambos escenarios, deberíamos ofrecer un plan concreto para que los estudiantes sepan a qué atenerse.



Si el Ministerio posee facultades para intervenir la Universidad, ¿por qué no lo hace ahora? Si no las tiene, busquemos alternativas.



Recién estábamos debatiendo -continuaremos haciéndolo más tarde- una reforma constitucional de emergencia relativa a las autoridades regionales, para prorrogar sus mandatos, con urgencia de “discusión inmediata”.



Entonces, si existe disposición del Ejecutivo para atender esta demanda de más de 17 mil alumnos y sus familias, por qué no buscamos una fórmula mediante la cual el Ministerio les dé certidumbre.



El señor Ministro hace referencia a la legislación vigente. Bueno, cambiémosla. Para eso hemos convocado esta sesión.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Debo reiterar a quienes se encuentran en las tribunas que deben abstenerse de efectuar manifestaciones, a favor o en contra.



Vamos a tener paciencia, porque sé que vienen de muy lejos y es muy sacrificado, y la situación que les afecta es muy delicada. Yo los comprendo. Sin embargo, el Reglamento está por encima de mis opiniones personales. Y si no hay respeto y orden en las tribunas, se tienen que desalojar.



Puede proseguir el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, esta universidad no está siendo cuestionada por la baja calidad en la enseñanza, por la calidad de sus docentes. La mayoría de ellos trabaja también en otras universidades, muchas de ellas acreditadas. 



¡La Universidad del Mar fue acreditada por el Estado! ¡Aquí está la fe pública de por medio! Por algo los estudiantes se inscribieron en esta institución, que, supuestamente, les iba a prestar el servicio de educación. Porque hasta ahora no es un derecho. 



Por ello, cuando dicha casa de estudios cae en falencia desde el punto de vista administrativo-financiero -¡no es un problema académico, sino financiero!-, el Estado es el que debe buscar una solución y ver el modo de darles certidumbre a esos estudiantes.



Además, buena parte de estos jóvenes trabaja o son madres solteras. Por lo mismo, recurren a una fórmula de educación basada en una oferta académica de carácter vespertino. Y la mayoría de las instituciones de educación superior no ofrece esta alternativa. Entonces, cuando decimos que otras universidades (estatales, del CRUCH o privadas) podrían hacerse cargo de estos alumnos, es necesario aclarar que ello no es posible, por cuanto carecen de la modalidad vespertina.



Por lo tanto, invito al Ministerio de Educación y al Consejo Nacional de Educación a evaluar la situación. ¡No puede continuar esta incertidumbre por más tiempo! Tenemos que dar a esos estudiantes certeza jurídica; tenemos que posibilitarles la continuidad de sus estudios. 



Insto al señor Ministro para que en una próxima intervención demuestre su disposición a cambiar las leyes que sea necesario modificar y a enviar con ese fin un proyecto al Congreso con “discusión inmediata”, porque estos 17 mil alumnos y sus familias no pueden seguir esperando. 



He dicho. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Debo recordar a la Sala que los tiempos se distribuyen por Comité, de acuerdo al Reglamento. 



Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, yo también soy uno de los que pidieron esta sesión especial, junto con los Senadores señores Tuma, Muñoz Aburto y Lagos. Ello, porque nos pareció que la situación de la Universidad del Mar es crítica y grave. 



Al respecto, hay que distinguir dos materias absolutamente distintas: por una parte, lo relativo a los controladores, para quienes pedimos el mayor rigor de la ley, luego de realizarse las investigaciones pertinentes, y por otra, lo concerniente a la situación que están viviendo los estudiantes de dicha casa de estudios -ascendían a 18 mil; hoy día están en el rango de los 11 mil- y, también, los académicos y funcionarios. 



Hemos estado trabajando con estos últimos, porque durante largo tiempo se les adeudaron tanto las remuneraciones como las cotizaciones previsionales. Se hicieron gestiones para que se pagaran los salarios con los fondos del CAE, que estaban retenidos, con listas expresas a fin de evitar que ni un peso de tales recursos se usara para el pago de los controladores o de los arriendos. También se sostuvieron reuniones en el Ministerio de Educación, a efectos de asegurar la liberación de esos fondos para el pago de las remuneraciones de dicho personal correspondientes al segundo semestre. 



Estamos hablando de alrededor de 11 mil estudiantes y de, aproximadamente, 4.500 funcionarios y académicos. Hay que hacerse cargo también de la realidad que a estos les ha tocado vivir. 



Asimismo, en la solución del problema, el Estado, a nuestro juicio, debe hacerse parte. Básicamente porque la Universidad del Mar, al igual que otras que hoy día están siendo investigadas, obtuvo una acreditación estatal. 



Por lo tanto, las miles de familias que optaron por matricularse en alguna de las entidades de educación superior que en la actualidad se encuentran sometidas a proceso judicial, con el objeto de esclarecer la forma en que obtuvieron su acreditación, no cometieron pecado alguno, pues confiaron en el respaldo dado por el Estado. 



En ese sentido, los Diputados señora Girardi y señor González presentaron una moción que busca otorgar facultades al Ministerio de Educación para que pueda intervenir esas universidades. 



Con el mismo objetivo, presentamos un proyecto de acuerdo sobre la materia. Iba a ser votado ayer, pero, por falta de quórum, no se alcanzó a despachar, por lo cual pediré que al final de esta sesión se someta al pronunciamiento de la Sala. 



La situación de los alumnos de la Universidad del Mar es bastante compleja. Por ejemplo, los estudiantes de los campus de San Fernando y de Quillota que cursan una carrera en modalidad vespertina no tienen posibilidad alguna de ser reubicados en otra casa de estudios superiores en iguales condiciones, precisamente por esa circunstancia excepcionalísima en la que estudian.



Asimismo, se debe hacer notar el caso específico de los estudiantes de Medicina, que están viviendo en el peor de los mundos, junto con los de Kinesiología, porque la Resolución Nº 240 establece, independiente de lo que pase con dicho plantel universitario el próximo año, la prohibición de realizar prácticas profesionales o desarrollarse en el área clínica, debido a la eventual pérdida de la acreditación.



Así, existen aspectos puntuales en todas y cada una de las 15 sedes que esta universidad tiene en las distintas Regiones del país.



Por ello, pedimos que el Estado se haga parte en la búsqueda de alternativas de solución para los estudiantes de la Universidad del Mar y, también, para sus funcionarios y académicos. 



Con el Presidente de la Federación de Estudiantes nos reunimos en el Ministerio de Educación. Ahí advertimos una buena disposición por parte de la División de Educación Superior para buscar un arreglo con los alumnos, funcionarios y académicos. Debemos dar la oportunidad para que ellos sean parte de la solución. 



Entiendo la preocupación que han mostrado muchos colegas en esta materia: los Senadores señores Zaldívar -también se reunió con la autoridad en el MINEDUC-, Prokurica, señora Rincón, señores Pérez Varela, Lagos, Muñoz Aburto, Uriarte, Bianchi, entre otros, quienes han planteado la necesidad urgente de resolver el problema de los estudiantes de sus respectivas circunscripciones electorales afectados por la situación que atraviesa esa universidad.



Por lo mismo, señor Presidente, pido al Estado que asuma su responsabilidad. Acá hubo personas que confiaron en la acreditación que este otorgó al referido plantel de educación superior. 



Lo ocurrido con la Universidad del Mar y con otras casas de estudio debe ser un ejemplo en mano dura: tiene que aplicarse con rigor la ley y llevarse a cabo la investigación de todos y cada uno de los hechos acontecidos, tal como ha procedido el Ministerio de Educación al emprender las acciones respectivas después de la denuncia efectuada por el ex Rector Raúl Urrutia. Pero el Estado también debe asumir la responsabilidad por la grave situación que hoy afecta a los estudiantes y académicos. 



Hago presente, además, que con los representantes de los alumnos involucrados nos reunimos con el señor Aldo Valle, en su calidad no solo de Rector de la Universidad de Valparaíso, sino de Presidente del Consorcio de las Universidades del Estado, para analizar las situaciones puntuales de los estudiantes de Medicina de la Universidad el Mar. 



¡Lo que no puede ocurrir, de ninguna manera, es que los estudiantes dejen una institución de educación cuestionada para irse a otra universidad privada que se encuentre en la misma condición! Sería como salir del fuego para caer a las brasas. De hecho, la Universidad del Mar ya había recogido alumnos de la UTEM. Respecto de ellos, hay una revictimización. 



Por tales razones, señor Presidente, solicitamos que se liberen cupos de matrícula  en las universidades estatales -por su intermedio, se lo pido encarecidamente al señor Ministro-, dadas las condiciones especialísimas de tales estudiantes. 



El Rector Aldo Valle nos decía: “En esta universidad no estamos en condiciones de comprometer una solución total, pero sí, de ser parte de ella”. 



Por tanto, pido al señor Ministro que se entreguen soluciones particulares, con sentido de la realidad -porque acá no se trata de vender ilusiones- y examinando la situación plantel por plantel. Y espero que, en definitiva, no se resuelva que los alumnos de la Universidad del Mar se reubiquen solo en 4 o 5 casas de estudio privadas, las cuales podrían caer en una situación de cuestionamiento, al igual que aquella.



Señor Presidente, creo que en esto hay involucrado un deber, una responsabilidad del Estado, el que debe hacerse cargo de ello.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- El Senador señor Chahuán ha ocupado 8 minutos y medio de los 19 que le corresponden al Comité Renovación Nacional.



La Democracia Cristiana ha designado al Senador señor Zaldívar para hacer uso de su primer tiempo.



Tiene la palabra, señor Senador.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, resulta oportuno, aunque un poco tardío, realizar esta sesión especial en el Senado, con la presencia del señor Ministro de Educación, para analizar la situación que afecta a los alumnos de la Universidad del Mar.



Y este asunto tal vez adquiera mayores dimensiones que las que presenta hoy día. Considerando lo que está sucediendo en toda la educación superior con relación a la actuación de la Comisión Nacional de Acreditación y a los procesos judiciales por esa causa, más las intervenciones que he escuchado, no sé lo que va a pasar en marzo con el problema de la Universidad del Mar, que es, principalmente, financiero más que académico. 



Quizás, a raíz del escándalo provocado por las irregularidades en las acreditaciones, algunas universidades privadas -espero que sean las menos- también entren en ese ciclo de crisis financiera.



Yo me pregunto: ¿Habrá alguna familia que quiera poner a uno de sus hijos en la Universidad del Mar, si aún está vigente el cuestionamiento respecto a ella y el Consejo Nacional de Educación emitirá su resolución en marzo o abril? ¿Qué pasará si no hay matrícula para primer año en esa casa de estudios superiores? ¿Es factible que funcione desde el punto de vista de sus recursos?



Además, el propio Presidente de la República, en un programa de televisión, recomendó a los padres -y con razón- que tomaran nota sobre dónde matricular a sus hijos y, por supuesto, sugirió no hacerlo en la Universidad del Mar. Y también aludió a la Universidad Pedro de Valdivia.



¿Qué pasará en marzo? ¿Tendremos solo el caso de la Universidad del Mar o habrá otros planteles cuestionados, por el hecho de haberlos acreditado con tanta facilidad y sin los resguardos necesarios?



¿Qué sucederá con los estudiantes de la referida casa de estudios superiores?



Yo conozco la situación de la Universidad del Mar en la Séptima Región, que represento. Ahí está la Sede Centro-Sur de Talca y el Campus Curicó. Y en la Sexta Región se halla el Campus San Fernando.



La realidad de esas sedes es absolutamente diferente de la que afecta al resto de los campus de la universidad. Si se analizan las cifras, se observa que hay más de 3 mil alumnos matriculados en las sedes mencionadas, las cuales están perfectamente financiadas. Incluso, arrojan excedentes de recursos, que se entregan a la casa central.



Entonces, ¿qué se debe hacer para resolver el problema? Seamos claros: la solución no va por la vía de la autogestión de la Universidad del Mar. ¡Tal como está, se halla absolutamente condenada a no subsistir, porque no tendrá estudiantes nuevos matriculados el próximo año!



No nos queda otra cosa que buscar una solución que haga que los 18 mil alumnos, con sus familias, no sigan sufriendo un verdadero calvario, como el que viven hoy. 



Ya estamos en el mes de diciembre y no se sabe qué pasará con dicho plantel universitario de aquí a marzo. Y todavía desconocemos si la resolución del Consejo Nacional de Educación va a salir en diciembre, en febrero, en marzo o en junio. Dependiendo de esa decisión, según señaló el propio Ministro, veremos la reacción que tendrá el MINEDUC.



A mi juicio -y en esto recojo lo que expresó el Senador Tuma-, a fin de enfocarnos en el asunto, considerando que a lo mejor este no será el único caso que se presente -insisto en ello-, debiéramos estudiar una legislación de emergencia para afrontar lo que pasará de aquí al próximo tiempo y dar una solución global a los problemas de los estudiantes universitarios que pueden resultar afectados por crisis de esa naturaleza.



Si me preguntaran qué hacer con las sedes de Talca, Curicó y San Fernando de la Universidad del Mar, sugeriría que se entregaran en administración delegada a una casa de estudios superiores que cuente con la acreditación y la seriedad suficientes para responder por la educación de esos 3.500 alumnos. ¡Así solucionaríamos por lo menos ese punto!



Se dice: “Vamos a hacer la reubicación”.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- No es factible.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡La reubicación de los alumnos no es posible! Se lo digo al Ministro con toda seriedad. ¡Es imposible! 



En primer lugar, porque el 40 por ciento de ellos asiste en modalidad vespertina y el 60 por ciento restante, en horario diurno. 



En segundo término, porque los padres muchas veces son de modestos recursos y han hecho un gran esfuerzo para financiar la educación de sus hijos.



Por tanto, esos estudiantes no pueden ser reubicados. Alguien de San Fernando en esas condiciones tendría que irse a otra provincia. Y no podrán trasladarse a otra ciudad así como así.

El señor TUMA.- Efectivamente.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Por lo demás, a los alumnos que han querido reubicarse en el mismo entorno regional, cuando llegan a la nueva universidad, se les dice: “Señor, su educación no vale. Debe empezar en primer año”, en circunstancias de que va en tercero o cuarto.



Además, no se les mantienen los créditos. 



¡Es un drama! 



Cuando yo viajo a Curicó o a Talca, se me acercan estos jóvenes y me cuentan su situación dramática. Y uno lo entiende. ¡Porque ellos no saben lo que va a pasar!



No basta con que nos digan que el Consejo Nacional de Educación va a resolver en un tiempo determinado. ¡No sabemos cuándo! Debemos ver cómo les damos solución y seguridad a esas personas.



Y la seguridad se otorga sobre la base de que las sedes de la Universidad del Mar sigan funcionando y los estudiantes puedan terminar su educación. 



Y aquellos que logren reubicarse bien, con crédito y todo, que lo hagan.



En el caso de las sedes Centro-Sur de Talca, Curicó y San Fernando, según tengo entendido, se han reubicado -o están tratando de hacerlo- alrededor de 200 a 300 alumnos.



Algunos, por supuesto, ya saben que no podrán seguir estudiando en la Universidad del Mar. 



Pero yo insisto, señor Presidente, en la necesidad urgente de que el Gobierno nos traiga aquí un mecanismo de solución para este problema en la educación superior en su conjunto y no solo en la Universidad del Mar, aunque este caso particular en sí me interesa. Tal proposición podría establecer, para la sede Centro-Sur, por ejemplo, la alternativa de una administración diferente, delegada, a fin de que dicho campus siga funcionando y los alumnos allí matriculados terminen sus estudios.



Pido que se envíe un proyecto de ley para enfrentar algo que, a mi parecer, de todas maneras se va a producir en marzo. Entonces no será solo una universidad, sino varias las que presentarán problemas financieros críticos y no podrán seguir operando. Por supuesto, mucha gente dudará de si es conveniente o no matricular a un hijo en una universidad que no cuente con la acreditación suficiente, por todo lo que está pasando hoy día y los escándalos que hemos conocido.



Como este es un asunto serio, solicito al Ministro de Educación lo siguiente: primero, urgencia; segundo, si es necesario legislar, que presente la iniciativa respectiva -nosotros estaremos dispuestos a estudiarla-; tercero, que realmente se resguarden los derechos de esos 18 mil estudiantes, quienes el día de mañana pueden ser muchos más si no ponemos coto a la situación de esa universidad, que fue autorizada por el Estado y acreditada por un tiempo determinado.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.



Le doy un minuto más para que termine.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Eso es lo que la gente está esperando de nosotros. Por ello es importantísima esta sesión del Senado.



Urge que el Ejecutivo nos traiga una solución, para que los alumnos, tanto de la Universidad del Mar como de otras casas de estudios superiores, tengan la garantía de que podrán seguir cursando sus carreras en las condiciones en que el Gobierno debe responsabilizarse que lo harán.



Muchas gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el tiempo del Comité Independientes, tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, me hace total, completo y absoluto sentido la intervención del Senador señor Zaldívar. La secundo por completo. Creo que los jóvenes que hoy día nos acompañan en las tribunas -y me parece que también es la idea de quienes están viendo la sesión a lo largo de todo el país- vienen, antes que a escuchar discursos más o menos encendidos, en la búsqueda de una solución.



Habría preferido que se comenzara al revés, es decir, escuchando al señor Ministro de Educación explicar cuál es la solución del Gobierno, para poder resolver en conjunto el grave problema que enfrenta hoy la Universidad del Mar, el cual puede expresarse en otras probablemente en un par de meses más. El Estado, en su momento, no cumplió con la debida fiscalización de la acreditación que le entregó a ese plantel de enseñanza superior.



Apoderados, jóvenes, madres y padres nos han hecho llegar una enorme cantidad de correos con la súplica de resolver la situación, lo que, desgraciadamente, no pasa por nuestras manos. Lo que sí se encuentra dentro de nuestras posibilidades es lo que estamos haciendo ahora: celebrar una sesión especial para que el Gobierno se pronuncie y exponga, en definitiva, cuál es la verdadera forma de superar la seria dificultad que afecta a casi 18 mil estudiantes en todo Chile.



Recuerdo, señor Presidente, que cuando vino a conversar conmigo quien presidía el directorio de la Universidad en el último tiempo -según entiendo, falleció-, junto con el nuevo Rector, les pedí encarecidamente que asumieran una responsabilidad. Lo hice porque, cuando llamé al señor Pablo Zúñiga, quien todavía ocupaba el cargo de Gobernador, fue simplemente imposible lograr una manifestación de voluntad en orden a buscar una respuesta para miles y miles de jóvenes que ven absolutamente truncada la posibilidad de proseguir sus estudios.



Aquí se ha consignado que el caso de distintas carreras, entre ellas la de Medicina, es bastante grave. Muchos padres han tenido que hacer la pérdida. ¡Se engañó, se estafó, se vendió un producto que no resultó ser lo que se esperaba y los estudiantes están pagando las consecuencias!



Por lo tanto, con prescindencia de discursos más o menos encendidos, siento que con el Gobierno y el Estado es preciso encontrar una solución definitiva que permita, de marzo en adelante, proseguir sus carreras a los que tomaron la decisión, aun a riesgo de perderlo todo, de continuar en la Universidad del Mar, porque no tienen otra opción. Una cantidad importante de ellos asisten en horarios vespertinos y muchos son trabajadores y personas que, con gran esfuerzo, cursan estudios superiores, por lo que no tienen cabida en planteles que no corresponden al mismo modelo. Ello determina que el Estado tenga que resolver la situación, para que nadie vea truncada su posibilidad de salir airoso ante el desafío que plantea una carrera universitaria.



Hicimos todo lo que pudimos para que se cancelaran las remuneraciones, para que no se cerrara la sede en Punta Arenas y para que no se vendiera el edificio. Nada de eso ha ocurrido.



La cuestión radica, en consecuencia, en lo expuesto por mi Honorable colega Zaldívar. La respuesta no está en nuestras manos, ni en las de los apoderados, los profesores o los jóvenes. ¡El Estado tiene que pronunciarse! ¡El Gobierno debe encargarse de hacerlo y encontrar una solución! ¡No se efectuó la fiscalización correspondiente y se debe asumir la responsabilidad!



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el tiempo del Comité UDI, tiene la palabra por tres minutos el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, cinco parlamentarios del Partido usarán de ella y nos hemos limitado el tiempo, para poder transmitir nuestras inquietudes al Gobierno.



Por eso, no voy a referirme al sistema de financiamiento para los estudiantes, que ha sido claramente discriminatorio y obsoleto; ni a los graves problemas de gestión de la Universidad del Mar; ni al desequilibrio entre la autonomía y el control por parte del Estado; ni a las atribuciones del Ministerio; ni al proceso investigativo y sancionatorio hoy día en desarrollo. No me cabe duda de que lo anterior será abordado en el resto de las intervenciones.



En forma precisa y concreta, deseo pedir al Gobierno una respuesta, también precisa, respecto a lo que deberán vivir, durante las próximas horas, los estudiantes de la Universidad del Mar, y en particular los 3 mil 281 correspondientes a la zona centro-sur, a los cuales se ha hecho referencia, cuyo caso es distinto, ya que asisten a clases en inmuebles arrendados y con sus pagos al día.



¿Qué quiero plantear, señor Presidente? Comprendo lo que han expresado el Ministro de Educación y el Primer Mandatario a través de distintos programas de televisión. Me parece que eso está bien para el momento inicial. Pero estamos en otra situación. Conocemos el problema, su dimensión, de qué se trata. Perdón por ser tan franco, mas necesitamos un horizonte de soluciones e imponernos de cuándo el Gobierno -sabemos que no creó el problema, pero le toca enfrentarlo, pues para eso están los Gobiernos- va a poder entregar una respuesta clara a las familias de los estudiantes y al país.



No se trata de anunciar indefectiblemente una salida y la mantención de las becas. No. Cabe preguntarse qué ocurrirá a partir de marzo próximo; dónde se va a funcionar físicamente; si otra organización se hará cargo de los estudiantes, como grupo, y si es posible diferenciar -porque no todos los casos son iguales- según el tipo de sede, para que otras personas o instituciones puedan contribuir a una solución.



Señor Presidente, mi planteamiento es sencillo, acotado, pero dice relación, a mi juicio, con aspectos muy importantes.



Sé que el asunto ha sido muy difícil. A nadie le gustaría estar en los pantalones de la autoridad, ante un problema heredado o producto de malas gestiones en distintas universidades. Pero lo urgente, lo indispensable, es que en esta sesión ojalá sepamos cuál será el futuro, a partir de mañana, de los miles de estudiantes que tienen derecho hoy día a recibir una respuesta y la colaboración del Estado.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez en los tres minutos del Comité Radical Social Demócrata.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, la dificultad que enfrentamos surge en una universidad fundada en 1989 y a la cual se le dio autonomía en 2002. Solo en diciembre de 2010 recibió una acreditación por dos años. Pero la cuestión afecta a la globalidad del sistema.



Se han tomado decisiones complejas. El señor Ministro podría haber solicitado perfectamente un análisis de las condiciones de cada sede. El caso de algunas de ellas se puede resolver bien, pero se pidió el cierre total. A mi juicio, ese fue un gravísimo error, porque se ha traducido, finalmente, en miles de estudiantes en problemas.



Deseo consignar que, por otra parte, miles de titulados trabajan y registran un rendimiento laboral. Entonces, todo lo que hoy día se dice que es malo no mereció esa calificación, probablemente, en ciertos períodos.



Por eso, es necesario que el Gobierno tome una decisión clara y precisa. Se lo hemos pedido en dos oportunidades e insistiré en ello, con mucho respeto. Tiene que enviar un proyecto de ley, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, para hacerse cargo del asunto, intervenir la institución y determinar precisamente cuáles son los problemas y cómo se establecen criterios de mejoramiento de calidad para que los estudiantes se puedan titular.



Pero no es posible que quede al arbitrio de alguien si a ellos se les escucha o no, cuando, en realidad, la universidad que nos ocupa y todas las privadas fueron autorizadas por el Estado. Es este último, por lo tanto, el responsable de la situación actual.



El representante del CRUCh ha manifestado que ellos están disponibles para participar, en la medida en que exista una fórmula que les permita intervenir, a fin de asegurar que los estudiantes terminen y se cuente con capacidad desde los puntos de vista técnico y profesional.



No hay ninguna razón -y, por eso, se lo pedimos con respeto al señor Ministro- para no presentar la iniciativa aludida, excepto la de querer mantener un sistema que todos entendemos que está colapsado. Porque el problema no es solo de la Universidad del Mar: sabemos que hay otros casos.



Es distinto lo referente a los hechos investigados, y tendrán que aplicarse las sanciones que correspondan. Pero hoy día la preocupación se encuentra radicada en los 18 mil estudiantes de la Universidad del Mar y en miles que pueden sumarse de otros planteles de enseñanza superior.



Un proyecto con urgencia de “discusión inmediata” permitiría, de todas maneras, la intervención del Estado y la seguridad de que estos jóvenes van a poder terminar.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro en los tres minutos del Comité MAS.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, para quienes tuvimos la posibilidad de discutir el proyecto de ley respectivo en la otra rama del Congreso quedaba claro cuáles eran las voluntades en el sentido de avanzar o no en la acreditación.



Hubo Diputados que preguntaban para qué se requería. Se argumentó que se atentaba contra la libertad de enseñanza, que era imposible que los estudiantes acreditaran y que el Estado poco y nada tenía que hacer.



Así fue el debate.



Y quienes proponíamos la obligatoriedad del requisito nos enfrentamos a la tesis de la voluntariedad.



Es muy claro que la Derecha estuvo por la acreditación voluntaria, defendió la libertad de enseñanza y se opuso a la intervención del Estado en la creación de universidades privadas. Y tajantemente. Tengo aquí las intervenciones del entonces Senador señor Chadwick: “¿Por qué tienen que acreditar los estudiantes?”; “¡Para marzo...!”; “¡La Comisión es para acreditar la calidad de la educación!”. Ello se registró en la sesión 50ª, de 14 de diciembre de 2005.



El editorial de “La Tercera” del viernes 7 del mes en curso expresa claramente que “El sistema universitario y las autoridades deben ofrecer una solución viable a quienes confiaron en la falsa certificación de calidad dada por el sistema de acreditación”. Se agrega que no es posible incurrir en el error de que esa función quede nuevamente en manos del Estado.



Un informe de la OCDE señala que, en los países desarrollados, los privados invierten muy poco en educación, y el Estado, mucho más. Chile es el que más gasto familiar registra -85 por ciento-, pero en los primeros la proposición es inversa. Se recomienda que la certificación o acreditación sea obligatoria.



“La Tercera” expone que “Determinar esa calidad debe quedar entregada a las decisiones autónomas de los estudiantes y de sus familias, sobre la base de información cuya extensión y confiabilidad sí es papel del legislador asegurar”. No dice que ellos tengan la posibilidad de acceder a información para que puedan acreditar.



Por tanto, el debate que sostenemos -y creo que es la duda que le surge al señor Ministro- se refiere a quién vamos a entregar la responsabilidad. Ahí surge el factor ideológico de quienes estiman que nada es gratis en la vida y que es preciso pagar, desconfiándose profundamente del Estado.



Y son más los inventores del sistema. Lo dije en su oportunidad. ¿Quién creó el modelo de universidades privadas, absolutamente desregulado? Por cierto, muchos de ellos se encuentran a cargo de una Secretaría de Estado: el Ministro señor Lavín, de Educación; el Ministro señor Larroulet. Ellos fundaron planteles de enseñanza superior de esa índole.



Se registra una confrontación, entonces, de una estructura educacional...



Olvidaba, por cierto, al actual Ministro de Justicia, el ex Diputado señor Ribera.

El señor ESCALONA (Presidente).- El tiempo es cruel, Su Señoría: se acabó.

El señor NAVARRO.- Terminé, señor Presidente.



¡Los tres minutos me entusiasmaron demasiado...!

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende en el tiempo del Comité Socialista.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, quiero sumarme a las voces que se han levantado hoy día para exigirle al Gobierno una solución y claridad.



Nos apenan y abochornan todos los escándalos dolorosos que se han registrado, los que, además, implican un tremendo drama para miles de familias, no solo en el caso de la Universidad que nos ocupa y de los estudiantes hoy día presentes, a quienes saludo, sino también en el de otros establecimientos que están siendo cuestionados.



El Gobierno tiene que ser preciso, concreto, sin perjuicio de la disposición del Senado a legislar en todo lo que sea necesario para llegar a una solución.



Me limitaré a referirme a la situación específica de la Región que represento, esto es, a la sede de la Universidad del Mar en Copiapó, con cuyas autoridades me reuní, al igual que con asociaciones de sus estudiantes.



En realidad, cabe concluir que no se puede plantear tan ligeramente una relocalización, como lo hicieron en su momento el Presidente de la República o el propio Ministro en la Sala, en el sentido de que pudiera tratarse simplemente de un cambio de casa. “¿Sabe? No me funcionó el arriendo. Me voy a ir a otra”.



En Copiapó, los estudiantes provienen mayoritariamente de escuelas municipalizadas. Obtienen menos puntajes. Cuando uno de ellos se ha dirigido a otra de sus opciones, en la Universidad de Atacama le han dicho: “Va a tener que entrar a primero o a segundo año”, en el mejor de los casos. Porque también sucede que no existe la carrera. Psicología, por ejemplo, no es impartida por la UDA, y quienes la cursan en la Universidad del Mar, por lo tanto, no tienen alternativa.



Pero resulta más grave el hecho de que la gran mayoría de los estudiantes corresponden a horarios vespertinos. Provienen de familias de origen relativamente modesto. Haciendo un esfuerzo, trabajan y después estudian en la tarde, lo que constituye una gran oportunidad que les ha ofrecido la universidad. Y me alegra que así sea.



Ni la UDA ni Santo Tomás, entonces, que son las dos únicas alternativas en Copiapó, pueden ofrecer la relocalización.



Entonces, no basta con decir “Estamos a la espera de la resolución que emane de la Comisión Nacional de Educación”, porque eso, francamente, es dejar en absoluta indefensión a 16 mil y tantos estudiantes y sus familias.



Por mi parte, me comprometí a que en la presente sesión iba a levantar la voz por Copiapó y destacar la necesidad de que el Gobierno sea más proactivo. Porque, además, reconozcamos que existe una responsabilidad; que se ha roto la fe pública. Ello, más allá del abuso, de lo que la justicia esté haciendo, de los encausados, de que no se trata de un problema financiero -perdóneme, señor Presidente-, sino de decisiones arbitrarias que tomaban...

El señor ESCALONA (Presidente).- Podemos extenderle el tiempo, Su Señoría, a cuenta del que le corresponde al Comité Socialista.

La señora ALLENDE.- Necesito solo cincuenta segundos.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene un minuto.



Puede continuar.

La señora ALLENDE.- Solo deseo expresar, señor Presidente, que espero que la sesión signifique algo concreto en relación con nuestra responsabilidad, con lo que estamos pidiendo.



Por mi parte, presenté un proyecto de acuerdo -lo conversé con las autoridades, con los alumnos- tendiente a permitir el egreso, al menos hasta dos años más, si sigue funcionando la sede de la Universidad del Mar en Copiapó, de estudiantes que no tienen ninguna posibilidad de ser relocalizados.



Entonces, seamos prácticos, concretos, y proporcionemos una solución real.



En lo personal, estoy abogando por el egreso si no media una intervención directa del Estado, si no se presenta un proyecto de ley que resuelva la situación.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Al Comité Socialista le quedaban seis minutos. Ahora le restan dos.



En el tiempo de la Democracia Cristiana, tiene la palabra el Honorable señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, hace tres semanas me llamó un médico del Hospital San Martín, de Quillota, para decirme: “Senador, mi hijo es uno de los 13 mil alumnos de la Universidad del Mar. No los dejen botados”.



Y creo que eso es lo que no estamos haciendo en la presente sesión.



En esa ciudad existe una de las catorce sedes de la Universidad del Mar.



Solo cabe calificar los hechos como un escándalo. Conversamos al respecto en la reunión que la Comisión de Educación realizó hace dos o tres semanas, la que contó con la presencia del señor Ministro, y se escuchó a representantes de los estudiantes, quienes se encuentran obviamente preocupados por su futuro.



La Universidad del Mar inició sus actividades en 1990, y doce años después, en 2002, obtuvo la plena autonomía.



¿Qué ha ocurrido en estos veinte años? Se ha registrado un proceso de crecimiento y diversificación inorgánico, incontrolado, irregular, absolutamente irresponsable. Doy tres ejemplos.



En primer lugar, al momento de lograr su autonomía, el año 2002, la Universidad del Mar tenía una sede. A los dos años, el 2004, ya tenía 14. ¡En dos años!



En segundo término, cuando logra la autonomía, en el 2002, dicha casa de estudios tenía 26 programas y carreras. Solo 7 años después, en 2009, pasó de 26 a 451 programas y carreras. Hoy tiene 318.



O sea, ¡es casi un chiste!



En consecuencia, aquí existió improvisación e irresponsabilidad en el manejo de la situación, a pesar de haber recibido un crédito público -por así decirlo- al reconocerse su plena autonomía en 2002.



Tercer ejemplo. Con relación a la matrícula, al momento de obtener su plena autonomía en el 2002, la Universidad del Mar contaba con no más de 3 mil 600 estudiantes. Cinco años después, el 2007, pasa de 3 mil 600 a 22 mil alumnos. Hoy día tiene cerca de 15 mil.



¡O sea, verdaderamente, esto es un escándalo!



Esos son solo algunos ejemplos del manejo irregular que ha existido en esta materia. ¡Ni hablar de los docentes, que son cerca de 2 mil, ni de los funcionarios administrativos, que son más 3 mil!



En términos de calidad en la educación superior, la Universidad del Mar obtuvo la acreditación institucional en el año 2010 por un plazo de dos años, cosa que hoy día se halla en cuestión -como sabemos- a raíz del litigio en los tribunales. Independientemente de este, la acreditación, habiendo concluido el plazo por el cual fue otorgada, ya prescribió. 



Es decir, por donde se lo mire, este caso es un escándalo absoluto.



Por eso, opino que debemos darle crédito a don Raúl Urrutia, quien en mayo del presente año, a 43 días de haber asumido como rector, acusó a los dueños de la universidad de que, pese a deber 550 millones de pesos a sus trabajadores y profesores, prefirieron pagar 600 millones de pesos en arriendos a inmobiliarias que ellos mismos controlaban.



Si eso no es un escándalo, ¿qué entendemos, entonces, por escándalo?



Yo felicito al rector Raúl Urrutia por haber actuado con tanta transparencia en esta materia.



El Ministerio de Educación ha hecho su propia investigación y solicitó al Consejo Nacional de Educación que decrete la cancelación de la personalidad jurídica y el retiro del reconocimiento oficial a la universidad, trámites que aún están pendientes.



Esa resolución del Consejo Nacional de Educación tomará varios meses y, obviamente, a los alumnos, a sus familias, a los profesores, al personal administrativo no se les puede asegurar su continuidad.



¿Qué debemos hacer? A mi juicio, dos cosas.



En primer lugar, elaborar un plan de acción. Así se lo propuso la unanimidad de la Comisión de Educación hace dos semanas al Ministro de Educación...

El señor ESCALONA (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.



Tiene un minuto más.

El señor WALKER (don Ignacio).- Termino a la brevedad, señor Presidente.



Decía que la unanimidad de la Comisión de Educación solicitó ese plan de acción. Y con mucho respeto le señalo al Ministro -quien se halla presente en la Sala- que queremos un plan de acción ¡aquí y ahora!, sin esperar la resolución del Consejo Nacional de Educación.



En segundo lugar, hacer la pega como Senado y Cámara de Diputados para avanzar en las reformas estructurales que requiere la educación superior en Chile, en tres materias.



Primero, financiamiento de la educación superior -estuvimos en la sesión de ayer en la Comisión estudiando ese aspecto-; segundo, Superintendencia de la Educación Superior para revisar la fiscalización, y tercero, acreditación, que viene en un proyecto que debiera ingresar al Senado o a la Cámara Baja en los próximos días.



Por lo tanto, señor Presidente, necesitamos un plan de acción para asegurar la continuidad de estos estudiantes y darles una respuesta a los más de 13 mil alumnos de la Universidad del Mar. 



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el tiempo del Comité Renovación Nacional, tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, me da un poco de impotencia la presente sesión porque siento que los Senadores y las Senadoras nos vamos a desahogar en este tema, pero finalmente los alumnos y las alumnas que nos acompañan esta mañana se irán sin una respuesta concreta con respecto a los plazos.



Eso me preocupa, y espero que el diagnóstico, que es compartido transversalmente aquí por los señores Senadores, tenga eco y logremos dar hoy día una respuesta concreta como Corporación a las personas que nos acompañan.



Muchos de nosotros hemos sostenido diversas reuniones con alumnos, con apoderados, con docentes, con funcionarios de la Universidad del Mar. Y muchos de nosotros representamos en el Senado a Regiones donde hay sedes de esa casa de estudios, por ejemplo, la ciudad de Quillota, entre otras.



Opino que una de las cosas que debe sacarse de encima la Universidad del Mar es el estigma. Quienes han egresado, se titularon o son alumnos o alumnas de ella tienen una legítima aprensión, miedo y mucho susto en el sentido de que los va a acompañar el resto de sus vidas el haber estudiado en una universidad que hoy está cuestionada y pisoteada comunicacionalmente, y no por responsabilidad de ellos. Fue el Estado el que acreditó y, por tanto, él es el responsable, sea cual sea el Gobierno de turno.



¡Mala suerte que le tocó al nuestro, pero el Gobierno debe hacerse cargo de una responsabilidad del Estado!



Por tal razón, me parece muy importante ayudar a que los alumnos, los egresados y los titulados de la Universidad del Mar tengan oportunidades laborales, y nosotros como Senado también podemos contribuir en este punto.



¿Y por qué lo planteo? Porque una gran cantidad de ellos -ya se dijo aquí, creo que por el Senador Tuma- son jefes de hogar: un 40 por ciento estudia en horario vespertino. 



Además, hay dos sedes -San Fernando y Quillota- en que no tienen posibilidades de reubicación -¡no las tienen!-, porque no hay casas de estudios alternativas en dichas comunas ni en esas provincias. ¡No existen! Una de las razones por las cuales los alumnos ingresaron a la Universidad del Mar fue, precisamente, porque no había otras universidades en esas ciudades y, prácticamente, un 80 por ciento de quienes entraron a esa casa de estudios lo hicieron porque era la única que otorgaba títulos profesionales en aquellos lugares.



Dicho lo anterior, me parece muy importante, entonces, crear una conciencia social y una masa crítica con respecto a un tema que es bien de fondo: hoy día es la Universidad del Mar, pero mañana puede ser cualquier otra.



Señor Presidente, nosotros, los Senadores, tenemos tres cosas que avalan nuestra conducta parlamentaria: una es la coherencia entre nuestra vida pública y nuestra vida privada; otra es nuestra trayectoria, y la última, por supuesto, es cómo votamos.



Recuerdo que cuando nos pronunciamos acerca de la idea de legislar del proyecto relativo al control de las sociedades espejos yo fui de los que se pronunciaron en contra de dichas entidades, y también voté por regular el lucro cuando median aportes del Estado en establecimientos educacionales. 



Y estoy muy contenta de haber votado en ambos sentidos. Porque el tiempo nos ha dado la razón; porque hicimos lo correcto; porque cuando en aras de la libertad de enseñanza -que yo comparto- la educación se convierte en un negocio, pasa lo que sucedió en la Universidad del Mar.



Allí no fallaron ni los docentes ni los estudiantes ni los funcionarios, sino los controladores, los propietarios y los encargados de hacer buena gestión. Porque cuando se prioriza el pago del arriendo a inmobiliarias por encima de los sueldos de los funcionarios y docentes lo que se está priorizando es la rentabilidad de un negocio, no un proyecto educativo.



Y ello, para quienes creemos en la libertad económica, es una contradicción. Porque la libertad económica se cautela, se protege y se cuida generando todos los mecanismos que resguarden esa libertad económica del abuso y de la estafa. 



Eso es lo que hoy día estamos presenciando en este caso.



De ahí que el problema sea tan de fondo: hoy día es la Universidad del Mar, pero mañana puede ser cualquier otra.



Por tal razón, los alumnos y alumnas han planteado dos alternativas: la relocalización o reubicación de carreras y sedes -a lo cual hizo mención el señor Ministro de Educación-, que tal vez sea posible en algunas, pero en otras no; o la toma de control de la Universidad por el Estado.



Yo no le tengo miedo a ninguna de esas dos soluciones. A mí lo que me interesa, señor Ministro -por su intermedio, señor Presidente-, es que exista una solución. A nosotros lo que nos tiene que importar es que, más allá del daño a la fe pública, realmente haya un resarcimiento para aquellos que han estudiado, para aquellos que han puesto toda su esperanza, sus ingresos económicos y su esfuerzo personal y familiar en un proyecto educativo.



Si nosotros no cautelamos ese modelo educativo, estará destinado al fracaso más rotundo. Por esa razón, tenemos que velar porque realmente exista una solución satisfactoria para los afectados. Y aquí los afectados son los estudiantes. 



Por último -con esto termino, señor Presidente-, nosotros aprobamos una reforma tributaria que incluye mayores recursos para educación y despachamos una Ley de Presupuestos con más fondos para educación. Si el Gobierno requiere mayores recursos para solucionar este problema en particular, ellos están disponibles. Y, si hay que hacer un esfuerzo adicional, que el Ejecutivo nos envíe un proyecto, en forma urgente, para que nosotros lo podamos despachar con la celeridad que se requiere. Pero esto debe tener una solución inmediata, rápida y que realmente deje satisfechos a los afectados, que son los estudiantes.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.



De los 30 minutos del Ejecutivo, le quedan 16.

El señor BEYER (Ministro de Educación).- Señor Presidente, deseo hacer una precisión, porque de repente me parece que se mezclan aspectos en el debate: aquí no estamos hablando de un problema financiero. El problema es mucho más profundo: esta es una universidad que incumplió gruesa y gravemente sus estatutos y que no cauteló su propio proyecto, su propia misión. Este no es un proyecto universitario con un objetivo, un propósito. Ese fue justamente el planteamiento que nosotros le hicimos al Consejo Nacional de Educación. 



La ley es clara: se cometió una ilegalidad. Y, si se comete una ilegalidad, la única respuesta posible, en opinión del Ministerio, dado lo que establece la legislación vigente, es pedir la cancelación de la personalidad jurídica. Eso tiene que ocurrir, a nuestro juicio.



Pero dependemos del fallo del Consejo Nacional de Educación. Por eso no somos partidarios de intervenir en la presente etapa la universidad.



Reitero que esta cometió una ilegalidad, y cuando ello ocurre corresponde el cierre. Distinto es qué pasa una vez que eso se sanciona. En tal situación, el Ministerio de Educación va a administrar el proceso y se hará cargo, por lo tanto, de esa institución. Y lo va a llevar adelante de una forma razonable. El Ministerio ha desarrollado su plan de acción, tiene claro dónde hay sedes que carecen de una alternativa, dónde hay sedes que sí la tienen y, administrando ese proceso, vamos a poder resolverlo.



En tal sentido, yo llamo a la calma a los estudiantes. Ellos no tienen que temer.



--(Manifestaciones en tribunas).



Aquí hay un proceso de cierre porque existe una ilegalidad. Una vez que ese proceso se sancione, el Ministerio de Educación va a administrar esa institución y va a velar porque se produzca adecuadamente la titulación eventual de los estudiantes o, si ellos lo desean, su reubicación.



Pero no podemos actuar si esto no se sanciona claramente y si no se ratifica la propuesta del Ejecutivo de que, dadas las infracciones graves a la legislación vigente, procede la cancelación de la personalidad jurídica de la institución.



Ello tiene que quedar claro: no puede ser, creemos nosotros, que una institución que incumpla gravemente la ley se quede sin cierre. Y ese proceso se tiene que sancionar, porque es importante que se siente un precedente.



Aquí nunca se ha hecho esto. Y ello forma parte del problema. Porque esta universidad tenía 4 mil estudiantes el año 2002 y pasó a tener 22 mil el 2007, sin ningún control. No hay ningún oficio del Ministerio de Educación de esa época preguntando siquiera qué estaba pasando.



Por lo tanto, creemos que la legalidad vigente se debe cumplir y, en opinión del Ministerio de Educación, se tiene que ratificar el cierre. Indudablemente, una vez que eso ocurra, nosotros vamos a administrar el proceso de cierre y a hacernos cargo de los estudiantes.



Gracias.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tranquilidad en las tribunas; hay que saber escuchar.



Le quedan 4 minutos al Comité del PPD y nos ha remarcado que los dos Senadores que van a intervenir ocuparán 2 minutos cada uno.



Tiene la palabra el Senador señor Quintana. 
El señor QUINTANA.- Señor Presidente, conozco la situación directamente por los estudiantes de la Universidad del Mar en Temuco y también he conversado con los alumnos de medicina de esta sede.



La Senadora Lily Pérez recién planteaba dos vías. Yo creo que ambas pueden ser utilizadas. 



Quiero centrarme en la solución, porque no tiene sentido discutir si no surgen de aquí un conjunto de acciones y de soluciones. Y, a mi juicio, en este caso la solución es legal. Es muy difícil pensar que solo la reubicación resolverá el problema. Uno se pregunta en qué planteles. Puede estar la mejor disposición del Rector de la Universidad de Valparaíso, Presidente del CRUCH, aquí presente, pero eso no es suficiente, por razones de infraestructura, académicas, de requisitos, mil cosas.



Señor Ministro, usted ha señalado que no tiene atribuciones. Pues bien, este Senado está por darle las atribuciones. Y usted sabe que muchos Diputados -nos acompañan la Diputada Cristina Girardi y los Diputados Rodrigo González y Mario Venegas- plantearon este tema en la Comisión Investigadora y lo alertaron de esta situación, incluso antes de que lo hiciera el Rector Urrutia. Sin embargo, el Ministerio de Educación actuó tardíamente. Y hoy día el Ministro señala que tendría atribuciones solo en el evento de cierre.



Ahora bien, este es más que probable. En ello el Ministro tiene toda la razón. Aquí ha habido incumplimiento, se ha vulnerado la ley, se han pasado a llevar los estatutos. Por lo tanto, lo más probable es que se produzca el cierre. ¡Si sabemos que este viene! Lo que decimos nosotros es que actuemos preventivamente. Y lo que hace este proyecto de ley, que han firmado miembros de la Comisión de Educación, como los Senadores Navarro, Ignacio Walker, el que habla y, por supuesto, los Senadores Tuma y Lagos -seguramente va a recibir un apoyo transversal-, es darle al Ministro atribuciones ahora.



Ello, a través de dos vías: permanentes, por si el cierre es a todo evento, y provisorias, para restablecer condiciones de normalidad en algunas universidades donde podamos hacernos cargo de lo que va a pasar con estos 18 mil alumnos.



Por lo tanto, nosotros le vamos a dar al Ministro las atribuciones legales que ha dicho que no tiene.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el tiempo de la UDI, tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- La Senadora Von Baer intervendrá primero, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.



Hay un nuevo cambio.



Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero saludar a los alumnos de la Universidad del Mar, que hoy día se encuentran sufriendo esta situación, y especialmente a la sede San Fernando, que dirige Marta Molina, quien está liderando el proceso...



--(Aplausos en tribunas).


... en forma absolutamente tranquila, de una manera muy importante de mantener.



Yo les quiero decir, estimados amigos estudiantes y señores Senadores, que la Sede Centro Sur vive una situación totalmente distinta.



Aquí estamos trabajando en forma absolutamente transversal. Porque aquí, señor Ministro, usted escucha el apoyo del Senado para que disponga de todos los instrumentos que sean necesarios para que estos alumnos, que no son los responsables sino las víctimas de la situación que ha ocurrido, puedan recuperar el prestigio que ya perdió la universidad. Pero no hay derecho para que estos vivan lo que han vivido. El Estado acreditó esta universidad. Y ellos hoy día exigen de la institución que les dio la confianza una respuesta.



Y en eso, señor Ministro, creo fundamental que esta resolución salga ya, con el fin de que, en virtud de las leyes que sean precisas, se pueda intervenir la Sede Centro Sur o las demás, las tomen a su cargo otras universidades de prestigio o se establezca una administración delegada. Pero que no se siga afectando la fe pública.



Hoy día necesitamos justamente el apoyo de los estudiantes. Y quiero valorar el trabajo realizado tanto por el Rector de la Sede Centro Sur como por sus trabajadores y docentes, quienes, no teniendo muchas veces recursos, lograron terminar el semestre pasado. Y durante el actual la sede Centro Sur subsidia al resto de la Universidad. 



Sin duda que hay complejidades para la entrega de esos recursos, y ellos siguen estudiando. Más del 90 por ciento hoy día continúa sus clases en la universidad.



Y la sede de San Fernando no tiene opción, como lo dijeron muchos colegas y también la Senadora señora Lily Pérez. Prácticamente el 30 por ciento de los alumnos no la posee. Con eso, se está quitando a una familia lo más preciado de ella. Porque el padre y  la madre esperan que su hijo sea profesional o lo sean ellos mismos, ya que pueden estar estudiando en forma vespertina las carreras que ahí se imparten.



Señor Presidente, pido que, que en nombre del Senado,...

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- El Comité Partido Renovación Nacional me cedió un minuto de su tiempo, señor Presidente.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Puede concluir, señor Senador.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, debe actuarse en forma inmediata. Los alumnos de la Universidad del Mar no pueden seguir esperando. La situación psíquica de cada uno de ellos es dramática. De manera que decimos al señor Ministro que contará con el apoyo para que disponga de los instrumentos que sean necesarios a fin de que ellos tengan lo que se merecen y lo que el Estado les ofreció.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, primero que nada quiero saludar a los alumnos, académicos y comunidad educativa de la Universidad del Mar que asisten a esta sesión.



Hace algún tiempo,  nos juntamos con el Senador señor Quintana y con dirigentes estudiantiles de la sede de Viña del Mar. Frente a la angustia de sus familias, el Presidente de la Comisión de Educación convocó a una sesión para conversar con el Ministro. En esa oportunidad, frente a las preguntas del Senador señor Cantero, el Ministro de Educación dijo -lo recuerdo bien- que el 70 por ciento de los alumnos serían reubicados. Obviamente, la duda que surgió fue qué pasaría con el 30 por ciento restante al llevarse a cabo ese proceso.



Al poco tiempo, escuchamos las declaraciones del Consejo de Rectores, el cual declaró que no recibiría a los estudiantes. Todo eso provocó en sus familias una angustia incalculable. 



Se trata de 18 mil alumnos, mil 500 docentes y 3 mil administrativos, diseminados en más de diez sedes a lo largo de país. Se han realizado esfuerzos para que los alumnos estudiaran en muchos casos fuera de sus ciudades, y en otros, inmersos en un sistema diurno -como explicaron los Senadores señor Zaldívar y señora Lily Pérez-, el cual obviamente no permite que sean reubicados en lugares distintos. Entonces, se optó por el plantel que estaba cercano a su entorno de vida y de trabajo.



Por primera vez hoy escuchamos al señor Ministro de Educación -lo cual me alegra- señalar que la Cartera a su cargo asumirá la administración de las casas de estudio cuando los estudiantes no puedan ser reubicados.



Eso abre el corazón y la mente para pensar que habrá una solución para esas familias.



Por su intermedio, señor Presidente, quiero pedir al Gobierno -como lo hizo mi colega Senador por la Sexta Región- que se comprometa a una solución clara y definitiva para los estudiantes.



Actualmente algunos alumnos en la sede de Viña del Mar carecen de luz y de  Internet. Se nos dio a conocer que mañana se cortará la electricidad en la sede de Santiago.



Esa es la situación que está viviendo esta casa de estudios. Y no tiene que ver con lo que han entregado los profesores ni los estudiantes en su trayectoria académica.



Necesitamos respuestas sobre qué va a pasar con las reubicaciones que se logren, con el Crédito con Aval del Estado para los estudiantes; cuál será la situación de las sedes y de los alumnos en aquellas ciudades en que la Universidad del Mar es la única casa de estudios; qué va a ocurrir con los alumnos de cuarto, quinto y hasta sexto año de su carrera y con quienes están ad portas de egresar; cuándo pretende el Gobierno que se haga pública la resolución del Consejo, y que ello dé certeza a los alumnos, quienes, a más tardar en enero próximo, deberían tener respuesta, en febrero suscribir convenios y en marzo estar estudiando normalmente.



Igualmente, necesitamos saber qué va a pasar con los saldos de la deuda de los alumnos con la Universidad del Mar y que sean reubicados.



Todo eso debe ser abordado desde el Gobierno. Es el Estado el que acreditó a esta universidad.



Señor Presidente, no puedo dejar de hacer una última reflexión.



No parece sano -como señaló el Senador señor Zaldívar- que el Presidente de la República insinúe al país que algunas universidades pueden presentar problemas y que las familias deben tener cuidado al elegirlas. Y no lo parece porque tal insinuación puede convertirse en una verdadera bola de nieve, donde ya no tengamos a 18 mil alumnos con problemas -que el Estado debe enfrentar y resolver, por la garantía que les dio a ellos y a sus familias-, sino a 20 mil, 30 mil o más en situación de riesgo. Porque lo que hace una afirmación de ese tipo es sembrar un manto de dudas respecto de universidades, que por lo mismo no recibirán matrícula y se verán enfrentadas a una situación crítica desde el punto de vista financiero.



Estamos, pues, frente a un hecho complejo y difícil.



Cuando hace más de un año los estudiantes denunciaron esta situación, muchos no los escucharon. Hoy día chocamos con la cruda realidad: aquellos tenían toda la razón. Y quienes en el pasado los acusaron de reaccionarios, de violentos y de ideologizados hoy guardan silencio.



Señor Presidente, el Senado en particular, y el Parlamento en general, deben facilitar las herramientas necesarias para una solución. Pero el Gobierno debe decirnos cuáles son los caminos que ofrecerá para acoger a los estudiantes y a sus familias,  a fin de que no pierdan el tiempo, los esfuerzos ni el dinero que han empeñado para aportar al desarrollo de nuestro país.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, como miembro de la Comisión de Educación, quiero decir que estamos ante una situación absolutamente crítica. Miles de familias depositaron sus sueños, sus esfuerzos y su trabajo en instituciones que fueron acreditadas por el Estado, el que les puso un sello de calidad. Y resulta que tales instituciones hoy día no están respondiendo a ese sello que les fue otorgado. Por lo tanto, nos hallamos ante la necesidad de ponernos en la situación de esas familias, que hoy no saben cómo van a seguir adelante con sus sueños, que muchas veces son de superación.



La Universidad del Mar no es solo un plantel de enseñanza superior que atiende a estudiantes para que sigan una carrera, pues muchos trabajadores, en cursos vespertinos o nocturnos, tratan de salir adelante y de perfeccionarse.



En consecuencia, hablamos de situaciones muy diversas, pero en donde hay involucrado mucho esfuerzo.



Todos nosotros creemos que cuando el Estado califica la calidad de las instituciones, también debe responder por ese sello que entregó.



Sin embargo, hoy día en nuestra institucionalidad no hay mecanismos a través de los cuales podamos asegurar que una universidad que pierde el reconocimiento estatal pueda transitar en forma tranquila y asegurar a los estudiantes el término de sus estudios. Pero no contamos con instancias legales para dar esa tranquilidad. 


Por lo tanto, el cambio institucional para la educación superior resulta absolutamente urgente. Y creemos que debe producirse por tres caminos.



Primero, le hemos pedido al Ministro, con insistencia, una nueva Ley de Acreditación que brinde seguridad y tranquilidad a las familias cuyos integrantes acceden a la educación superior, en el sentido de que las universidades respondan a estándares vigentes a nivel nacional, para que no abriguen inquietud cuando sus hijos ingresan a ellas.



Segundo, contar con una Superintendencia de Educación Superior. El proyecto de ley respectivo se halla en la Comisión de Educación hace meses. Y todos estamos de acuerdo con su despacho. Me alegra escuchar al Senador señor Ignacio Walker, quien también cree que hay que avanzar con la iniciativa. Hagámoslo y lleguemos a consenso. Votemos el texto legal para que dispongamos de una institución que se preocupe de velar por el cumplimiento de la ley y, asimismo, porque se acate lo que se establece y lo que se promete a las familias. Y, al mismo tiempo, para tener un sistema que se haga cargo de la situación cuando un plantel pierde su acreditación o el reconocimiento del Estado.



Por último, en cuanto al financiamiento, la iniciativa correspondiente también se encuentra en la Comisión de Educación, y debemos votarla.



Por lo tanto, espero que podamos avanzar y que nos pongamos de acuerdo para que acá no solo pidamos soluciones, sino que el Senado sea capaz de dar respuestas. 


En la Comisión de Educación hemos pedido al señor Ministro que establezca un plan para los estudiantes de la Universidad del Mar, el que debe darse a conocer, porque actualmente no se sabe si dicho establecimiento va a seguir funcionando ni qué pasará con sus estudiantes.



Señor Presidente, respecto del problema que nos convoca, alguien tiene que hacerse cargo. Y debe ser el Estado. ¿Por qué? Porque concedió la acreditación y la autonomía a la Universidad del Mar. 


Pero además debemos hacernos responsables nosotros de una institucionalidad para el futuro de la educación superior.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos, por dos minutos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, respecto de lo que sucede con la Universidad del Mar, ni los alumnos, ni los profesores ni los apoderados son responsables de lo ocurrido.



Hay que hacerse cargo de la solución concreta. 


--(Manifestaciones en tribunas). 



Y eso hay exigirlo, entonces…

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- ¿Me permite, señor Senador?



Quiero explicar a quienes nos acompañan en las tribunas que el mecanismo para resolver la situación no es la presente sesión, sino más bien un proyecto de acuerdo. Y entiendo que hay dos que se darán a conocer a la Sala y se votarán. En ellos estarán contenidas las propuestas que surjan del debate.



Solicito a los señores Senadores que han planteado su apoyo, que los presenten antes del término de la sesión, para leerlos y conocer las resoluciones. 


Por tanto, pido paciencia al público.



Puede continuar el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Reitero que lo ocurrido no es responsabilidad de los alumnos, de los apoderados ni de los profesores.



Tenemos que concentrarnos en la solución del problema. Y el Gobierno dice que la está estudiando, pero no anticipa cuál va a ser. Yo quiero decir que ella no pasa por recursos económicos.



Pero el Presidente de la Republica da malas noticias. Por televisión dijo que la Universidad del Mar está funada y anticipa que habrá otros planteles con dificultades.



Hay que decir que acá el remedio no pasa por recursos, sino por una visión ideológica, pues el único camino viable y real para los alumnos es una intervención del Estado de esa universidad. 



--(Aplausos en tribunas).



Pero a esa alternativa se van a oponer aquellos que no creen en el rol del Estado en la educación superior y que han defendido a ultranza la libertad de enseñanza y de elegir. Y cuando queda la tendalada, entonces vemos qué hacer. 


¿Saben qué? Las primeras reacciones fueron declarar que era una cuestión entre privados. Lo mismo dijeron de la crisis bancaria en el año 1982. ¡Y hasta el día de hoy estamos pagando la deuda subordinada!



Por ende, subyace un problema de fondo.



Y me resulta irrelevante si antes se hizo más o menos o mejor. Porque algunos sí creemos en la educación superior.



¿Cuántos alumnos de la Universidad del Mar habrían preferido estudiar Medicina en la Universidad de Valparaíso? No pudieron ingresar. ¿Saben por qué? Porque esta última no tiene más vacantes, porque el Estado no le provee más recursos. 


Entonces, el estudiante que podría haber ingresado a la Universidad de Valparaíso termina en un plantel que, además, es un negocio. 


Pero estamos hablando del cierre. 



¿Cuándo se cerró una universidad tradicional? ¡Nunca! 



¿Cuándo fue la última vez que se vendió una universidad tradicional? ¡Nunca! 


¡Porque las universidades del CRUCH no son negocio! Sí lo son las otras. Y los apoderados tuvieron que aceptar el sistema del año 1981 porque no fuimos capaces de cambiar lo que las estaba llevando a la actual situación.



Desde esa óptica, el punto de inflexión de lo que va a ocurrir es ideológico, señor Presidente. Y de ahí la mala noticia de lo que vamos a tener que enfrentar ahora. Ojalá que la solución sea correcta para los estudiantes de la Universidad del Mar y para los otros cientos de jóvenes y casas de estudios superiores.



Uno lee en los diarios que dos de los tres controladores ofrecen ceder derechos. Son empresas. 


En tal sentido, cuando sostenemos que se trata de una cuestión ideológica no es politiquería. Los de las bancas de enfrente manifiestan que es un problema del Estado. Entonces, ¿por qué no darle al Estado la oportunidad de tener mejores universidades? ¿Por qué tuvimos que achicar la Universidad de Chile y dividirla a lo largo de todo el territorio? Porque esa fue la visión de los militares y de los Chicago Boys. 


¡Esa es la verdad! 



--(Aplausos en tribunas).
El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en verdad no hay tiempo para entrar a un debate más de fondo sobre la universidad o sobre problemas ideológicos. 


Lo que me preocupa realmente -y lo que debe inquietar al Senado- es cómo resolver el problema concreto de los miles de alumnos que se hallan en una situación muy compleja.



Según la información oficial, en abril de 2012, en la Universidad del Mar había 16 mil 907 alumnos. Probablemente, por lo ocurrido, muchos otros -se supone que alrededor de 5 mil- se habrían cambiado a otros planteles de enseñanza superior. Independiente de cuál sea la cifra exacta, subsiste un asunto por solucionar. Y ello tiene que ver no con una cuestión ocasionada por los alumnos o por los profesores -como aquí se ha dicho-, sino por un problema de gestión. Aquí esta fracasó. Ha habido irregularidades e ilicitudes de parte de la junta directiva, de los dueños, de quienes sean. 


Esa materia se tendrá que zanjar, como corresponde, ante la ley. 


Pero aquí hay una cuestión de carácter académico. Y la Universidad del Mar es una institución que no estaba en crisis académica. Probablemente tendría distintos niveles académicos a lo largo de sus diversas sedes o carreras; pero hay ahí -a mi juicio- la fuerza que puede ayudar a resolver la crisis que hoy la afecta.



Por eso, entiendo al señor Ministro cuando dice que la Cartera a su cargo no puede actuar mientras no se halle cerrada la universidad por acuerdo del Consejo Nacional de Educación. Eso es lo que el Senado quiere modificar. Nosotros -creo interpretar el sentimiento unánime de la Sala- queremos que se resuelva el problema ahora, sin esperar que dicha instancia determine el cierre de la Universidad. 


¿Por qué? Porque necesitamos que los alumnos sepan cuál va a ser su situación. 


En algunos casos -suponiendo que no va a continuar- hay la posibilidad de trasladarlos a otras universidades, hacer convenios buenos y que queden en condición adecuada. En otros, eso no va a ser posible. Pero la Universidad tiene su reserva académica y puede, con un plan de apoyo y la intervención del Ministerio de Educación, atender a esos alumnos hasta su total egreso y titulación. ¡Puede hacerlo! 


La Universidad del Mar, pese a toda la crisis por la que atraviesa, posee esas capacidades. Y si hay que reforzarlas, así se procederá. Pero lo sustantivo -y eso es lo que quisiéramos ver-, es un plan concreto que permita a la brevedad proponer a los estudiantes qué se va a hacer campo por campo, alumno por alumno, y sus alternativas, con ciertas garantías de calidad y de continuidad, sin que haya problemas de carácter económico. 


Me parece que eso es lo justo. Esta no es una responsabilidad del Gobierno, sino -como aquí se ha subrayado- del Estado. No obstante, la administración del problema está en manos del Ejecutivo.



Por eso queremos pedir al Gobierno que, además de hacer avanzar los proyectos de acreditación, de creación de la Superintendencia de Educación Superior y de la Subsecretaría de Educación Superior -que también se anunció, pero en ello no se ha progresado-, tengamos cuanto antes un plan concreto, para proporcionar a los alumnos una respuesta como se merecen. Porque el problema podrá obedecer a muchas causas, de fondo, de forma o de lo que se quiera, pero no se origina en los alumnos ni en los profesores.



En consecuencia, la responsabilidad del Estado -nosotros, como Senado, también la compartimos al ser una institución del Estado de Derecho democrático- tenemos que asumirla entregando respuestas concretas.



Por eso, señor Ministro -por su intermedio, señor Presidente-, me sumo a las peticiones en orden a que no espere que dictaminen el cierre de la universidad para avanzar en otorgarles a los alumnos soluciones concretas respecto de los problemas que los aquejan hoy.



He dicho.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Pido a los señores Senadores que están trabajando en el proyecto de acuerdo que ojalá lo tengamos a la brevedad, para poder distribuir el texto, de manera de no suspender la sesión y así votarlo al término de esta.

El señor LAGOS.- Hay que hacerlo circular, porque los Senadores no lo conocemos.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- El Senador señor Chahuán está trabajando en la redacción, Su Señoría.



Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, aquí se ha mencionado que al Estado le asisten responsabilidades porque acreditó a la Universidad del Mar.



No me voy a meter en la discusión que hemos sostenido con la Derecha durante años respecto a la educación superior, a si la acreditación tendría que haber sido obligatoria y a si el Estado debería haber cumplido una función más importante. Ahí tenemos una discrepancia.



Pero en cuanto a la responsabilidad del Estado acerca de esta situación, el Gobierno y el Ministro tienen responsabilidad, porque no cumplieron la ley.



¡La presentación ante el Consejo Nacional de Educación debe ser un proceso reservado, y la publicaron en la portada de “El Mercurio” al día siguiente!



--(Aplausos en tribunas).



¡Digamos las cosas como son! Porque el Ministro aquí lo reconoció a su manera, cuando dijo: “Hay que dar un ejemplo en esta situación”. Lo que ha hecho es tener cautivos a 18 mil alumnos producto de una decisión política, ideológica.



Le expusimos el camino en la Ley de Presupuestos. Quienes hemos seguido esta materia con detención sabemos que no necesitamos palabras, sino hechos. Le hago presente al señor Ministro que en la normativa mencionada se encuentra el camino para que desde ya se firmen convenios con las instituciones que quieran hacerse cargo de los alumnos, sin perjudicarlos. Y no es necesario que concluya el proceso ante el Consejo Nacional de Educación. Lo redactamos de forma tal que se pueda implementar ahora.



Lo que hoy necesitamos es la decisión política.



Porque en la glosa pertinente se señala: “Estos recursos podrán financiar planes de nivelación de instituciones que incorporen alumnos provenientes de instituciones respecto de las cuales el Ministerio de Educación haya solicitado al Consejo Nacional de Educación la revocación del reconocimiento oficial”.



Es decir, ya están las condiciones para que el Gobierno y el Ministerio de Educación puedan promover convenios con el CRUCH y otras instituciones.



Lo que pasa es que algunos quieren que la solución no sea del Estado, sino del mercado. Ese es el problema de fondo. Algunos desean que se haga cargo cualquiera, que las familias paguen el costo.



El Senado de la República, transversalmente, está diciendo algo. No queremos que sea el mercado el que resuelva este problema; no deseamos que las familias paguen los costos; no queremos que los alumnos salgan perjudicados. A mi juicio, el Ministerio de Educación, al proceder de la forma en que lo hizo, ayudó a funar a estos estudiantes, porque denostó a la universidad antes de que el tema estuviera resuelto. Este no es un problema académico. Esta universidad ha producido buenos profesionales, en varias áreas, quienes están trabajando, desempeñándose bien. Pero les cortaron las alas a una cantidad de estudiantes que se encontraban en su proceso de término de carrera, sin decir nada.



Yo pido que seamos sinceros.



Nos encontramos ante un problema que se generó no solo por los administradores de la universidad. Yo no los voy a amparar. Algunos han hecho cosas muy condenables. Pero los argumentos para llevar adelante esta intervención son que la junta directiva se constituyó de una forma equis o i griega, de que se ejercieron facultades equis o i griega. Y no van al fondo, que es la realidad de 18 mil alumnos.



Yo pido que lleguemos a un proyecto de acuerdo para deslindar responsabilidades. Porque aquí hay una responsabilidad política, a mi juicio, del Ministro de Educación. Le hemos entregado los instrumentos legales en la Ley de Presupuestos, y aquí nos ha dicho que no los quiere asumir. Y creo que frente a eso es importante deslindar responsabilidades.



Las universidades quieren entregar soluciones. Ahora deseamos saber si el Gobierno quiere resolver el problema.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Voy a ofrecer la palabra a don Aldo Valle, Presidente del Consorcio de Universidades del Estado de Chile.

El señor PROKURICA.- El Ministro tiene prioridad.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Efectivamente.

El señor BEYER (Ministro de Educación).- La cedo.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Pero cede la palabra.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, tiene que pedir autorización de la Sala para que intervenga.

El señor PROKURICA.- Solicite la unanimidad.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- El Senador señor Hernán Larraín, siempre buen conocedor del Reglamento, me recuerda que hay que recabar el asentimiento unánime de la Sala para otorgarle el uso de la palabra a don Aldo Valle.



Solicito autorización en tal sentido.



--Se accede.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Aldo Valle.

El señor VALLE (Presidente del Consorcio de Universidades del Estado de Chile).- Muchas gracias, señor Presidente y señores Senadores.



No me imaginé estar en esta Sala a propósito de un drama y de un dolor como este. He venido en otras ocasiones al Senado por razones distintas. Y creo que lo más leal es señalar también que no dejo de hacerlo con algunos sentimientos encontrados o en conflicto.



Lo digo porque, desde luego, una universidad estatal no puede ser indiferente a una situación como esta. No puede ser distante. No podemos ser meros observadores de lo que acontece.



Sin embargo, también debo señalar, como Presidente del Consorcio de Universidades del Estado de Chile, que, si bien tenemos voluntad, disposición, nos encontramos con limitaciones. Y estas últimas vienen de un sistema de admisión que institucionalmente sujeta a procedimientos públicos el ingreso a nuestras carreras. Hago presente esto porque año tras año las universidades del Consejo de Rectores y las universidades estatales dejamos a miles de estudiantes sin matrícula, sin vacantes, sin posibilidad de ingresar a nuestras instituciones. Y perdonen que sea autorreferente. En el caso de la Universidad de Valparaíso, en particular, 10 mil 500 estudiantes postulan, después de haber cumplido con todos los requisitos, a 3 mil vacantes que ofrece nuestra casa de estudios.



Pero esa limitación, ciertamente, obedece a razones que no es del caso analizar ahora.



Existen esas razones y esas limitaciones, no obstante que nos duele la situación de estos jóvenes, pues pienso que no se puede defraudar a alguien en materia de educación cuando está entre los 18 y los 23 años, porque solo una vez en la vida se tiene esa juventud, ese vigor y esa oportunidad.



Y como se trata de un problema ciertamente público, las universidades hemos acordado contribuir incorporando jóvenes conforme a nuestros procedimientos. Pero sabemos que al final será una solución parcial, no integral ni totalizadora. Y ello, no porque no queramos ni porque no tengamos disposición, sino porque, simplemente, no podemos hacer más.



Debo mencionar que a la Universidad de Tarapacá se han incorporado 262 alumnos. En la Universidad de Magallanes han ingresado ya 20 estudiantes. Y en otros planteles hemos acordado dejar abiertas las posibilidades para que, dependiendo de las situaciones individuales y conforme a los procedimientos preestablecidos, se puedan incorporar más estudiantes. Pero hay casos en que, efectivamente, nuestra voluntad no será suficiente, por las limitaciones que existen.



Por lo mismo, me parece muy importante hablar aquí de algo que considero un poco fuerte, pero que los Honorables Senadores me permitirán decir: se necesita una tregua en la disputa que a veces observamos desde fuera; una tregua en la disputa política e ideológica respecto de la educación. El país tiene que levantar la mirada en este ámbito.



Este no es un problema del actual Gobierno ni de un Gobierno anterior, ni tampoco de imputarse responsabilidades pequeñas o de corto alcance. Se trata de mirar al país en su conjunto. Y lo digo recordando la frase de Raymond Aron, intelectual público liberal francés: todos somos y no podemos sino ser observadores comprometidos. No basta la racionalidad jurídico-formal, como tampoco, muchas veces, la racionalidad económica, de medios y de fines; se requiere una solución mayor. Y es obvio que aquí está, creo yo, la fuente, la posibilidad, la esperanza de esa solución.



Perdónenme que hable en estos términos, en virtud de la ley. Porque no estamos ante una situación puntual, y hay incertidumbre. ¿Qué ocurrirá si finalmente el Consejo Nacional de Educación, en el ejercicio de sus facultades, rechaza el cierre? ¿Cuál va a ser la respuesta que se dará? ¿Permitirá el sistema de educación superior que se produzcan otros casos como este? 



Me parece que hay que responder esta pregunta: ¿Qué va a ocurrir? Porque, jurídicamente, que el Consejo rechace el cierre está dentro de las posibilidades. En ese caso, ¿permanecerán los jóvenes y sus familias en la institución?



Por eso pienso que una solución concreta puede darse en virtud de la ley. Y, a propósito de eso, quiero expresar que las universidades del Estado formamos parte de la institucionalidad pública, aunque a veces no se entienda o no se haya entendido así. En tal sentido, no podemos sino ser parte igualmente de la solución que la propia ley pueda establecer. Entendemos que un mandato del Estado, un mandato de la ley, es vinculante para nosotros, no solo desde la perspectiva jurídica, sino también desde los puntos de vista cívico y moral.



En consecuencia, considero que debe haber una solución integral, porque puede haber situaciones sobrevinientes donde aparezcan otras instituciones afectadas. Ojalá no ocurra. Pero creo que la lección ya es suficiente como para que haya una respuesta más integral de parte del Estado de Chile y, ciertamente, de los órganos que son fuente de la voluntad de la República.



Perdónenme que hable en estos términos, pero a mí estos hechos me conmueven como rector de una universidad pública en la que día a día hacemos un esfuerzo para que, con la mayor seriedad y responsabilidad, nuestros jóvenes tengan las mejores oportunidades. No crean ustedes que eso no acarrea un costo y que no es un afán que debamos honrar a diario. Y por lo mismo nos irrita y nos impacienta moralmente ver hoy a tantos jóvenes deambulando en búsqueda de una solución.



Disculpe, señor Presidente, que me haya excedido en el tiempo.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- No hay problema, señor Rector.



Estamos a segundos de que se cumpla la hora fijada para el término de esta sesión.



Por lo tanto, solicito prorrogarla por 15 minutos, para lo cual se requiere la unanimidad de la Sala.



¿Habría acuerdo?



Acordado. 



Ha pedido intervenir el señor Ministro.  El señor Secretario me indica que aún le queda tiempo.



Tiene la palabra.

El señor BEYER (Ministro de Educación).- Señor Presidente, deseo recalcar cuál es el punto central en esta materia.



No hay duda de que nosotros vamos a usar todos los instrumentos y todas las atribuciones disponibles para resolver la situación de la Universidad del Mar y particularmente la de sus estudiantes. Lo hemos dicho muchas veces. Y para ello vamos a conversar con quien tengamos que conversar. Pero aquí, en opinión del Ministerio, ha habido un quebrantamiento de la ley. 



Sin embargo, hay que entender lo siguiente.



Hoy las instituciones son autónomas. Eso lo establece la ley. Y mientras no se cancele su personalidad jurídica, cada institución sigue siendo autónoma, por lo que nosotros no podemos administrarla. Estamos disponibles para hacerlo, pero primero se tiene que producir la solución que prevé la legislación chilena vigente en este momento. Otras soluciones no van a cambiar la situación, pues, si bien el Consejo Nacional de Educación ya está revisando el procedimiento, se va a mantener dentro de ese canal.



Ahora, resuelto lo anterior, nosotros vamos a usar todas las atribuciones contenidas en la Ley de Presupuestos y en otras normativas para cautelar el bienestar de los estudiantes. Pero, ¡por favor!, entendamos cuál es la realidad legal en la que nos estamos desenvolviendo ahora.



Como he dicho, estamos dispuestos a considerar todas las opciones; no descartamos ninguna. Tenemos planes para cada una de ellas. Estamos trabajando con un equipo en esa línea, pero, de nuevo, reitero que esto también depende de la voluntad de otras instituciones. Me alegran las palabras del Rector Valle, porque al Rector Zolezzi le he escuchado decir cosas totalmente distintas, lo cual, indudablemente, nos obliga a estar alertas y preocupados de estar barajando distintas alternativas. 



Ya he dicho y vuelvo a repetir que nosotros no descartamos que en algunos casos no haya que reubicar a los estudiantes y estos se mantengan en la institución, en la sede que corresponda, hasta que salga el último egresado de esa casa de estudios. Eso es algo que hemos considerado. Y como Ministerio, en representación del Estado, vamos a estar administrando la institución, para velar porque se cierre adecuadamente.



Tal es nuestro compromiso. Lo hemos dicho en todos los tonos y vamos a seguir reiterándolo todas las veces que sea necesario.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Pido paciencia a las tribunas, para que podamos concluir la sesión en buena forma.



A los estudiantes les digo que en estos momentos se está trabajando en una propuesta concreta.



Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en primer lugar, deseo señalar que la Universidad de La Frontera, en Temuco, surgió de la fusión de las sedes de la Universidad de Chile y de la ex Universidad Técnica del Estado. Hoy, después de 30 años, es una gran institución, que prestigia y da identidad a nuestra Región de La Araucanía. 



Lo digo porque no comparto las expresiones que se usaron para explicar por qué las ex sedes de la Universidad de Chile hoy están transformadas en universidades regionales.



Desde mi punto de vista, qué bueno que así sea, pues en la actualidad se han convertido en actoras relevantes del quehacer regional. Yo al menos me siento orgulloso de lo que es la Universidad de La Frontera, que -repito- nació de la fusión de sedes de la Universidad de Chile y de la ex Universidad Técnica del Estado.



A continuación entro en la materia que nos preocupa, que son los estudiantes de la Universidad del Mar y sus familias. 



Aquí, obviamente, está en juego la fe pública, como lo han indicado muchas señoras y señores Senadores, y qué bueno que haya yo diría casi unanimidad respecto de tal responsabilidad. Porque, en este caso, el Estado entregó una acreditación; dio un certificado y dijo que la del Mar era una universidad que cumplía con los requisitos y los estándares mínimos para ofrecer alternativas de educación superior a los estudiantes, que no solo son personas jóvenes, como se expresó, o que solo se encuentran en la edad propia de seguir estudios universitarios; también hay trabajadoras, dueñas de casa, personas que han querido buscar una oportunidad de perfeccionamiento, incluso haciéndola compatible con su vida laboral. 



Y creo que, en función de esa responsabilidad, el Estado y el Ministerio de Educación -al cual se le entregaron herramientas a través de la Ley de Presupuestos para el año 2013- deben efectuar todo el acompañamiento que sea necesario, ya sea para reubicar, ya sea para permitir que los estudiantes de la Universidad del Mar terminen con su proceso de titulación. No podemos defraudar a esos jóvenes y a sus familias. Ellos confiaron en lo que el Estado hizo respecto de la acreditación. 



Por lo tanto, mi posición personal es que tenemos que apoyar a todos los estudiantes y, asimismo, a sus familias, de tal manera que resuelvan su problema y puedan obtener el título correspondiente.



Gracias.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra al Senador señor Uriarte.

El señor URIARTE.- ¿Cuántos minutos le quedan a mi Comité, señor Presidente? 

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Cuatro, señor Senador.

El señor URIARTE.- Señor Presidente, ante todo, quiero manifestar que soy partidario de las universidades privadas; que creo firmemente en el rol que cumplen y en el tremendo desempeño que han tenido en el crecimiento y en el desarrollo social de nuestro país, como también, en la movilidad social que han permitido.



En lo personal, estudié y me formé en una de ellas, hasta que egresé. Y, por lo mismo, soy un agradecido de que, como yo, muchas otras personas hayan tenido una oportunidad en el mundo universitario.



Sin embargo, creo que el escándalo provocado es de tal magnitud que merece el repudio absoluto, completo, de toda la sociedad, de todas las instituciones y, por cierto, de este Hemiciclo.



Yo también creo en el rol subsidiario del Estado, señor Presidente. Y este es el típico caso en que el Estado tiene la obligación de intervenir. Es -como bien decía el señor Rector- uno de los casos en que tenemos que hacer un “alto al fuego” y tratar de buscar una solución concreta de inmediato. 



Más de 16 mil jóvenes y sus familias, a través del territorio -en la ciudad de La Serena llegan a 1.526-, se están viendo injustamente afectados por esta situación. 



A todos ellos, y no solo a los de La Serena, sino de Chile entero, entre los que están los estudiantes de Medicina con quienes nos reunimos ayer, hay que entregarles una solución ahora. Y, para eso, reclamo la intervención del Estado subsidiario, del Estado de Chile, para hacerse cargo del problema.



Por las razones anotadas yo apoyo, al igual que los Senadores que han intervenido, el plan a que se ha hecho referencia, el que espero se encuentre plasmado en un proyecto de acuerdo y que, en verdad, sirva para resolver el problema. 



Y que al Ministro -se lo digo por su intermedio, señor Presidente- también le sirva saber que cuenta con todo nuestro respaldo para  tal efecto.



Esto requiere de voluntad política.  Y esa voluntad política está acá, en el Senado. Por eso nos hemos congregado en esta sesión especial y espero que en pocos minutos más aprobemos un proyecto de acuerdo que permita crear las condiciones para solucionar de una vez por todas el problema, que ojalá nunca más se repita en el país.



Muchas gracias.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, seré muy breve.



Sin perjuicio del proyecto de acuerdo que, según creo, firmaremos la totalidad de los Senadores, quiero plantearle al señor Ministro algo que es esencial. 



No podemos esperar el trámite administrativo del Consejo Nacional de Educación, que puede demorar hasta marzo o junio del próximo año.



La solución se requiere ahora. Y si para obviar dicho trámite se requiere un proyecto de ley, aquí tiene al Senado para darle todos los instrumentos necesarios a fin de resolver la situación de la Universidad del Mar y de otras universidades que tengan el mismo problema.



Gracias.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Pido al público asistente guardar silencio.



Comprendemos su inquietud. 



Se halla inscrito a continuación el Senador señor Quintana, pero el tiempo del PPD está agotado.

El señor LARRAÍN.- Votemos los proyectos de acuerdo, señor Presidente.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Todavía no tenemos el texto de ellos, Su Señoría. 


Se suspende la sesión por dos minutos.

)----------(


--Se suspendió a las 14:9.


--Se reanudó a las 14:12.

)----------(

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Continúa la sesión.

El señor LARRAÍN.- Que se lean los proyectos de acuerdo, señor Presidente.


Se está agotando el tiempo.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Estamos afinándolos, señor Senador.


Se suspende la sesión por otros dos minutos.

)----------(


--Se suspendió a las 14:12.


--Se reanudó a las 14:13.

)----------(
El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Continúa la sesión.

PLAN DE ACCION PARA SOLUCIÓN DE CRISIS QUE AFECTA A UNIVERSIDAD DEL MAR. PROYECTOS DE ACUERDO

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Se han presentado dos proyectos de acuerdo sobre la materia.



El primero, suscrito por los Senadores señor Chahuán, señoras Allende, Pérez San Martín y Rincón y señores Coloma, Espina, García, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Navarro, Prokurica, Rossi, Tuma, Uriarte y Zaldívar, tiene por objeto solicitar al Presidente de la República que disponga la ejecución de un programa de acción para resolver la situación que afecta a los distintos estamentos de la Universidad del Mar y, en especial, la reubicación inmediata de los alumnos de las carreras de Medicina, Enfermería, Kinesiología y Pedagogía (boletín N° S 1.543-12).



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Su texto es el siguiente.



“Considerando:



“1°.- Que la Universidad del Mar ha entrado en una crisis que afecta su funcionamiento integral, lo que ha motivado su proceso de cierre por parte del Ministerio de Educación, en conformidad a las normas pertinentes de la ley N° 20.370, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra contenido en el Decreto con Fuerza de Ley N° 2, del Ministerio de Educación, publicado el 2 de julio de 2010.



“2°.- Que esta situación afecta a los distintos estamentos de dicha casa de estudios, compuestos por los académicos, trabajadores y alumnos, en sus diversas sedes.



“3°.- Que se hace necesario resolver esta situación, a la mayor brevedad, mediante acciones legislativas y reglamentarias, según sea procedente, con el fin de ejecutar un programa que contemple tanto los problemas que afectan a las sedes donde no existe otra alternativa para garantizar la continuidad de los alumnos, como asimismo el pago de los sueldos y cotizaciones previsionales de los académicos y funcionarios, que aún se adeudan.



“4°.- Que de igual modo, debe garantizarse la continuidad de los estudios de los alumnos, reconociendo la validez de los estudios cursados.



“5°.- Que esta universidad tiene una matrícula de alrededor de dieciocho mil y cerca de cuatro mil funcionarios y docentes, lo que obliga al Estado a asumir esta situación como un tema de país.



“6°.- Que también debe actuarse con rigor en la obtención de responsabilidades, para lo cual el Estado debe hacerse parte en el proceso judicial pertinente.



“En virtud de lo expuesto,



“EL SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA:



“Solicitar a S.E. el Presidente de la República que presente un plan integral que posibilite la continuidad de la comunidad universitaria, en todos sus estamentos, estableciendo diversas garantías que van desde el envío de un proyecto de ley urgente, para intervenir administrativamente la Universidad del Mar y en los casos que no fuere posible, resolver la continuidad de los estudios a través de la reubicación de los alumnos, analizando en este caso, la situación puntual de cada uno de los planteles y sedes, como también la reubicación inmediata de los alumnos de Medicina, Enfermería, Kinesiología y Pedagogía.



“Asimismo, dicho plan debe contemplar una solución a la deuda histórica que mantienen los estudiantes con el mismo establecimiento, producto de los créditos tanto internos como externos.



“También se solicita respetar el avance curricular de los alumnos en las distintas carreras y sedes, en los casos que deban ser reubicados.



“Respecto a los funcionarios y académicos, velar por el pago oportuno de sus remuneraciones y cotizaciones previsionales adeudadas como también respecto de su futuro laboral, dando cumplimiento a las normas pertinentes.



“Que el Estado asuma su responsabilidad en el proceso de acreditación, a través del envío de las modificaciones legales pertinentes que permitan materializar lo expresado anteriormente.



“El Ministerio de Educación, por su parte debe ampliar las matrículas de las universidades pertenecientes al Consejo de Rectores.”.
El señor NAVARRO (Vicepresidente).- El segundo proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señoras Allende y Rincón y señores Chahuán, García, Lagos, Larraín (don Hernán), Letelier, Prokurica, Rossi, Tuma y Zaldívar (don Andrés), tiene por objeto solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que, en el caso de la Universidad del Mar o de los establecimientos de educación superior a los que se les impusieren medidas de cierre, se aseguren el egreso y la conclusión de sus estudios a todos los alumnos actualmente matriculados en alguna carrera de la institución afectada; la vigencia de estándares de buena calidad académica; la aplicación permanente de medidas de transparencia por el Consejo Nacional de Educación y la intervención del Estado para garantizar la permanencia definitiva de dichos establecimientos (boletín Nº S 1.542-12).



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El texto del otro proyecto de acuerdo es el siguiente:


“Ante la situación de la Universidad del Mar y en general, de todas las casas de estudios superiores del país a la cual se le apliquen medidas de cierre de su labor docente, solicitamos lo siguiente:



“1.- Permitir y asegurar el egreso de todos y cada uno de los alumnos que hoy se encuentran cursando alguna carrera en esta casa de estudios superiores, permitiéndoles terminarla en la misma, manteniendo su matrícula. Esto significa que la situación de los estudiantes en términos de créditos cursados, planes de estudios, becas y créditos con aval del Estado otorgados se mantenga mientras dure esta transición.



“2.- Asegurar estándares mínimos de calidad académica en el proceso de egreso de los alumnos que hoy se encuentran cursando alguna carrera en dicha casa de estudios, a través de la creación de instrumentos de seguimiento, control y fiscalización permanente que permita garantizar la calidad de la educación impartida.



“3.- Considerar mecanismos de transparencia permanentes en la página web del Consejo Nacional de Educación y del Ministerio de Educación que den cuenta de los procesos de acreditación de todas las universidades e institutos profesionales, y en aquellos casos que correspondan, el avance de las medidas contra la dirección de estos establecimientos, del procedimiento iniciado para la medida de cierre y del desarrollo de las medidas transitorias de cierre.



“4.- Considerar la intervención del Estado para la permanencia definitiva de los establecimientos educacionales, dados factores de oferta de profesionales en la zona, número de egresados de estudiantes de enseñanza media y situación de vulnerabilidad de los matriculados.”.
El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Debo aclarar que un proyecto de acuerdo es una petición, una rogativa al Gobierno, presentada por los Senadores o por la unanimidad de la Sala para que se materialice su solicitud.



¿Habría acuerdo en darlos por aprobados?
La señora ALLENDE.- Votemos, señor Presidente.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- La Senadora señora Allende ha pedido votación.



La Sala se pronunciará por cada uno de ellos en forma separada.

El señor LARRAÍN.- No. Votemos los dos juntos.

El señor PIZARRO.- Sí, señor Presidente.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- En votación ambos proyectos de acuerdo.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban los dos proyectos de acuerdo (19 votos).



Votaron las señoras Allende, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Chahuán, Coloma, Espina, García, Lagos, Larraín (don Hernán), Letelier, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



--(Aplausos en la Sala y en tribunas),

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 14:18.






Patricio Fernández Ruiz-Tagle,






    Jefe de la Redacción subrogante
A N E X O S

D O C U M E N T O S

1

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA LAS TRANSACCIONES COMERCIALES DE PRODUCTOS AGROPECUARIOS 
(7484-01)
HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

Cabe hacer presente que la Sala de la Corporación, en sesión de 28 de noviembre de 2012, acordó abrir un nuevo plazo de indicaciones, período en el cual se formuló una sola indicación, que fue intercalada con el número 10 bis, con el objeto de no variar la numeración correlativa del respectivo boletín de indicaciones.



A una o más sesiones en que se trató el proyecto de ley asistieron, especialmente invitados, además de sus miembros, los siguientes:

- Del Ministerio de Agricultura: el Ministro, señor Luis Mayor y el Asesor Legislativo, señor Andrés Meneses.

- Del Servicio Agrícola y Ganadero, el Subdirector, señor Horacio Bórquez.

- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Asesor señor Benjamín Rug.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL



Cabe dejar constancia que los artículos 18 y 19, referidos a la competencia del Juez de Policía Local y al procedimiento sancionatorio, respectivamente, de aprobarse, deben serlo con quórum de ley orgánica constitucional, al tenor del artículo 77 de la Constitución Política de la República en relación con el artículo 66, inciso segundo de la Carta Fundamental, pues se refieren a las atribuciones de los tribunales de justicia.

Del mismo modo, la Excelentísima Corte Suprema, al ser consultada por la Honorable Cámara de Diputados respecto del texto de esta iniciativa legal,  informó favorablemente el proyecto de ley y, en particular, determinó que las normas que tienen carácter orgánico y que deben ser informadas por ese Tribunal, dicen relación con los artículos 18 y 19.


No obstante lo anterior, es necesario señalar que durante el primer trámite constitucional, sólo el artículo 18 del proyecto de ley fue aprobado como norma de quórum orgánico constitucional. 

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:

1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones: artículos  5°, 6°, 7°, 11, 15 y 18.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 10 bis, 16, 17 y 18. 

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 10, 11, 12, 13, 14, 15, 19 y 20. 


4.- Indicaciones rechazadas: número 3.

5.- Indicaciones retiradas: 1, 2, 4, 5, 6, 7, 8 y 9.

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.

- - -
DISCUSIÓN PARTICULAR

A continuación, se describen las normas y las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Senado y los acuerdos adoptados a su respecto.
ARTÍCULO 1°

El artículo 1° del proyecto de ley aprobado en general por el Senado dispone que esta ley tiene por objeto establecer mecanismos e instrumentos que asistan a la libre determinación de precios en las transacciones de productos agropecuarios.

La indicación número 1, del S.E. el Presidente de la República, propone sustituir la frase “productos agropecuarios” por “los cereales”.
El Abogado del Ministerio de Agricultura explicó que el conjunto de indicaciones  presentadas por el Ejecutivo recogen las observaciones que realizaron los invitados durante la discusión en general del proyecto,  orientadas a reducir los márgenes de discrecionalidad por parte de la autoridad y a disminuir las posibles trabas burocráticas que pudieren afectar las transacciones comerciales de los productos agropecuarios por este procedimiento. 

Resaltó que el proyecto se focaliza en los cereales, que son los productos agrícolas que históricamente han presentado mayores problemas con el análisis de sus muestras, y señaló que el término “cereales” comprende: maíz, arroz, avena y trigo. Adicionalmente, comentó que establecen algunas precisiones en cuanto a los plazos para dictar los reglamentos a que se refiere el artículo 4° de esta iniciativa legal, que regulará las metodologías para la toma de muestras, las mediciones y sus análisis.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, sugirió analizar todas las indicaciones formuladas al proyecto con el objeto de tener un contexto general de las mismas  y así evitar que se pudiesen presentar algunas incoherencias, especialmente con  la indicación formulada por el Honorable Senador señor Tuma, que tiene por finalidad transformar el procedimiento obligatorio que regula esta ley, en uno voluntario.

El Honorable Senador señor Coloma, hizo presente que  la indicación limita el ámbito de aplicación del  procedimiento que establece esta ley al trigo, a la cebada, a la avena y al arroz. En seguida, refirió que la definición de la palabra “cereal” según el  Diccionario de la Real Academia no incluye al arroz, ya que lo define como “las plantas gramíneas que dan frutos farináceos o de estos mismos frutos, como el trigo, el centeno y la cebada”, por lo que consultó a los representantes del Ministerio de Agricultura si en estricto rigor, el arroz es un cereal.

Su Señoría insistió en que de la lectura de la definición de arroz que da el Diccionario de la Real Academia, no existen indicios de que se trate de una planta gramínea que dé frutos farináceos. En sintonía con lo anterior, resaltó la necesidad de ratificar que el concepto de cereal incluye al arroz, puesto que uno de los objetivos de esta iniciativa legal es que quede incluido dentro de los productos que deben someterse a este procedimiento obligatorio.

 - En votación la indicación número 1, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín, don Hernán, y Tuma. 

En sesión posterior, el Honorable Senador señor Coloma reafirmó su parecer respecto a la indicación aprobada en cuanto  restringe  el ámbito de aplicación de esta ley a los cereales y argumentó que no es una buena opción dejar abierta la decisión al Ejecutivo para determinar los productos que se someterán al procedimiento obligatorio que se contempla. Precisó que se deben pronunciar si esta iniciativa legal se aprobará en términos generales para todos los productos agropecuarios o, bien,  sólo para los cereales. 

El señor Ministro de Agricultura hizo presente que este proyecto es una aspiración del sector agrícola y que la mayoría de los agricultores tenían la expectativa que entraría en vigencia en esta temporada, y comentó que  se han entrampado en definir si esta iniciativa se hace extensiva a todos los productos agropecuarios o sólo a los cereales. 

Reconoció que en los cereales se han detectado los mayores problemas, especialmente en el trigo y en la avena. En cambio,  apuntó, en la leche, la remolacha y la carne ya cuentan con disposiciones que las regulan. En el caso puntual de la leche, resaltó que existe una resolución del Tribunal de la Libre Competencia del año 2004, que estableció la forma en que se debe actuar en los conflictos entre el comprador y el vendedor. Subrayó que si se opta por aplicar la ley a todos los productos se tendrá que elaborar los reglamentos que correspondan por tipo de productos, que en la práctica ya se aplican en la leche y en los lácteos, así como en la remolacha en que se actúa por acuerdo entre las partes.

De esta manera, remarcó que en la práctica sólo en el área de los cereales se tendría que dictar un reglamento. Aclaró que las indicaciones presentadas se formularon en el entendido que se aplicase este procedimiento a los cereales, pero, en el caso de que se opte por  hacerlo extensivo a todos los productos agropecuarios están llanos a retirar las indicaciones correspondientes.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, hizo presente que le interesa conocer la opinión del Honorable Senador señor García respecto a la inclusión de los productos lácteos en esta ley. Por su parte, dijo,  los remolacheros están tranquilos y los del rubro de la carne ya tienen una ley específica que los regula.

El Honorable Senador señor Coloma reiteró su aprensión respecto a que la ley regule a todos los productos agropecuarios ya que algunos sectores podrían ejercer grandes presiones al Ministerio de Agricultura y transformar a esa Cartera en una especie de árbitro permanente. Por ello, precisó que prefiere una ley especial para los cereales.

El Asesor del Ministerio de Agricultura explicó que el sistema de muestras y de contramuestras de la leche se encuentra regulado desde el año 2004 por una resolución de carácter general, que emana del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, conforme a la facultad que le entrega el artículo 18, número 3 del decreto ley N° 211, de 1973, el cual señala que dicho Tribunal tendrá, entre otras, la atribución de dictar instrucciones de carácter general de conformidad a la ley, las cuales deberán considerarse por los particulares en los actos o contratos que ejecuten o celebren, y que tuvieren relación con la libre competencia o pudieren atentar contra ella.

Refirió que en el año 2004 el citado Tribunal emitió un pronunciamiento, mediante la Sentencia N° 7, de 2004, en que dispuso que las empresas procesadoras de leche deberán, dentro de un plazo de seis meses, diseñar un sistema de toma de muestras que dé garantías a todas las partes involucradas, el que deberá ser aprobado por la Fiscalía Nacional Económica. Transcurrido ese plazo si la industria no hubiese presentando una propuesta a la Fiscalía, se requerirá al Ministerio de Agricultura para que lo diseñe. Informó que en este caso, el plazo de seis meses venció sin que los productores y las procesadoras de leche acordaran un procedimiento que regulara su sistema de muestras, por lo cual se encomendó a la Oficina de Estudio y Políticas Agrarias (ODEPA), la elaboración de un sistema de muestras y de contramuestras de leche fresca. Complementó que en este trabajo ODEPA recogió el parecer de todos los actores, tanto de los productores como de los compradores, y propuso un sistema que fue aprobado por la Fiscalía Nacional Económica, que rige a este sector. De esta manera, sostuvo que el rubro lechero ya tiene resuelto este problema.

El Honorable Senador señor García hizo presente que no pondrá objeción a la decisión del Ministerio de Agricultura de restringir la aplicación de este proyecto a los cereales. Al efecto, comentó que lo consultó con los agricultores del Consorcio Agrícola del Sur (CAS) y con la Sociedad de Fomento Agrícola de Temuco (SOFO), quienes reconocieron que el problema está centrado en los cereales.

Sin perjuicio de lo anterior, consideró que esta ley debería tener un carácter amplio y no estar referida sólo a los cereales. En su opinión, se debe aprobar una norma que pueda ser aplicable a todos los casos en que sea necesario. Por lo anterior, manifestó su preferencia por abarcar a todos los productos agropecuarios y que, mediante  reglamento, se defina los casos en que se aplicará este mecanismo. Además, previno que el reglamento debe condicionarse a ciertas situaciones de mercado y a que exista la suficiente transparencia.

Luego, hizo presente que el Consorcio Agrícola del Sur cuando expuso ante esta Comisión sugirió reemplazar las expresiones “productos agropecuarios” por “productos agrícolas y pecuarios”. Al respecto, pidió al Ejecutivo que precise el alcance de estas expresiones.

El señor Ministro de Agricultura aclaró que el término “pecuarios” se refiere a las carnes, sector que ya contaría con su regulación.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, valoró la indicación que permite que los laboratorios de los molinos se certifiquen ante el Servicio Agrícola y Ganadero para realizar la toma de muestras, y que la contramuestra sólo opere por excepción, frente a reclamos, lo que se suma a la propuesta de que los costos se solventen por quien pierda. Acotó que la propuesta simplifica la aplicación de esta iniciativa legal.

En cuanto a la inquietud planteada por los Honorables Senadores integrantes de esta Comisión, en relación al ámbito de aplicación de esta ley, manifestó que  apoya una fórmula abierta de una ley marco con carácter permanente, más que un sinnúmeros de leyes casuísticas y particulares para cada uno de los productos agropecuarios.

El Honorable Senador señor Coloma luego de escuchar los planteamientos de los Honorables Senadores señores García y Larraín, don Hernán, se allanó a la opción genérica.

- En atención a lo expuesto, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García y Larraín Fernández, acordó reabrir debate respecto de la indicación número 1, la cual fue retirada por el Ejecutivo, quedando en consecuencia, el artículo 1° aprobado en los mismos términos que la Cámara de Diputados, con enmiendas formales de redacción:

“Artículo 1°.- La presente ley tiene por objeto establecer mecanismos e instrumentos que asistan a la libre determinación de precios en las transacciones de productos agropecuarios”.

En seguida, el Honorable Senador señor Coloma  hizo presente que en este contexto el Ejecutivo tendría que  retirar las indicaciones presentadas que restringen la aplicación de este proyecto de ley  a los cereales, vale decir, las indicaciones números 2, 4, 5, 6, 7, 8 y 9.

A continuación, el Ejecutivo, en su calidad de autor, retiró las indicaciones números  2, 4, 5, 6, 7, 8 y 9.

ARTÍCULO 2°

Inciso primero


El inciso primero del artículo 2° del proyecto aprobado en general por el Senado prescribe el carácter obligatorio del procedimiento de análisis de muestras y contramuestras de los productos agropecuarios que se transan en el mercado nacional y que no se encuentren regulados por una ley especial.


La indicación número 2 de S.E. el Presidente de la República, busca reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 2°.- Esta ley regula con carácter obligatorio el procedimiento de análisis de muestras y contramuestras, y medición, según corresponda, de los cereales que se transan en el mercado nacional, que no se encuentren regulados por una ley especial y para los que se establecieren los reglamentos a los que se refiere el artículo 4°.”.
El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, reparó que la redacción de la indicación número 2 es poco clara.

El Abogado del Ministerio de Agricultura explicó que la finalidad de esta indicación es dejar en claro que las normas de esta ley sólo se aplicarán respecto de aquellos productos para los cuales exista un reglamento a los que se refiere el artículo 4° de este proyecto. De tal forma, las normas establecidas en esta ley no se aplicarán a los productos que no cuenten con un reglamento específico por producto o por tipo de producto que así lo disponga.

El Honorable Senador señor Coloma consultó, en primer lugar, por los productos agropecuarios que están regulados en leyes especiales y, en segundo lugar, por qué se exige en esta ley que un reglamento regule los cereales que se someterán a este procedimiento. 

El Abogado del Ministerio de Agricultura respondió que en el caso de los productos cárnicos existen leyes especiales que regulan la materia y comentó que esta norma realiza una remisión a un reglamento, porque el artículo 4° de este proyecto de ley establece que mediante un reglamento se regulará la metodología para la medición de la cantidad, masa o volumen de los productos, así como también la toma de muestras y de contramuestras, su manipulación, conservación, transporte y custodia de las muestras.

La Honorable Senadora señora Rincón complementó que el artículo 4° de este proyecto de ley mandata a un reglamento específico, que establecerá los cereales que deban someterse a este procedimiento. Por otra parte, se sumó a la propuesta de mejorar la redacción del artículo 2° de este proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Coloma subrayó que existen al menos dos temas que analizar. En primer lugar, conocer las leyes especiales que regulan casos específicos de productos agropecuarios y, en segundo lugar, si es válido que un reglamento defina los cereales que quedarán sometidos a esta ley.

El Abogado del Ministerio de Agricultura comentó que el texto de esta indicación está en consonancia con lo aprobado  en la Cámara de Diputados y destacó que esta ley impone un marco normativo que se aplicará a aquellos productos respecto de los cuales existe un reglamento que así lo disponga.

El Honorable Senador señor Tuma reseñó que la intención del legislador es establecer un marco regulatorio para que exista este procedimiento de muestra y de contramuestras, respecto de los productos agropecuarios en que la autoridad haya dictado un reglamento que así lo determine y no restringirlo a los cereales. Así, refirió, se deja una ley abierta para que el Ministerio de Agricultura, en acuerdo con los agricultores, decida qué productos agrícolas se someterán a este procedimiento.

El Honorable Senador señor Coloma destacó que la indicación número 2 busca limitar la obligatoriedad de esta iniciativa, para no exigir que todas las transacciones de productos agropecuarios deban regirse por un sistema de muestra y de contramuestra, a fin de evitar la complicación de un muestreo diario, como podría suceder en el caso de la leche.

El Honorable Senador señor Tuma advirtió a Sus Señorías que para superar cualquier dificultad que pudiera surgir con algún producto agrícola se establece que un reglamento definirá la forma en que se deberán tomar las muestras y las contramuestras, atendiendo a las características específicas de cada producto. Resaltó que está de acuerdo que la ley marco no puede fijar un procedimiento único para todos los productos y reiteró que cada uno de ellos debe contar con su propio reglamento.

El Honorable Senador señor García comentó que si bien la indicación número 2 propone regular con carácter obligatorio el procedimiento de muestra y de contramuestra para los cereales, no se incluye a todos los cereales, porque se excepcionan aquellos que tengan una regulación en una ley especial y que cuenten con un reglamento que así lo disponga.

El Honorable Senador señor Coloma indicó que la excepción de la ley especial no siempre se aplica, porque prácticamente no existen casos de este tipo de leyes. Por el contrario, consideró que se debe fortalecer la idea de la dictación de reglamentos por tipo de productos. A continuación, se mostró favorable para aprobar esta indicación hasta los términos “en el mercado nacional” y resaltó que las mayores dificultades en las transacciones agrícolas se concentran en el trigo, el arroz, avena y cebada.

La Honorable Senadora señora Rincón señaló que la Sociedad Nacional de Agricultura remitió a esta Comisión sus observaciones, en las cuales hizo presente que este proyecto de ley debe regular con carácter obligatorio los procedimientos de medición y de análisis de muestras y de contramuestras, según corresponda, para las transacciones del mercado nacional de aquellos productos agropecuarios que se determinen de manera fundada, mediante decreto supremo del Ministerio de Agricultura.

El Honorable Senador señor Coloma hizo presente que esta propuesta no es la más idónea para regular el mercado agropecuario nacional, e informó que los dirigentes de la Sociedad Nacional de Agricultura le comunicaron que se trata de regular aproximadamente a unas 500.000 transacciones. 

Luego, la Honorable Senadora señora Rincón trajo a colación lo expuesto por el Consorcio Agrícola del Sur, la Asociación de Productores Agrícolas de Chile y FEDELECHE, quienes señalaron que deben incluirse en este proyecto de ley a los granos y a los lácteos. Bajo este contexto, preguntó por qué se está restringiendo a los cereales.

El Honorable Senador señor Coloma comentó que el concepto de “productos agropecuarios” es excesivamente amplio,  incluye, al menos, diecisiete productos agrícolas. Además, indicó que no en todos los productos agropecuarios existen problemas con las transacciones comerciales, razón que motivó la propuesta de limitar este proyecto de ley a aquellos productos en que efectivamente existen problemas entre el vendedor y el comprador. De esta manera, señaló que  ampliarlo a otros temas podría generar una dificultad mayor para el mundo agrícola. La idea, continuó, es resolver dónde están los conflictos. De lo contrario, hizo presente que se tendrán que guardar alrededor de 500.000 contramuestras en el caso de incluirse a todos los productos agropecuarios. 

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, subrayó que esta ley debe convertirse en un marco para establecer un sistema de muestras y de contramuestra para aquellos productos agropecuarios que un reglamento así lo determine. Al efecto, resaltó que su obligatoriedad no se aplica a todos los productos agropecuarios. Con esta fórmula, comentó, se establece un mecanismo abierto en que un reglamento determinaría los productos a los cuales se aplicaría esta ley. Eso sí, reconoció, tiene el inconveniente que la definición de los productos quedaría a la discreción del Ministerio de Agricultura, pero que podría salvarse estableciendo algunas condiciones mínimas para el reglamento que se dicte, como por ejemplo que existan problemas en el sector o que previamente deba consultarse a los afectados.

El Honorable Senador señor Coloma indicó que se han planteado dos fórmulas, a saber: una, que se trate de una ley marco, pero que tiene el inconveniente de dar un gran margen de discrecionalidad al Ministerio de Agricultura y, otra, que regule uno o un conjunto de productos específicos y, en el evento que surja la inquietud de agregar otros productos agropecuarios,  se haga  por medio de otra ley y no por un decreto supremo. En su opinión, la segunda opción considera la más adecuada, ya que, argumentó, es labor del Parlamento resolver los problemas mediante soluciones legales.

La Honorable Senador señora Rincón hizo presente que apoya la propuesta del Honorable Senador señor Larraín en el sentido de aprobar una ley marco en los términos originales de este proyecto de ley, incluyendo a todos los productos agropecuarios y que mediante un reglamento se determine a cuáles se aplicará obligatoriamente. Además, indicó que tendrá la firma del Ministro de Agricultura y del Ministro de Economía, Fomento y Turismo. 

El Honorable Senador señor Tuma recordó que varios gremios han solicitado que este mecanismo también se aplique a otros productos agropecuarios, distintos a los cereales. En consecuencia, observó, si se acota, se dejaría insatisfecha una demanda planteada por un gran sector de los productores agrícolas de contar con un procedimiento que les asegure transparencia en las transacciones del mercado agrícola. Por ello, insistió en satisfacer la demanda y entregar  la facultad la Ejecutivo para que a través de reglamentos específicos determine los productos a los cuales se aplicará esta ley.

El Abogado del Ministerio de Agricultura coincidió en la amplitud del término “agropecuario”, motivo por el cual sugirió  la expresión “agrícola” para restringirlo a los vegetales y excluir a la producción ganadera. Luego, comentó que uno de los mayores inconvenientes de la aplicación genérica de esta ley estriba en que algunos productos, por sus características organolépticas o de perecibilidad, no se les podría  aplicar esta ley, como sucede con la remolacha, que es un producto altamente perecible y que, sin duda, arrojaría un análisis de la contramuestra de peor calidad.

Con respecto a la leche, informó que dada la resolución del Tribunal de la Libre Competencia, se fijó un sistema de muestreo para la leche que sólo rige para los principales productores, que cuentan con una herramienta que les permite funcionar bajo condiciones de mercado adecuadas, lo mismo en el caso de la remolacha en que por la vía contractual establecieron un sistema de muestras y de contramuestras.

- A continuación, el Ejecutivo, en su calidad de autor, retiró la indicación número 2, por cuanto la Comisión aprobó un sistema de muestras y de contramuestras para los productos agropecuarios, que cuenten con un reglamento que así lo disponga.

Posteriormente, los Honorables Senadores señores García y Larraín, don Hernán, sugirieron agregar un inciso segundo, nuevo, al artículo 2° del texto aprobado en general por el Senado, en que se establezca que un reglamento determinará los productos agropecuarios respecto de los cuales se aplicará este procedimiento. Precisaron que esta propuesta no afecta materias de iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República, toda vez que dicha facultad ya está concedida en el artículo 4° aprobado en general por el Senado.

Sobre este último punto, el Asesor del Ministerio de Agricultura confirmó que esta facultad ya está contemplada en el artículo 4° de este proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Coloma apoyó la propuesta presentada por Sus Señorías y acotó que debe quedar claramente establecido que esta ley sólo operará respecto de aquellos productos en que exista un reglamento que así lo disponga.

- Por lo anterior, en sesión de 28 de noviembre de 2012, la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín Fernández y Larraín Peña, acordó agregar al artículo 2° del proyecto de ley aprobado en general por el Senado el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Mediante uno o más reglamentos por producto o tipo de productos, aprobados por decreto supremo expedido por el Ministerio de Agricultura, que llevará además la firma del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, se determinarán los productos agropecuarios que se someterán al procedimiento que establece esta ley.”.

En seguida, con la misma votación se aprobó intercalar en el inciso segundo (que pasó a ser tercero) del artículo en comento, entre las palabras “procedimiento” y “permitirá” la siguiente frase “que regula esta ley”, y reemplazar las expresiones “de tales productos a” por “de éstos con”.


La indicación número 3, del Honorable Senador señor Tuma, propone eliminar la expresión “con carácter obligatorio” de este inciso.

El Honorables Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que votará en contra de esta indicación, porque entiende que este procedimiento debe ser obligatorio.

El Honorable Senador señor García indicó que probablemente el Honorable Senador señor Tuma planteó esta indicación para eximir a los pequeños productores de la obligatoriedad de este procedimiento. Acotó que esto se salvaría estableciendo que un reglamento determinará los productos agropecuarios que se deban someter a este procedimiento, considerando sus volúmenes de venta.

Por su parte, el Honorable Senador señor Coloma consideró que los volúmenes de venta deben quedar fijados en la ley y no en un reglamento.

- En votación la indicación número 3, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García y Larraín Fernández.
ARTÍCULO 3°


El artículo 3° define una serie de conceptos de uso común en esta ley.


La indicación número 4 de S.E. el Presidente de la República, incorpora la siguiente letra a), nueva, pasando la actual letra a) a ser b) y así sucesivamente, hasta la letra g):

“a) Producto agropecuario o producto: los cereales producidos mediante cualquier actividad que pueda ser entendida como agrícola.”.

- En sesión de 27 de noviembre de 2012, el Ejecutivo, en su calidad de autor, retiró la indicación número 4, por cuanto la Comisión aprobó un sistema de muestras y de contramuestras para los productos agropecuarios, que cuenten con un reglamento que así lo disponga.

Letra b), que pasaría a ser letra c)


El literal b), del artículo 3° define al productor agrícola o productor como la persona natural o jurídica que produce materias primas agropecuarias.

La indicación número 5, de S.E. el Presidente de la República, plantea intercalar, antes del punto final (.), la expresión “reguladas por esta ley”.
- En sesión de 27 de noviembre de 2012, el Ejecutivo, en su calidad de autor, retiró la indicación número 5, por cuanto la Comisión aprobó un sistema de muestras y de contramuestras para los productos agropecuarios, que cuenten con un reglamento que así lo disponga.

Letra e)

Define al laboratorio de ensayo como aquel que siendo un organismo registrado realiza los ensayos para determinar las características de la muestra de los productos agropecuarios transados comercialmente.

- La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín Fernández y Larraín Peña, acordó suprimir la frase “aquel, que siendo un” y sustituir el vocablo “ensayo”, la segunda vez que aparece por la palabra “análisis”.

Letra f)

Este literal define al laboratorio de ensayo arbitrador, estableciendo que es aquel que siendo un organismo registrado realiza los ensayos para determinar las características de las muestras o contramuestras de los productos transados comercialmente. Agrega que deberá ser independiente de ambas partes y estar certificado en un sistema de gestión de laboratorios reconocido internacionalmente y participar en rondas internacionales de laboratorios

- La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín Fernández y Larraín Peña, acordó suprimir la frase “aquel, que siendo un” y sustituir el vocablo “ensayo”, la segunda vez que aparece por la palabra “análisis”.

Letra g)

Este literal define al laboratorio de calibración como aquel que siendo un organismo registrado que realiza las calibraciones a los equipos e instrumentos que son utilizados por los laboratorios de ensayo y de ensayo arbitrador, por los productores, intermediarios y por los agroindustriales para medir la cantidad, masa o volumen de los productos, o sus características, según corresponda.


- La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín Fernández y Larraín Peña, acordó suprimir la frase “aquel, que siendo un”, agregar, a continuación de la palabra “reglamento,” el pronombre “que”, y suprimir  la palabra “laboratorios” que precede a la expresión “de ensayo arbitrador”.

Letra h)


Define al producto agropecuario o producto como aquel que provenga directa o indirectamente de la agricultura, ganadería y apicultura, o de cualquier otra actividad que pueda ser entendida como agropecuaria.

La indicación número 6, de S.E. el Presidente de la República, propone eliminarla.

- En sesión de 27 de noviembre de 2012, el Ejecutivo, en su calidad de autor, retiró la indicación número 6, por cuanto la Comisión aprobó un sistema de muestras y de contramuestras para los productos agropecuarios, que cuenten con un reglamento que así lo disponga.

Letra i)


Define al producto importado, como el que provenga directa o indirectamente de la agricultura, ganadería y apicultura, o de cualquier otra actividad que pueda ser entendida como agropecuaria y que sea producido o elaborado fuera del territorio nacional.



La indicación número 7, de S.E. el Presidente de la República, plantea reemplazarla por la siguiente:


“i) Producto importado: aquellos cereales producidos o elaborados fuera del territorio nacional.”.
- En sesión de 27 de noviembre de 2012, el Ejecutivo, en su calidad de autor, retiró la indicación número 7, por cuanto la Comisión aprobó un sistema de muestras y de contramuestras para los productos agropecuarios, que cuenten con un reglamento que así lo disponga.
Letra m)


Define la primera transacción, como aquella transacción de un producto cuyo destino es la agroindustria y que se efectúa directamente entre el productor y el agroindustrial o un intermediario. 

La indicación número 8, de S.E. el Presidente de la República, propone sustituirla por la siguiente:


“m) Primera transacción: aquella transacción en que participan, por una parte, el productor de los cereales a los que se refiere la letra a) y, por la otra, el agroindustrial o un intermediario.”.
- En sesión de 27 de noviembre de 2012, el Ejecutivo, en su calidad de autor, retiró la indicación número 8, por cuanto la Comisión aprobó un sistema de muestras y de contramuestras para los productos agropecuarios, que cuenten con un reglamento que así lo disponga.

Letra ñ)

Este literal define al inspector delegado como la persona natural designada por los productores para supervigilar o inspeccionar los procedimientos regulados en los reglamentos por productos o tipo de productos en materia de toma, obtención, manipulación, transporte, custodia y de análisis de muestras y de contramuestras.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propuso reemplazar la referencia de “inspector delegado” por “veedor”, cada vez que aparezca en el texto de esta iniciativa, porque en su opinión la figura del inspector delegado es más propia de la administración pública.

- A continuación, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García y Larraín Fernández, acordó reemplazar la referencia de “inspector delegado” por “veedor” cada vez que aparezca en el texto de esta iniciativa legal.
ARTÍCULO 4°

El artículo 4° aprobado en general por el Senado señala que las metodologías para la medición de la cantidad, masa o volumen de los productos, la toma, obtención, manipulación, conservación, transporte y custodia de muestras y contramuestras, y análisis de sus características, así como las metodologías a utilizar por los laboratorios de calibración en el desarrollo de su función se establecerán mediante reglamentos por productos o tipo de productos aprobados por decreto supremo expedido por el Ministerio de Agricultura, el que además, deberá llevar la firma del Ministro de Economía.

El Honorable Senador señor Coloma planteó alterar el orden del texto de este artículo, sin modificar la facultad que se concede al Ejecutivo, comenzando con la siguiente frase “Mediante uno o más reglamentos por productos o tipos de productos, aprobado por el Ministerio de Agricultura, el que además deberá llevar la firma del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, se establecerán las metodologías para la…”.

- A continuación, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín Fernández y Larraín Peña, acordó aprobar el siguiente texto para el artículo 4°:

“Artículo 4°.- Mediante uno o más reglamentos por productos o tipo de productos, aprobados por decreto supremo expedido por el Ministerio de Agricultura, el que además llevará la firma del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, se establecerán las metodologías para la medición de la cantidad, masa o volumen de los productos, así como la toma, la obtención, la manipulación, la conservación, el transporte y la custodia de las muestras y contramuestras, y el análisis de sus características. También, se regularán las metodologías a utilizar por los laboratorios de calibración en el desarrollo de su función.”.

ARTÍCULO 8°

El artículo 8° del proyecto de ley aprobado en general por el Senado establece que en la primera transacción comercial de un producto agropecuario, que cuente con un reglamento conforme a lo establecido en el artículo 4° de esta iniciativa legal, será obligatorio para el agroindustrial la obtención, custodia y conservación de una muestra y de una contramuestra del producto, así como el envío de la muestra al laboratorio de ensayo y de la contramuestra a un laboratorio de ensayo arbitrador.
La indicación número 9, de S.E. el Presidente de la República, plantea eliminar la palabra “agropecuario”.
- En sesión de 27 de noviembre de 2012, el Ejecutivo, en su calidad de autor, retiró la indicación número 9, por cuanto la Comisión aprobó un sistema de muestras y de contramuestras para los productos agropecuarios, que cuenten con un reglamento que así lo disponga.

La indicación número 10, de S.E. el Presidente de la República, incorpora los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:
“Para efectos de este artículo, los laboratorios pertenecientes a agroindustriales o intermediarios podrán analizar las muestras de los productos, siempre que se registren como laboratorios de ensayo conforme a las normas de la presente ley y de sus reglamentos. Dichos laboratorios quedarán sujetos a la fiscalización e inspección del Servicio, el que en tales casos sustituirá al Inspector Delegado, haciendo sus veces.
No será obligatorio el envío de la contramuestra al laboratorio de ensayo arbitrador cuando los agroindustriales o los intermediarios habiliten e implementen protocolos de custodia que garanticen la inviolabilidad y la conservación de las contramuestras. Para los efectos de este inciso, los protocolos de custodia serán los contenidos en los reglamentos a los que se refiere el artículo 4°.”.
- En votación la indicación número 10, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García y Larraín Fernández.

En sesión de 28 de noviembre de 2010, la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín Fernández y Larraín Peña, acordó reabrir debate respecto de esta indicación.

El Honorable Senador señor Larraín Peña planteó reemplazar la frase “pertenecientes a agroindustriales o intermediarios” por “los laboratorios con que operen los agroindustriales o intermediarios, sean propios o ajenos,”.

- En votación la indicación número 10, fue aprobada con enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín Fernández y Larraín Peña.

En sesión de 27 de noviembre de 2012, el señor Ministro de Agricultura hizo presente la necesidad de  agregar una  frase final al inciso segundo propuesto por la indicación número 10, que faculte al Servicio Agrícola y Ganadero para delegar a un tercero  la fiscalización que debe realizar a los laboratorios de los agroindustriales o de los intermediarios.

El Honorable Senador señor Coloma aclaró que para ello se debe abrir un nuevo plazo de indicaciones, a fin de que el Ejecutivo pueda presentar la propuesta antes comentada, puesto  que se trata de una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República,  que permite delegar a un tercero una función propia de un órgano público.

El Asesor del Ministerio de Agricultura explicó que se trata de una facultad que ya tiene el Servicio Agrícola y Ganadero, conforme lo establece la ley N° 18.755, que faculta a su Director Nacional a celebrar toda clase convenios con personas naturales y jurídicas, a fin de desarrollar programas de trabajo comprendidos dentro de sus objetivos. Asimismo, indicó que se  establece que el Servicio tendrá por objeto, entre otros, el control de los insumos y productos agropecuarios sujetos a regulación en normas legales y reglamentarias.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, consideró que esta norma es excesivamente genérica y que no se refiere expresamente a la facultad del Servicio Agrícola y Ganadero de encomendar tareas de fiscalización a terceros. Por ello, estimó que esta modificación no se puede amparar en la ley N° 18.755, artículo 7°, letra n).

El señor Ministro de Agricultura complementó que esta propuesta fue planteada por la Sociedad Nacional de Agricultura y que de hecho  se realiza en la fruta y en la carne. Además, indicó que con ella se  evitaría que el Servicio se vea sobrepasado en el ejercicio de sus funciones.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, valoró esta propuesta ya que  flexibiliza el quehacer del Servicio Agrícola y Ganadero.

En el mismo sentido, el Honorable Senador señor García compartió la necesidad de abrir un nuevo plazo de indicaciones para incluir esta propuesta en este proyecto de ley, ya que efectivamente permite al Servicio Agrícola y Ganadero delegar una atribución.

Posteriormente, en el nuevo plazo de indicaciones autorizado por la Sala de la Corporación, S.E. el Presidente de la República presentó la indicación individualizada como 10 bis, que agrega al inciso segundo, propuesto en la indicación número 10, la siguiente oración final: 
“Con todo, el Servicio podrá encomendar el ejercicio de esta facultad a entidades públicas o privadas, conforme a lo señalado en la letra n) del artículo 7° de la Ley 18.755.”
- La indicación 10 bis, fue aprobada sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín Fernández y Larraín Peña.

Por todo lo anterior, el texto definitivo para el inciso segundo del artículo 8° de este proyecto de ley queda como sigue:

“Para efectos de este artículo, los laboratorios con que operen los agroindustriales o intermediarios, sean propios o ajenos, podrán analizar las muestras de los productos, siempre que se registren como laboratorios de ensayo conforme a las normas de la presente ley y de sus reglamentos. Dichos laboratorios quedarán sujetos a la fiscalización e inspección del Servicio, el que en tales casos sustituirá al veedor, haciendo sus veces. Con todo, el Servicio podrá encomendar el ejercicio de esta facultad a entidades públicas o privadas, conforme a lo señalado en la letra n) del artículo 7° de la ley N° 18.755.”.
ARTÍCULO 9°

Inciso primero

El inciso primero establece que si alguna de las partes no quedare conforme con el resultado obtenido del análisis de la muestra, podrá solicitar el análisis de la contramuestra, enviada al laboratorio de ensayo arbitrador. Además, prescribe que el resultado de este análisis será el definitivo.

La indicación número 11, de S.E. el Presidente de la República, sustituye la oración “podrá solicitar el análisis de la contramuestra enviada al laboratorio de ensayo arbitrador” por “podrá solicitar el examen de la contramuestra por el laboratorio de ensayo arbitrador”.
El Honorable Senador señor Larraín Fernández consultó por el alcance de esta norma.

El Asesor del Ministerio de Agricultura explicó que el reemplazo de los términos “análisis” por “examen” sólo tiene por finalidad mejorar la redacción de esta norma.

El Honorable Senador señor Coloma consultó si existe alguna diferencia entre las palabras “examen” y “análisis”.

El Asesor del Ministerio de Agricultura respondió negativamente, e insistió que sólo se trata de un tema de redacción.

- En votación la indicación número 11, fue aprobada, con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García y Larraín Fernández.

La indicación número 12, de S.E. el Presidente de la República, propone intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero.

“El costo del análisis de la contramuestra por el laboratorio de ensayo arbitrador será de cargo del productor cuando el resultado del examen de la contramuestra confirme o sea consistente con el resultado del análisis de la muestra. Dicho costo será de cargo del agroindustrial o intermediario cuando el resultado del examen de la contramuestra fuere favorable al reclamo del productor.”.
El Honorable Senador señor Coloma si bien se mostró partidario de aprobar esta indicación, sugirió alterar el orden de su redacción.

Por su parte, el Honorable Senador señor García manifestó su aprensión con esta norma, porque no  asegura el pago al laboratorio de ensayo arbitrador, ya que no se conoce quién será el obligado a pagar.

El señor Ministro de Agricultura comentó que se tratan de cifras bastante bajas y que probablemente el laboratorio arbitrador  asegurará su pago con el molino, quien le descontará este gasto al productor en la respectiva liquidación.

El Subdirector del Servicio Agrícola y Ganadero informó que actualmente los análisis de las muestras de los vacunos son pagados por los mataderos, descontándose este monto de la liquidación del productor.

- En votación la indicación número 12, fue aprobada con la modificación propuesta por el Honorable Senador señor Coloma, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García y Larraín Fernández.
La indicación número 13, de S.E. el Presidente de la República introduce el siguiente inciso final, nuevo:
“Transcurrido un plazo de ocho días contado desde la notificación del resultado del análisis de la muestra sin que se solicitare el examen de la contramuestra, o cuando antes del transcurso de dicho plazo el productor diere conformidad escrita al resultado del análisis de la muestra, o a la respectiva liquidación, o esta sea aceptada tácitamente mediante su cobro, el agroindustrial o el intermediario, podrán poner fin a la custodia de la contramuestra, destruyéndola o disponiendo libremente de ella.”.
- En votación la indicación número 13, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García y Larraín Fernández, quedando su texto como sigue:

“Transcurrido un plazo de ocho días contado desde la notificación del resultado del análisis de la muestra, el agroindustrial o el intermediario, podrá poner fin a la custodia de la contramuestra, destruyéndola o disponiendo libremente de ella, si concurre algunas de las siguientes situaciones:

a) El productor no solicita el examen de la contramuestra. 

b) Antes del transcurso de dicho plazo el productor manifiesta, por escrito, su conformidad con el resultado del análisis de la muestra.

c) Si el productor acepta expresamente la respectiva liquidación o si ésta es aceptada tácitamente, mediante su cobro.”.

ARTÍCULO 10

Inciso primero

El inciso primero dispone que los productores, por sí o a través de las asociaciones gremiales, cooperativas o sociedades comerciales que los representan podrán designar, a través de un poder simple, a una persona para que, en calidad de inspector delegado, supervigile o inspeccione el cumplimiento de los procedimientos de obtención, custodia, conservación y envío de muestras y de contramuestras, así como también en los procedimientos de medición de la cantidad, masa o volumen de los productos agropecuarios nacionales.

La indicación número 14, de S.E. el Presidente de la República, lo reemplaza por el siguiente:

“Artículo 10.- Los productores, fuera de los casos a los que se refiere el inciso segundo del artículo 8°, podrán por sí, o a través de las asociaciones gremiales, cooperativas o sociedades comerciales, representativas del sector agropecuario del ámbito productivo, designar a través de un poder autorizado ante notario, a una persona para que, en calidad de inspector delegado, supervigile o inspeccione el cumplimiento de los procedimientos de obtención, custodia, conservación y envío de muestras y contramuestras, como también en los procedimientos de medición de la cantidad, masa o volumen de los productos agropecuarios nacionales, no pudiendo impedírsele el cumplimiento de su función.”.
- En votación la indicación número 14, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García y Larraín Fernández.

En sesión de 28 de noviembre de 2012, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín Fernández y Larraín Peña, acordó reabrir debate respecto de esta indicación.

A continuación, Sus Señorías consensuaron el siguiente texto para el inciso primero, del artículo 10 de este proyecto de ley:

“Artículo 10.- Los productores que no están comprendidos en los casos a los que s refiere el inciso segundo del artículo 8°, podrán por sí, o por medio de las asociaciones gremiales, cooperativas o sociedades comerciales, representativas del sector agropecuario del ámbito productivo, designar mediante un poder autorizado ante notario, a una persona para que, en calidad de veedor, supervigile o inspeccione el cumplimiento de los procedimientos de obtención, custodia, conservación y envío de muestras y contramuestras. Asimismo, podrá ejercer dichas tareas en los procedimientos de medición de la cantidad, masa o volumen de los productos agropecuarios nacionales, no pudiendo impedírsele el cumplimiento de su función.”.

- En votación la indicación número 14, fue aprobada con enmiendas, por la por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García y Larraín Fernández.

Inciso segundo 

El texto para el inciso segundo del artículo 10 aprobado en general por el Senado dispone que en la guía de recepción se deberá dejar constancia de la presencia del inspector delegado en cualquiera de los procedimientos en que participe y de todas las observaciones que formule, respecto de las actuaciones u omisiones que vulneren las metodologías para el análisis de las muestras y de las contramuestras.

- La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García y Larraín Fernández, en concordancia con lo aprobado en la letra ñ), del artículo 3° de este proyecto de ley, reemplazó los términos “inspector delegado” por “veedor” las dos veces que aparece.
Inciso tercero

El inciso tercero del citado artículo establece que los requisitos de idoneidad profesional que deberán cumplir los inspectores delegados se determinarán en el reglamento de esta ley.
La indicación número 15, de S.E. el Presidente de la República intercala al inicio la oración “Salvo los casos a los que se refiere el inciso segundo del artículo 8°,”, y reemplazar la palabra “Los” por “los”.
El Asesor del Ministerio de Agricultura explicó que en los casos en que un funcionario del Servicio Agrícola y Ganadero haga las veces de inspector delegado no tendrá que someterse a los requisitos de idoneidad que prescribe el artículo 8° de este proyecto de ley.

- En votación la indicación número 15, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García y Larraín Fernández.

ARTÍCULO 12

Inciso segundo


El inciso segundo establece que existirá un reglamento aprobado por decreto supremo expedido por el Ministerio de Agricultura, para cada producto o tipo de producto importado objeto de análisis de acuerdo a la presente ley. Este reglamento establecerá los procedimientos y parámetros que se utilizan  en los análisis de las características de los productos importados y la forma en que el Servicio  supervisará la obtención, conservación y envío de la muestra al laboratorio, estableciendo un adecuado mecanismo de cadena de custodia.


La indicación número 16, de S.E. el Presidente 

de la República, reemplaza la expresión “los análisis” por “el examen”.
- En votación la indicación número 16, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García y Larraín Fernández.
ARTÍCULO 13

El artículo 13 del proyecto de ley aprobado en general por el Senado dispone que los análisis de inocuidad y de carácter sanitario que corresponda realizar a los productos importados, serán regulados de conformidad a la ley N° 18.164.
La indicación número 17, de S.E. el Presidente de la República, sustituye la expresión “los análisis” por “el examen”.
- En votación la indicación número 17, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García y Larraín Fernández.
ARTÍCULO 14

El artículo 14 del proyecto aprobado en general por el Senado señala que le corresponderá al Servicio Agrícola y Ganadero la fiscalización del cumplimiento de las normas de la presente ley y su reglamento.
La indicación número 18, de S.E. el Presidente de la República, reemplaza la frase “y su reglamento” por “y de sus reglamentos”.
- En votación la indicación número 18, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García y Larraín Fernández.
ARTÍCULO 16

Letra d)

El artículo 16 del proyecto de ley aprobado en general por el Senado consagra las infracciones a la presente ley. En particular, la letra d) establece como infracción el impedir u obstaculizar la actividad de inspector delegado.
La indicación número 19, de S.E. el Presidente de la República agrega, antes del punto final (.), la oración “o de quien haga sus veces”.
- En votación la indicación número 19, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García y Larraín Fernández.
Artículo 17

El artículo 17 aprobado en general por el Senado establece que, sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiera corresponderle, al agroindustrial y a los laboratorios registrados en los que se desempeñen los infractores, podrán ser sancionados con la suspensión de hasta 120 días para el ejercicio de las funciones reguladas en la presente ley y su reglamento y con multa de hasta 500 unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal. En caso de reincidencia, la multa será de hasta 1000 unidades tributarias mensuales.

El Honorable senador señor Coloma recordó que una de las observaciones planteadas al proyecto fue la necesidad de  fijar un piso mínimo para la aplicación de las sanciones que consagra este artículo. Por lo anterior, en el caso de la suspensión del ejercicio de las funciones que contempla esta ley, propuso fijar un mínimo de 5 días y un máximo de 100 días y, para el caso de la multa, establecer un mínimo 10 UTM y un máximo de 250 UTM, finalmente, para  efectos de reincidencia, sugirió un rango de 20 a 500 unidades tributarias mensuales.

- La unanimidad de los de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García y Larraín Fernández, aprobó un nuevo texto para el artículo 17 aprobado en general por el Senado, en los términos antes planteados.

Artículo 19

El artículo 19 aprobado en general por el Senado consagra establece que el incumplimiento de las obligaciones o prohibiciones reguladas en los artículos 5°, 6°, 8°, 10 y 11 de este ley se sancionarán, por el Servicio, de acuerdo con el procedimiento establecido en el Párrafo IV, del Título I, de la ley N° 18.755, con multa de hasta 100 unidades tributarias mensuales. 
El Honorable Senador señor Coloma consultó  por el tenor de las infracciones consagradas en este  artículo 19, que tienen asignada  una multa menor  a la establecida en el artículo 17.

El señor Ministro de Agricultura respondió que en el caso del artículo 19 se trata de infracciones menores.

- En concordancia con lo aprobado en el artículo 17 de este proyecto de ley, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín Fernández y Larraín Peña, aprobó un nuevo texto para el artículo 19 aprobado en general por el Senado, cuyo tenor es el siguiente:
“Artículo 19.- El incumplimiento de las obligaciones o prohibiciones establecidas en los artículos 5°, 6°, 8°, 10 y 11 se sancionarán, por el Servicio, de acuerdo con el procedimiento establecido en el Párrafo IV, del Título I, de la ley N° 18.755, con multa de 5 a 50 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, la multa será de 10 a 100 unidades tributarias mensuales.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

ARTÍCULO 1°

El artículo 1° transitorio dispone que desde la entrada en vigencia de esta ley y hasta por dos años, los procedimientos de muestra y contramuestra o medición, podrán ser llevados a cabo por los laboratorios de ensayo, los laboratorios de ensayo arbitrador o los laboratorios de calibración que se encuentren en proceso de obtener su registro, pero con la debida autorización del Servicio Agrícola y Ganadero.

- La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín Fernández y Larraín Peña, acordó reemplazar la frase “pero con la debida autorización del” por “debidamente autorizado por el”.

ARTÍCULO 2°
El artículo 2° transitorio aprobado en general por el Senado señala que el reglamento de esta ley deberá dictarse dentro del plazo de 120 días, contado desde la fecha de publicación de la esta norma.
La indicación número 20, de S.E. el Presidente de la República, reemplaza la expresión “El reglamento de esta ley” por “El reglamento que establecerá los requisitos para obtener la inscripción de los laboratorios en alguno de los registros a los que se refiere esta ley,”.
El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, sugirió precisar esta disposición transitoria, estableciendo que se refiere al reglamento que establecerá los requisitos para obtener la inscripción de los laboratorios a que hace referencia el artículo 7° de este proyecto de ley.

- En votación la indicación número 20, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García y Larraín Fernández.
- - -
MODIFICACIONES PROPUESTAS


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Agricultura, tiene a honra proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo 1°


Sustituir la expresión “Esta ley” por la frase “La presente ley”.

(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado).

Artículo 2°

Inciso primero


Reemplazar la oración “regula con carácter obligatorio el” por la expresión “establece con carácter obligatorio un”. 

(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado).

° ° °


Incorporar el siguiente Inciso segundo, nuevo:


“Mediante uno o más reglamentos por producto o tipo de productos, aprobados por decreto supremo expedido por el Ministerio de Agricultura, que llevará además la firma del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, se determinarán los productos agropecuarios que se someterán al procedimiento que establece esta ley.”.

(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado).

° ° °

Inciso segundo
Pasa a ser inciso tercero, con las siguientes enmiendas:


-Reemplazar la frase “el referido procedimiento” por la oración “el procedimiento que regula esta ley”.


-Sustituir la expresión “tales productos a” por los vocablos “éstos con”.

(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado).

Artículo 3°

Letra e)


-Eliminar la frase “aquel, que siendo un”, y sustituir la expresión “realiza los ensayos” por “que realiza los análisis”.

(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado).

Letra f)


-Suprimir la frase “aquel, que siendo un”, y sustituir la expresión “realiza los ensayos” por “que realiza los análisis”.

(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado).

Letra g)



-Eliminar la frase “aquel, que siendo un”; agregar, a continuación de la palabra “reglamento,” el pronombre “que”, y suprimir  la palabra “laboratorios” que precede a la expresión “de ensayo arbitrador”.

(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado).

Letra ñ)


Reemplazar la frase “Inspector delegado” por el adjetivo “Veedor”.
(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado).

Artículo 4°


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 4°.- Mediante uno o más reglamentos por productos o tipo de productos, aprobados por decreto supremo expedido por el Ministerio de Agricultura, el que además llevará la firma del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, se establecerán las metodologías para la medición de la cantidad, masa o volumen de los productos, así como la toma, la obtención, la manipulación, la conservación, el transporte y la custodia de las muestras y contramuestras, y el análisis de sus características. También, se regularán las metodologías a utilizar por los laboratorios de calibración en el desarrollo de su función.”.
(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado).

Artículo 8°


Incorporar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“Para efectos de este artículo, los laboratorios con que operen los agroindustriales o intermediarios, sean éstos propios o ajenos, podrán analizar las muestras de los productos, siempre que se registren como laboratorios de ensayo conforme a las normas de la presente ley y de sus reglamentos. Dichos laboratorios quedarán sujetos a la fiscalización e inspección del Servicio, el que en tales casos sustituirá al veedor, haciendo sus veces. Con todo, el Servicio podrá encomendar el ejercicio de esta facultad a entidades públicas o privadas, conforme a lo señalado en la letra n) del artículo 7° de la ley N° 18.755.

No será obligatorio el envío de la contramuestra al laboratorio de ensayo arbitrador cuando los agroindustriales o los intermediarios habiliten e implementen protocolos de custodia que garanticen la inviolabilidad y la conservación de las contramuestras. Para los efectos de este inciso, los protocolos de custodia serán los contenidos en los reglamentos a los que se refiere el artículo 4°.”.

(Unanimidad. 3x0, indicaciones 10, 10 bis y artículo 121 inciso final del Reglamento del Senado).

Artículo 9°


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 9°.- Si alguna de las partes de la transacción no estuviere conforme con el resultado obtenido del análisis de la muestra, podrá solicitar el examen de la contramuestra al laboratorio de ensayo arbitrador. El resultado de este análisis será el definitivo. 


El costo del análisis de la contramuestra por el laboratorio de ensayo arbitrador será de cargo del agroindustrial o intermediario cuando el resultado del examen de la contramuestra fuere favorable al reclamo del productor. A su vez, dicho costo será de cargo del productor cuando el resultado del examen de la contramuestra confirme o sea consistente con el resultado del análisis de la muestra.



Los resultados de los análisis deberán notificarse a los interesados, de la manera que se indique en el reglamento de esta ley.


Transcurrido un plazo de ocho días contado desde la notificación del resultado del análisis de la muestra, el agroindustrial o el intermediario, podrá poner fin a la custodia de la contramuestra, destruyéndola o disponiendo libremente de ella, si concurre algunas de las siguientes situaciones:


a) El productor no solicita el examen de la contramuestra. 


b) Antes del transcurso de dicho plazo el productor manifiesta, por escrito, su conformidad con el resultado del análisis de la muestra.


c) Si el productor acepta expresamente la respectiva liquidación o si ésta es aceptada tácitamente, mediante su cobro.”.

(Unanimidad. 3x0, indicaciones 11, 12 y 13,  y artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).

Artículo 10


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 10.- Los productores que no están comprendidos en los casos a los que se refiere el inciso segundo del artículo 8°, podrán por sí, o por medio de las asociaciones gremiales, cooperativas o sociedades comerciales, representativas del sector agropecuario del ámbito productivo, designar mediante un poder autorizado ante notario, a una persona para que, en calidad de veedor, supervigile o inspeccione el cumplimiento de los procedimientos de obtención, custodia, conservación y envío de muestras y contramuestras. Asimismo, podrá ejercer dichas tareas en los procedimientos de medición de la cantidad, masa o volumen de los productos agropecuarios nacionales, no pudiendo impedírsele el cumplimiento de su función.


En la guía de recepción se deberá dejar constancia de la presencia del veedor en cualquiera de los procedimientos señalados en el inciso anterior. En el mismo documento, el veedor consignará las actuaciones u omisiones que vulneren las metodologías establecidas en los reglamentos a que hace referencia el artículo 4°. 


Salvo los casos a que se refiere el inciso segundo del artículo 8°, los requisitos de idoneidad profesional que se deberán cumplir para ser designado veedor se determinarán en el reglamento de esta ley.”.

(Unanimidad. 3x0, indicaciones 14 y 15 y artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).

Artículo 12

Inciso segundo


Sustituir la expresión “los análisis” por las palabras “el examen”.

(Unanimidad. 3x0, indicación 16).

Artículo 13


Reemplazar la expresión “los análisis” por las palabras “el examen”.

(Unanimidad. 3x0, indicación 17).

Artículo 14


Reemplazar la frase “y su reglamento” por “y de sus reglamentos”.

(Unanimidad. 3x0, indicación 18).

Artículo 16

Letra d)


Sustituir las palabras “inspector delegado” por la frase “veedor o de quien haga sus veces”.

(Unanimidad. 3x0, indicación 19  y artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).

Artículo 17


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 17.- Sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiera corresponderles a quienes cometan las infracciones a que se refiere el artículo anterior, el agroindustrial y los laboratorios registrados en los que se desempeñen los infractores, podrán ser sancionados con la suspensión de 5 a 100 días del ejercicio de las funciones reguladas en la presente ley y sus reglamentos, y con una multa a beneficio fiscal de 10 a 250 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, la multa será de 20 a 500 unidades tributarias mensuales.”.
(Unanimidad. 3x0, artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).

Artículo 19


Reemplazar la frase “con multa de hasta 100 unidades tributarias mensuales” por “con multa de 5 a 50 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, la multa será de 10 a 100 unidades tributarias mensuales.”.
(Unanimidad. 3x0, artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1°


Reemplazar la frase “pero con la debida autorización del” por “debidamente autorización por el”.

(Unanimidad. 3x0, artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).

Artículo 2°


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 2°.- El reglamento que establecerá los requisitos para obtener la inscripción de los laboratorios en alguno de los registros a los que se refiere el artículo 7° esta ley, deberá dictarse dentro del plazo de 120 días contado desde la fecha de publicación de este cuerpo legal en el Diario Oficial.”.

(Unanimidad. 3x0, indicación 20 y  artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1°.- La presente ley tiene por objeto establecer mecanismos e instrumentos que asistan a la libre determinación de precios en las transacciones de productos agropecuarios.


Artículo 2°.- Esta ley establece con carácter obligatorio un procedimiento de análisis de muestras y contramuestras, y medición, según corresponda, de los productos agropecuarios que se transan en el mercado nacional y que no se encuentran regulados por una ley especial.

Mediante uno o más reglamentos por producto o tipo de productos, aprobados por decreto supremo expedido por el Ministerio de Agricultura, que llevará además la firma del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, se determinarán los productos agropecuarios que se someterán al procedimiento que establece esta ley.

Tratándose de productos importados, el procedimiento que regula esta ley permitirá obtener información que facilite la comparación de éstos con los productos nacionales, según criterios y parámetros definidos en los reglamentos que se dicten en conformidad a esta ley, para los efectos de su transacción comercial en Chile.


Artículo 3°.- Para los efectos de la presente ley se entenderá por:


a) Intermediario: persona natural o jurídica que intermedia en las transacciones comerciales de productos agropecuarios.


b) Productor agrícola o productor: persona natural o jurídica que produce materias primas agropecuarias.


c) Agroindustrial: persona natural o jurídica que procesa o utiliza la materia prima proveniente de la producción primaria agropecuaria. 


d) Guía de recepción: documento autocopiativo que da cuenta de la cantidad, masa o volumen del producto recibido y del listado de precios de referencia, emitido por el agroindustrial o el intermediario, suscrita por éste y el productor o sus representantes.


e) Laboratorio de ensayo: organismo registrado de conformidad con la presente ley y su reglamento, que realiza los análisis para determinar las características de la muestra de los productos agropecuarios transados comercialmente, según los parámetros establecidos en los reglamentos que se establezcan a partir de la presente ley.


f) Laboratorio de ensayo arbitrador: organismo registrado de conformidad con la presente ley y su reglamento, que realiza los análisis para determinar las características de las muestras o contramuestras de los productos transados comercialmente. Este laboratorio deberá ser independiente de ambas partes y estar certificado en un sistema de gestión de laboratorios reconocido internacionalmente y participar en rondas internacionales de laboratorios.


g) Laboratorio de calibración: organismo registrado de conformidad con la presente ley y su reglamento, que realiza las calibraciones a los equipos e instrumentos que son utilizados por los laboratorios de ensayo, de ensayo arbitrador, o por los productores, intermediarios y por los agroindustriales para medir la cantidad, masa o volumen de los productos, o sus características, según corresponda. 


h) Producto agropecuario o producto: el que provenga directa o indirectamente de la agricultura, ganadería y apicultura, o de cualquier otra actividad que pueda ser entendida como agropecuaria.


i) Producto importado: el que provenga directa o indirectamente de la agricultura, ganadería y apicultura, o de cualquier otra actividad que pueda ser entendida como agropecuaria y que sea producido o elaborado fuera del territorio nacional.


j) Toma de muestras: acto de separar de una partida determinada de producto, una muestra representativa, a efectos de analizar sus características. 


k) Muestra: cantidad igual de producto tomada de cada punto de muestreo específico del lote, en todo su volumen o tomada del flujo del producto durante un período determinado, según lo establezca cada reglamento por producto o tipo de productos. 


l) Contramuestra: cantidad de producto equivalente a la muestra y que sea igualmente representativa de las características del producto.


m) Primera transacción: aquella transacción de un producto cuyo destino es la agroindustria y que se efectúa directamente entre el productor y el agroindustrial o un intermediario. 


n) Precios de referencia: listado de precios de los productos agropecuarios en relación con la cantidad, masa o volumen, o sus características.


ñ) Veedor: persona natural designada por los productores, por sí o a través de sus asociaciones gremiales, cooperativas, sociedades comerciales u otras organizaciones con personalidad jurídica representativas del sector agropecuario del ámbito productivo específico, para supervigilar o inspeccionar el cumplimiento de los procedimientos regulados en los reglamentos específicos por producto o tipo de productos en materia de toma, obtención, manipulación, conservación, transporte, custodia y análisis de muestras y contramuestras, como también en los procedimientos de medición de la cantidad, masa o volumen de los productos.

Artículo 4°.- Mediante uno o más reglamentos por productos o tipo de productos, aprobados por decreto supremo expedido por el Ministerio de Agricultura, el que además llevará la firma del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, se establecerán las metodologías para la medición de la cantidad, masa o volumen de los productos, así como la toma, la obtención, la manipulación, la conservación, el transporte y la custodia de las muestras y contramuestras, y el análisis de sus características. También, se regularán las metodologías a utilizar por los laboratorios de calibración en el desarrollo de su función.


Artículo 5°.- Los agroindustriales o intermediarios deberán mantener en su establecimiento, a la vista del público, un listado de precios de referencia, cuya vigencia o permanencia mínima se establecerá en el reglamento específico por productos o tipo de productos.


Le corresponderá a los reglamentos de esta ley, conforme a lo que se establezca para cada producto o tipo de productos, establecer los diferentes parámetros que componen el listado de precios de referencia, con el objeto que los interesados cuenten con la debida información de las condiciones comerciales ofrecidas por los agroindustriales o intermediarios. En particular, los reglamentos establecerán el modo en que se informarán los costos por concepto de obtención, conservación, envío al laboratorio y análisis de las muestras y contramuestras.

Artículo 6°.- Al momento de la entrega del producto transado el agroindustrial o intermediario, o quien lo represente, deberá emitir la guía de recepción, quedando el original en poder del productor o sus respectivos representantes.


Para los efectos del presente artículo, la representación del productor, agroindustrial o intermediario se acreditará conforme a lo que determine el reglamento de esta ley.
TITULO II

DEL REGISTRO DE LOS LABORATORIOS


Artículo 7°.- Créanse en el Servicio Agrícola y Ganadero, en adelante el Servicio, los registros de laboratorios de ensayo, de laboratorios de ensayo arbitrador y de laboratorios de calibración. Dichos registros serán administrados por el Servicio.


Le corresponderá al reglamento de esta ley establecer los requisitos para obtener la inscripción de los laboratorios en alguno de los registros señalados en el inciso precedente y las exigencias para mantener la vigencia de la inscripción.

TITULO III

DEL PROCEDIMIENTO DE ANALISIS DE MUESTRAS Y CONTRAMUESTRAS, Y DE MEDICIÓN


Artículo 8°.- En la primera transacción comercial de un producto agropecuario y de conformidad a lo establecido en los reglamentos señalados en el artículo 4°, será obligatorio para el agroindustrial o intermediario la obtención, custodia y conservación de una muestra y una contramuestra del producto, así como el envío de la muestra al laboratorio de ensayo y de la contramuestra a un laboratorio de ensayo arbitrador. 


Para efectos de este artículo, los laboratorios con que operen los agroindustriales o intermediarios, sean éstos propios o ajenos, podrán analizar las muestras de los productos, siempre que se registren como laboratorios de ensayo conforme a las normas de la presente ley y de sus reglamentos. Dichos laboratorios quedarán sujetos a la fiscalización e inspección del Servicio, el que en tales casos sustituirá al veedor, haciendo sus veces. Con todo, el Servicio podrá encomendar el ejercicio de esta facultad a entidades públicas o privadas, conforme a lo señalado en la letra n) del artículo 7° de la ley N° 18.755.

No será obligatorio el envío de la contramuestra al laboratorio de ensayo arbitrador cuando los agroindustriales o los intermediarios habiliten e implementen protocolos de custodia que garanticen la inviolabilidad y la conservación de las contramuestras. Para los efectos de este inciso, los protocolos de custodia serán los contenidos en los reglamentos a los que se refiere el artículo 4°.


Artículo 9°.- Si alguna de las partes de la transacción no estuviere conforme con el resultado obtenido del análisis de la muestra, podrá solicitar el examen de la contramuestra al laboratorio de ensayo arbitrador. El resultado de este análisis será el definitivo. 


El costo del análisis de la contramuestra por el laboratorio de ensayo arbitrador será de cargo del agroindustrial o intermediario cuando el resultado del examen de la contramuestra fuere favorable al reclamo del productor. A su vez, dicho costo será de cargo del productor cuando el resultado del examen de la contramuestra confirme o sea consistente con el resultado del análisis de la muestra.


Los resultados de los análisis deberán notificarse a los interesados, de la manera que se indique en el reglamento de esta ley.


Transcurrido un plazo de ocho días contado desde la notificación del resultado del análisis de la muestra, el agroindustrial o el intermediario, podrá poner fin a la custodia de la contramuestra, destruyéndola o disponiendo libremente de ella, si concurre algunas de las siguientes situaciones:


a) El productor no solicita el examen de la contramuestra. 

b) Antes del transcurso de dicho plazo el productor manifiesta, por escrito, su conformidad con el resultado del análisis de la muestra.


c) Si el productor acepta expresamente la respectiva liquidación o si ésta es aceptada tácitamente, mediante su cobro.


Artículo 10.- Los productores que no están comprendidos en los casos a los que se refiere el inciso segundo del artículo 8°, podrán por sí, o por medio de las asociaciones gremiales, cooperativas o sociedades comerciales, representativas del sector agropecuario del ámbito productivo, designar mediante un poder autorizado ante notario, a una persona para que, en calidad de veedor, supervigile o inspeccione el cumplimiento de los procedimientos de obtención, custodia, conservación y envío de muestras y contramuestras. Asimismo, podrá ejercer dichas tareas en los procedimientos de medición de la cantidad, masa o volumen de los productos agropecuarios nacionales, no pudiendo impedírsele el cumplimiento de su función.

En la guía de recepción se deberá dejar constancia de la presencia del veedor en cualquiera de los procedimientos señalados en el inciso anterior. En el mismo documento, el veedor consignará las actuaciones u omisiones que vulneren las metodologías establecidas en los reglamentos a que hace referencia el artículo 4°. 


Salvo los casos a que se refiere el inciso segundo del artículo 8°, los requisitos de idoneidad profesional que se deberán cumplir para ser designado veedor se determinarán en el reglamento de esta ley.

Artículo 11.- Tratándose de las primeras transacciones, el resultado definitivo de los análisis de calidad y la información consignada en la guía de recepción tendrán el carácter de plena prueba, para aquellos casos en que sea necesario recurrir a la justicia.
TITULO IV

DE LA INFORMACIÓN SOBRE LOS PRODUCTOS IMPORTADOS


Artículo 12.- Con el objeto de mantener informado al público acerca de las características de los productos agropecuarios que se importen, antes de que sean internados en el país, será obligatorio obtener, conservar y enviar una muestra de dichos productos para su análisis a un laboratorio de ensayo o de ensayo arbitrador. La obtención, conservación y envío de la muestra será responsabilidad del importador, bajo supervisión del Servicio.


Existirá un reglamento aprobado por decreto supremo expedido por el Ministerio de Agricultura, para cada producto o tipo de producto importado objeto de análisis de acuerdo a la presente ley. Este reglamento establecerá los procedimientos y parámetros que se utilizan en el examen de las características de los productos importados y la forma en que el Servicio supervisará la obtención, conservación y envío de la muestra al laboratorio, estableciendo un adecuado mecanismo de cadena de custodia.


La información resultante de dichos análisis será puesta en conocimiento público a través de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias.


Artículo 13.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, el examen de inocuidad y de carácter sanitario que corresponda realizar a los productos importados, serán regulados de conformidad a la ley N° 18.164.
TITULO V

DE LAS INFRACCIONES, SANCIONES Y FISCALIZACIÓN


Artículo 14.- Le corresponderá al Servicio la fiscalización del cumplimiento de las normas de la presente ley y de sus reglamentos.


Artículo 15.- Las denuncias por infracciones a la presente ley serán realizadas por cualquier interesado o por los funcionarios del Servicio cuando las hayan conocido en el ejercicio de sus facultades fiscalizadoras.

Artículo 16.- Constituirán infracciones a la presente ley, las siguientes: 


a) Emitir informes o certificados sin haber practicado el procedimiento correspondiente.


b) Consignar en los informes o certificados datos distintos a los resultados obtenidos en el análisis o medición practicado.


c) Dejar de cumplir, deliberadamente o por negligencia inexcusable, los procedimientos de obtención, análisis, manipulación y transporte de muestras y contramuestras, como la conservación y custodia de ésta última.


d) Impedir u obstaculizar la actividad del veedor o de quien haga sus veces.

Artículo 17.- Sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiera corresponderles a quienes cometan las infracciones a que se refiere el artículo anterior, el agroindustrial y los laboratorios registrados en los que se desempeñen los infractores, podrán ser sancionados con la suspensión de 5 a 100 días del ejercicio de las funciones reguladas en la presente ley y sus reglamentos, y con una multa a beneficio fiscal de 10 a 250 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, la multa será de 20 a 500 unidades tributarias mensuales.


Artículo 18.- Conocerá de las infracciones señaladas en el artículo 16, el Juez de Policía Local con competencia en la comuna en que se haya cometido la infracción y las sancionará de conformidad con el procedimiento establecido en el Título I de la ley N° 18.287 o aquella que la reemplace.


Artículo 19.- El incumplimiento de las obligaciones o prohibiciones establecidas en los artículos 5°, 6°, 8°, 10 y 11 se sancionarán, por el Servicio, de acuerdo con el procedimiento establecido en el Párrafo IV, del Título I, de la ley N° 18.755, con multa de 5 a 50 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, la multa será de 10 a 100 unidades tributarias mensuales.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1°.- Desde la entrada en vigencia de esta ley y hasta por dos años, los procedimientos de muestra y contramuestra o medición, según correspondiere, podrán ser llevados a cabo por laboratorios de ensayo, laboratorios de ensayo arbitrador o laboratorios de calibración que se encuentren en proceso de obtener su registro, debidamente autorizado por el Servicio Agrícola y Ganadero, de lo que se dejará constancia por escrito en la guía de recepción establecida en el artículo 6° de la presente ley.


Artículo 2°.- El reglamento que establecerá los requisitos para obtener la inscripción de los laboratorios en alguno de los registros a los que se refiere el artículo 7° esta ley, deberá dictarse dentro del plazo de 120 días contado desde la fecha de publicación de este cuerpo legal en el Diario Oficial.”.

-.-.-

Acordado en las sesiones celebradas los días 7, 27 y 28 de  noviembre de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), y de la Honorable Senadora señora Ximena Rincón González y Honorables Senadores señores José García Ruminot (Carlos Larraín Peña), Hernán Larraín Fernández y Jaime Quintana Leal (Eugenio Tuma Zedán).


Sala de la Comisión, a 10 de diciembre de 2012.





(Fdo.): Ximena Belmar Stegman



Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA LAS TRANSACCIONES COMERCIALES DE PRODUCTOS AGROPECUARIOS 
(7484-01)
HONORABLE SENADO:

La Comisión de Hacienda tiene el honor de presentar su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus integrantes, del Ministerio de Agricultura, el Subsecretario, señor Álvaro Cruzat, y el asesor legislativo, señor Andrés Meneses.

Del Ministerio de Hacienda, la asesora, señorita Carmina Hernández.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, las asesoras, señoritas Carol Parada y Constanza Castillo.

Del Instituto Igualdad, la asesora legislativa, señorita Karina Uribe.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), los abogados del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos y señor Sebastián Pavlovic.
De la Biblioteca del Congreso Nacional, el analista del Área Económica, señor Andrés Muñoz.

El asesor de la Honorable Senadora señora Rincón, señor Josué Vega.

- - -

OBJETIVO DE LA INICIATIVA

El principal objetivo del proyecto de ley es establecer mecanismos e instrumentos que asistan a la libre determinación de precios en las transacciones de productos agropecuarios. Para ello, regula y transparenta los procedimientos que determinan la cantidad y calidad de los productos transados en el mercado agrícola interno, y perfecciona las condiciones bajo las cuales el mercado pueda determinar los precios que respondan a las características de un producto.

Respecto a los productos importados, por su parte, establece un mecanismo de muestreo y de análisis, que permitirá obtener una mejor información de las características del producto importado, evaluado bajo las mismas normas de calidad vigentes para los productos chilenos.

- - -
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


La Comisión de Hacienda se remite, al efecto, a lo expresado por la Comisión de Agricultura en su segundo informe.

- - -


Para los efectos del artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que la Comisión de Hacienda no realizó enmiendas al proyecto despachado por la Comisión de Agricultura en su segundo informe.

Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Agricultura, y sólo dice relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda.

- - -


Previo a la discusión de los asuntos de competencia de la Comisión, el Subsecretario de Agricultura, señor Álvaro Cruzat, expresó que la iniciativa en estudio tiene por objeto, en lo esencial, el establecimiento de mecanismos e instrumentos para el muestreo y análisis entre vendedores y primeros compradores de productos agropecuarios.


Ahondando en el contenido del proyecto, a continuación, el asesor legislativo del Ministerio de Agricultura, señor Andrés Meneses, efectuó una presentación del siguiente tenor:

Propuesta normativa para mejorar la transparencia del mercado sectorial, conocida como de “muestra y contramuestras”.

Objetivos

- Establecer mecanismos e instrumentos que asistan la libre determinación de precios en las transacciones de productos agropecuarios según volumen y características de productos, determinadas en función de pesajes y laboratorios certificados.

- Establecer mecanismos de muestreo y análisis que permitan mayor y mejor información respecto a las características del producto importado. Esto, para el caso que el productor agrícola no esté de cuerdo con la liquidación emitida por el agroindustrial.

Contenidos del proyecto

- Establece una normativa de carácter general.

- Se establecerán reglamentos por productos o tipo de productos.

- Regula, con carácter obligatorio, aspectos fundamentales del proceso de transacción comercial de los productos agropecuarios, en cuanto a medición de características y cantidades de los productos, certificación de equipos y toma de muestra y contra muestra.

- Establece un marco legal para mejorar transparencia del mercado específico, pago de productos y costos, y mecanismo de solución de controversias.

- Tratándose de productos importados, se establece un mecanismo de obtención de información que facilite la comparación de tales productos con los nacionales, antes de su internación en Chile. La información será publicada a través de ODEPA.

- En la primera transacción comercial de un producto agropecuario, los agroindustriales o intermediarios deberán obtener y conservar una muestra y una contra muestra del producto, enviar la muestra a un laboratorio de ensayo y la contra muestra a un laboratorio de ensayo arbitrador.

El laboratorio de ensayo es el que analiza la muestra procedente de la primera transacción comercial de un producto agropecuario, con arreglo la cual se determinan las características y parámetros de aquél, que permitirán establecer más tarde el precio.

El laboratorio de ensayo arbitrador, en tanto, es aquel al que las partes pueden recurrir si no hay acuerdo sobre el resultado del análisis practicado por el laboratorio de ensayo.

A los anteriores se añade laboratorio de calibración, que se dedica a la medición y mantención de los instrumentos con que se realizan los análisis en los dos laboratorios precedentes.  

- Si una parte no estuviere conforme con el resultado del análisis de la muestra, podrá solicitar el análisis de la contra muestra, siendo dicho resultado el definitivo.

- Reglamentos por productos o tipo de productos, aprobados por decreto del Ministro de Agricultura, el que deberá llevar además la firma del Ministro de Economía, definirán metodologías para la medición de la cantidad, masa o volumen de los productos, la toma y obtención de muestras y contra muestras, y análisis de su calidad, así como metodologías de calibración.

- También por reglamentos por producto o tipo de productos, se establecerán los parámetros que compondrán el listado de precios de referencia, el modo en que informarán los costos de obtención, conservación, envío al laboratorio y análisis de las muestras y contra muestras.

- Se faculta a asociaciones gremiales, cooperativas o sociedades comerciales del sector productivo agropecuario, para designar un Veedor que supervigile o inspeccione el cumplimiento de los procedimientos que contempla el sistema. Las partes no podrán impedir el cumplimiento de su función.

- En aquellos casos en que los laboratorios con que operen los agroindustriales o intermediarios se registraren como laboratorios de ensayo, el SAG hará las veces de Veedor.

- Se establece, para agroindustriales o intermediarios, la obligación de mantener en su establecimiento, a vista del público, un listado de precios de referencia.

- El SAG llevará los registros de laboratorios de ensayo, de ensayo arbitrador y de calibración. Sólo éstos podrán intervenir en el sistema, realizando los ensayos para el análisis de las muestras y contra muestras, o bien llevar a cabo las calibraciones de equipos e instrumental utilizados por los mismos. 

- El SAG será quien fiscalizará las normas de la ley y su reglamento. Se establecen ciertas infracciones y sanciones, que serán conocidas y resueltas, en algunos casos por el SAG y en otros por el Juzgado de Policía Local.

- Dentro de los 2 años siguientes desde la vigencia de la ley, los procedimientos de muestra y contra muestra o medición, podrán realizarse por laboratorios que se encuentren en procesos de registro pero debidamente autorizados por el SAG.


Enseguida, el Honorable Senador señor Lagos consultó qué se espera que ocurra cuando, luego de efectuado el proceso de muestreo y análisis respecto de un determinado producto, los resultados arrojen que las características del mismo no eran las que previamente se habían declarado. En tal sentido, preguntó, por una parte, si el propósito real de la iniciativa en estudio va en la dirección de asegurar que el valor que se ofrezca a un productor agropecuario nacional sea igual al que se ofrezca a un importador, tratándose de un mismo producto; y, por otra, si se han chequeado las implicancias que pudiera llegar a tener en el marco de los compromisos comerciales asumidos internacionalmente por Chile.


El Honorable Senador señor Frei coincidió con las aprensiones manifestadas por el Honorable Senador señor Lagos, a las que añadió su preocupación por la forma en que el SAG ha de llevar a cabo el control de la internación de determinados productos. Esta problemática, graficó, se ve acentuada en el sur del país en época de verano, atendida la existencia de múltiples pasos fronterizos y, hoy en día, las desvinculaciones de personal que han tenido lugar en dicho Servicio. 


El señor Subsecretario de Agricultura hizo ver que el proyecto de ley persigue actualizar una práctica que ya es común en el mundo agrícola: que los pagos por productos que antaño se hacían en función de su volumen, hoy se hacen en atención a determinados atributos, como, por ejemplo, su contenido proteico o graduación alcohólica.


En la medida que la comercialización se sofistica, ahondó, se hace también más vulnerable la posición de los vendedores, cuando no cuentan con la información adecuada ni, en concreto, con análisis de muestras y contramuestras de los productos. De ahí la relevancia de establecer un procedimiento formal que obligue a la industria a mantener un stock de contramuestras, otorgando, a la par, la posibilidad al agricultor de solicitar una de ellas cuando le parezca que el análisis de una primera muestra no se ajusta a la realidad. Fijarlo por ley, destacó, contribuirá a un mejor funcionamiento del mercado, en el que existirá mayor transparencia y claridad acerca de las condiciones en que se efectuará el pago de los productos. Y debiera redundar, a la larga, en un mayor desarrollo de la agricultura de contratos, que permita que las condiciones se establezcan de manera previa entre las partes, cuestión que no acontece, hoy en día, en mercados como el trigo y el maíz.


En relación con las implicancias internacionales de la regulación que se está proponiendo, afirmó que los productos agropecuarios no procesados que ingresan a Chile son pocos. De modo que conocer las condiciones de compra y qué hay detrás del precio en que se transan en el mercado internacional, permitirá que los precios internos se homologuen de mejor forma a los extranjeros. Comúnmente, ejemplificó, se dice que el trigo chileno es de mejor calidad que el argentino, pero no se cuenta con una manera de determinar a ciencia cierta cuál y cómo es el que se importa desde ese país. Gracias al presente proyecto de ley, el mismo mecanismo que se establece para los productores internos será aplicable a los importadores agropecuarios; no hacerlo así, consignó, sería discriminatorio.


Respecto del control que ejercerá el SAG, por otra parte, indicó que se contemplan en la iniciativa en estudio atribuciones adicionales, si bien no del todo activas, orientadas a llevar registros, fiscalizar y, en fin, erigirse en la institución del Ministerio de Agricultura más vinculada al nuevo procedimiento.  De acuerdo con lo manifestado por las autoridades de dicho Servicio, agregó, éste se encuentra preparado para asumir nuevas tareas, habida cuenta, además, que el control en fronteras es marginal en relación con la toma de muestras de importaciones.     


La Honorable Senadora señora Rincón hizo presente su preocupación por la realidad que afecta a los productores nacionales de grano, por la competencia desleal a que se ven expuestos por el subsidio de que goza el procedente de Argentina. Recordó, al efecto, que la protección a los productores nacionales fue parte de las promesas de campaña del actual Presidente de la República.  


El Honorable Senador señor Lagos expresó no comprender el efecto que va a seguir a la realización del procedimiento de muestras y contramuestras, más allá, desde luego, de la mejor información con que contará el comprador, que si bien hoy está ausente, no difiere de lo que acontece en diversas actividades económicas. En estas últimas, sin embargo, no se recurre a un procedimiento como el que se está proponiendo en esta ocasión, que sólo impacta sobre determinados productos -trigo, maíz y remolacha- presentes en cuatro regiones del país, pero que han demostrado ser de alta sensibilidad entre los agentes del mercado. 


No se advierte, prosiguió, por qué deba exigirse a los importadores sujetarse a esta nueva regulación antes de la internación, pues si alguno de ellos está pagando de más por un trigo de menor calidad que el chileno, ha sido porque libre y legítimamente así lo ha decidido, y nada se puede hacer para impedírselo. Cuál sería el efecto una vez constatado esa inferior calidad, preguntó, ¿debe acaso forzosamente comprar el producto chileno? ¿Qué se hace una vez transparentado el precio, si en Chile existe libertad para fijarlo? ¿Hay alguna sanción? Y si, del otro lado, existen quienes acusan ser víctimas de competencia desleal, dumping u otras prácticas atentatorias contra la competencia, nuestro ordenamiento jurídico ya contempla instancias y mecanismos de reclamo y resolución, quedando siempre a salvo, además, la posibilidad de establecer alguna clase de salvaguardia. 


Por todo lo expuesto, insistió, no se observa la necesidad de crear esta nueva regulación. 


Consultó, asimismo, si la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales (DIRECON) tuvo oportunidad de pronunciarse acerca de la conveniencia del proyecto de ley que se está analizando.


El Honorable Senador señor García hizo notar la existencia de dos precedentes que avalan la necesidad de la iniciativa en estudio. El primero, el de los productores de leche que entregaban un producto con un determinado componente de materia grasa, pero veían castigado el precio cuando las plantas lecheras aducían que no era tal o que la leche iba sucia. Este conflicto pudo ser regulado luego de la intervención de la Fiscalía Nacional Económica. El segundo, el de la remolacha, donde el nivel de azúcar del tubérculo declarado por el productor difería del que determinaba, y pagaba, más tarde la planta procesadora.     


El mismo tipo de problema, culminó, se está verificando hoy en día con el trigo. De ahí que la manera de objetivar el proceso y dotar de herramientas de defensa al productor, sea el establecimiento de este sistema de muestras y contramuestras.


En lo que a las importaciones a su turno respecta, hizo hincapié en que, tal como declara el inciso tercero del artículo 2° del proyecto despachado por la Comisión de Agricultura en su segundo informe, el objetivo no es otro que permitir obtener información que facilite la comparación con los productos nacionales, según los criterios y parámetros que al efecto se dicten. La finalidad, entonces, es de índole estadística, no para incidir sobre el precio.


El señor Subsecretario de Agricultura señaló que durante la actual administración, se ha podido constatar que la información registrada en Aduanas al ingreso, no era lo suficientemente completa como para permitir dimensionar qué estaba ocurriendo, por ejemplo, en la industria del grano. Tal realidad, por cierto, no se aviene con el propósito de contar con un mercado competitivo que sea reflejo de los precios que se transan internacionalmente, cuestión a la que obsta el hecho, relevante, de que quienes importan son los mismos agentes que compran después internamente. Éstos, a la hora de fijar condiciones de precios a los productores nacionales, debieran estar dispuestos a aplicar el mismo criterio de su costo alternativo, pues, en caso contrario, podrían arbitrar precios con la falta de información. Así, por ejemplo, el agente que compra trigo a un precio en el mercado internacional, pero no está dispuesto a decir cuál de todas las clases de trigo realmente está adquiriendo.


El objetivo, en consecuencia, es que las categorías de clasificación de los productos que hoy se comercializan en el exterior y en el interior, se homologuen para ser efectivamente comparables. Para ello, continuó graficando, no puede ocurrir que la glosa aduanera -que se debe modificar por vía administrativa- hable solamente de la categoría “trigo”, en circunstancias que en el mundo se transan cuatro clases de trigo. Realizar esta clase de perfeccionamiento se trasuntará en mejor información para el mercado, otorgando, por ejemplo, una señal a los productores nacionales sobre qué clase de trigo producir, o entregando un parámetro para el precio que un comprador deberá pagar en la época de la cosecha en Chile.


Todo esto, concluyó, repercutirá en que pueda funcionar el mercado financiero de los futuros, precisamente por la correlación entre los mercados externo e interno.


El Honorable Senador señor Lagos expresó comprender y compartir que, en el ámbito interno, la iniciativa en estudio permitirá zanjar las diferencias que se verifiquen entre los productores nacionales y los compradores de sus productos. 


En lo relativo a las importaciones, empero, el proyecto parece obedecer a la concepción de que un productor nacional de trigo no está en conocimiento de lo que importan los molineros, cuestión, en su opinión, errada, pues su grado de experticia es tal que sin duda lo sabe.


El Honorable Senador señor Frei resaltó que, a fin de cuentas, las implicancias que el presente proyecto tenga dependerán de los reglamentos que el Ejecutivo dicte, pues en varias de sus disposiciones se encarga a dichos cuerpos normativos la regulación de una serie de materias. Con todo, es esperable que sea una contribución desde la perspectiva de la información y estadística que pondrá a disposición de los participantes del mercado.


El Honorable Senador señor Lagos reiteró su consulta sobre si la DIRECON tomó oportuno conocimiento o participó de las distintas etapas de la iniciativa en estudio.


El señor Subsecretario de Agricultura señaló no estar al tanto si el presente proyecto fue o no específicamente analizado por la DIRECON. Sin embargo, hizo ver, se trata de un Mensaje del Ejecutivo, que, en consecuencia, fue sometido a las diversas instancias internas de estudio y análisis a que deben sujetarse todas las iniciativas emanadas de dicho Poder del Estado.



El Honorable Senador señor García acotó que las quejas de los productores de trigo se relacionan con la mala calidad del producto que se importa desde Argentina, que además en Chile se mezcla, lo que a la larga incide en que se reduzcan los precios que pueden cobrar. De ahí la relevancia, indicó, de contar con un registro estadístico de lo que ingresa a nuestro país.  


El Honorable Senador señor Lagos insistió en que por más que se homologuen los tipos de trigo e, incluso, se haga ver al molinero que el que importa es de calidad inferior al nacional, podrá este igualmente optar por comprar el que viene desde el exterior, por la razón que sea.


El señor Subsecretario de Agricultura coincidió con el razonamiento del Honorable Senador señor Lagos, pues nadie podrá obligar al comprador a adquirir trigo nacional. La diferencia radica en que esa decisión podrá ser tomada, ahora, con toda la información a disposición del mercado. En la actualidad, sostuvo, esto no es así, ni es efectivo que los productores sepan qué tipo de producto es el que importan los molineros, pues se trata de un mercado sumamente atomizado.


Como fuere, culminó, lo cierto es que la situación actual requiere la adopción de diferentes medidas que permitan que el mercado funcione de la manera más transparente posible, y que los precios internos sean reflejo de los que operan en el exterior, en las diferentes categorías que existen. 

- - -

DISCUSIÓN PARTICULAR

De conformidad con su competencia, la Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos 7°; 8°, inciso segundo; 17 y 19 del proyecto, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Agricultura en su segundo informe, como corresponde de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41 del Reglamento de la Corporación. 


A continuación se describen o reproducen, en el orden del articulado del proyecto, las disposiciones sometidas al conocimiento de la Comisión de Hacienda, así como las votaciones que sobre ellas recayeron. 

Artículo 7°


Este artículo crea, en el Servicio Agrícola y Ganadero, los registros de laboratorios de ensayo, de laboratorios de ensayo arbitrador y de laboratorios de calibración, todos los cuales serán administrados por el Servicio.


En el inciso segundo encarga al reglamento de la ley que el presente proyecto propone, el establecimiento de los requisitos para obtener la inscripción de los laboratorios en alguno de los registros señalados, así como las exigencias para mantener dicha inscripción.

Artículo 8°

Esta disposición se inserta en el Título III de la iniciativa, relativo al procedimiento de análisis de muestras y contramuestras, y de medición. Literalmente, dispone lo siguiente:

“Artículo 8°.- En la primera transacción comercial de un producto agropecuario y de conformidad a lo establecido en los reglamentos señalados en el artículo 4°, será obligatorio para el agroindustrial o intermediario la obtención, custodia y conservación de una muestra y una contramuestra del producto, así como el envío de la muestra al laboratorio de ensayo y de la contramuestra a un laboratorio de ensayo arbitrador. 


Para efectos de este artículo, los laboratorios con que operen los agroindustriales o intermediarios, sean éstos propios o ajenos, podrán analizar las muestras de los productos, siempre que se registren como laboratorios de ensayo conforme a las normas de la presente ley y de sus reglamentos. Dichos laboratorios quedarán sujetos a la fiscalización e inspección del Servicio, el que en tales casos sustituirá al veedor, haciendo sus veces. Con todo, el Servicio podrá encomendar el ejercicio de esta facultad a entidades públicas o privadas, conforme a lo señalado en la letra n) del artículo 7° de la ley N° 18.755.


No será obligatorio el envío de la contramuestra al laboratorio de ensayo arbitrador cuando los agroindustriales o los intermediarios habiliten e implementen protocolos de custodia que garanticen la inviolabilidad y la conservación de las contramuestras. Para los efectos de este inciso, los protocolos de custodia serán los contenidos en los reglamentos a los que se refiere el artículo 4°.”.



Cabe consignar que, con arreglo a su competencia, la Comisión de Hacienda se pronunció solamente acerca del inciso segundo del artículo 8°.

Artículo 17



Dispone que sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiera corresponder a quienes cometan las infracciones a que se refiere el artículo 16 (que detalla las infracciones a la ley que se viene proponiendo), el agroindustrial y los laboratorios registrados en los que se desempeñen los infractores, podrán ser sancionados con la suspensión de 5 a 100 días del ejercicio de las funciones, reguladas en la ley que se propone  y sus reglamentos, y con multa a beneficio fiscal de 10 a 250 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, la multa será de 20 a 500 unidades tributarias mensuales.

Artículo 19


Prescribe que el incumplimiento de las obligaciones o prohibiciones establecidas en los artículos 5°, 6°, 8°, 10 y 11 se sancionarán, por el Servicio, de acuerdo con el procedimiento establecido en el Párrafo IV, del Título I, de la ley N° 18.755, con multa de 5 a 50 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, la multa será de 10 a 100 unidades tributarias mensuales.


Los artículos 7°, 8°, inciso segundo, 17 y 19 fueron aprobados por 3 votos a favor y 1 abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei y García, y se abstuvo el Honorable Senador señor Lagos.

- - -

INFORME FINANCIERO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 11 de noviembre de 2011, señala, de manera textual, lo siguiente:

“Indicación al Proyecto de Ley Mensaje N° 080 - 359

I. Antecedentes.

El proyecto de ley contribuye a resolver un problema acerca de las controversias que se presentan con respecto a las características de los productos agropecuarios en los procesos de comercialización de dichos productos, dado que no se dispone de procedimientos que permitan resolver dichas controversias. Para el caso de productos importados, no existe un mecanismo oficial que permita homologar la calidad de los productos importados a las normas vigentes definidas para productos nacionales.

En ese sentido, el objetivo del proyecto es establecer mecanismos e instrumentos que asistan la libre determinación de precios en las transacciones, regulando y transparentando procedimientos que determinan calidad y cantidad de los productos que se transan en el mercado agrícola. Para el caso de productos importados, se busca establecer un mecanismo de muestreo y análisis que permita obtener mayor y mejor información respecto de las características del producto, contribuyendo con información comparativa para transparentar el mercado y colaborar en la toma de decisiones productivas y comerciales.

Cabe señalar que expresamente el proyecto exceptúa de la aplicación de sus disposiciones a aquellas transacciones que se realizan de acuerdo con leyes especiales.

En lo sustantivo, el proyecto establece en forma obligatoria un procedimiento de análisis de muestras y contra muestras de los productos agropecuarios que se transan en el mercado nacional y que no están regulados por una ley especial. En el caso de productos importados, se contempla la obligatoriedad al importador de obtener, conservar y presentar una muestra de dichos productos para su análisis en laboratorio.

A su vez, el proyecto obliga a los agroindustriales o intermediarios a mantener visible un listado de precios de referencia y emitir una guía de entrega, documento que da cuenta de la cantidad de producto recibido y del listado de precios de referencia, la cual también suscribe el productor agrícola (que aporta con las materias primas para que el agroindustrial las procese).

La responsabilidad operativa del proyecto recae en el Servicio Agrícola y Ganadero (SAG), organismo encargado de crear y mantener un registro de laboratorios de Ensayo, Ensayo y Arbitrador y de Calibración, los cuales serán administrados por el servicio.

Respecto al procedimiento de análisis de muestras y contra muestras, se establece que en la primera transacción comercial de un producto agropecuario nacional será responsabilidad de un agroindustrial o intermediario obtener y conservar una muestra y contra muestra del producto, enviándose la muestra al laboratorio de ensayo y la contra muestra al laboratorio de ensayo arbitrador. Tratándose de productos importados, el importador debe hacer llegar una muestra de los productos a un laboratorio de ensayo o ensayo arbitrador antes de su comercialización en Chile.

La fiscalización del cumplimiento de las normas que dispone el presente cuerpo legal recae en el SAG. Al respecto, las denuncias podrán ser realizadas por cualquier interesado o funcionarios del servicio antes señalado.

Finalmente, se incorporan dos disposiciones transitorias. La primera otorga un plazo de hasta dos años a los laboratorios de ensayo, ensayo y arbitrador y calibración para operar mientras se encuentran en proceso de obtener su registro (no obstante en dicho periodo deben ser autorizados por el SAG). La segunda, establece un plazo de 120 días desde la fecha de publicación de la ley para la dictación del reglamento que regula en forma específica la aplicación de esta ley.

Por su parte, la Indicación de Mensaje N° 080-359 introduce las siguientes modificaciones al Proyecto de Ley:

a) Reemplaza el art. 11 por el actual art. 13, en el cual se establece que en el caso de las primeras transacciones comerciales el resultado definitivo de los análisis de calidad y la información consignada en la Guía de Entrega tendrán carácter de plena prueba.

b) Introduce un nuevo art. 12, en el cual se obliga a obtener, conservar y enviar una muestra de los productos agropecuarios importados a los laboratorios de ensayo o de ensayo arbitrador. Asimismo, se establece que por medio de un reglamento se establecerán los procedimientos y parámetros de los análisis de las características de los productos importados y la forma en que el Servicio Agrícola y Ganadero supervisará la obtención, conservación y envió de las muestras al laboratorio. Finalmente, encarga a la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias dar a conocer al público los resultados de estos análisis.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

El Proyecto de Ley significará un mayor gasto estimado de $170.802 miles cuando se encuentre en régimen, recursos que serán provistos desde la Partida Tesoro Público.

El gasto señalado precedentemente permitirá fortalecer las funciones del Servicio Agrícola y Ganadero en cinco ámbitos:

1. Administración de registros de laboratorios de Ensayo, Ensayo y Arbitrador y de Calibración.

2. Fiscalización de las tres categorías de laboratorios antes señalados.

3. Fiscalización de establecimientos agroindustriales que comercializan productos nacionales e importados.

4. Gestión de causas por infracción a la normativa.

5. Elaboración y perfeccionamiento de reglamentos.

Como supuesto base para el cálculo de los costos de implementación de esta ley, se considera que ésta se implementará en una primera etapa en tres categorías de productos: granos, ganado de pie y productos lácteos. Asimismo, se asume solo a partir del segundo año labores de fiscalización a empresas agroindustriales y de gestión de causas por infracción a la normativa.

En base a lo anterior los costos por cada uno de los ámbitos antes señalados son los siguientes:

1. Administración de registros de laboratorios

Para estos efectos se considera la contratación de un profesional en calidad de contrata, grado 11, con el siguiente costo:

	Descripción
	Año 1
	Año 2
	Año 3

	
	N°
	Monto (miles$)
	N°
	Monto (miles$)
	N°


	Monto (miles$)

	
	
	Mes 
	Año
	
	Mes
	Año
	
	Mes
	Año

	Profesional G°11
	1
	1.339
	16.068
	1
	1.339
	16.068
	1
	1.339
	16.068

	Total
	1
	1.339
	16.068
	1
	1.339
	16.068
	1
	1.339
	16.068


Fuente: Servicio Agrícola y Ganadero.

2. Fiscalización de laboratorios
2.1 Laboratorios de Ensayo

- Contratación de personal: Se contempla la incorporación de un profesional a contrata en grado 11. Este profesional deberá realizar 102 visitas a los laboratorios del rubro granos y 29 visitas al rubro lácteos, lo que equivale a una visita al año a cada uno de los laboratorios existentes en el país en cada uno de estos rubros. Por cada visita, el profesional utiliza 1,5 jornadas.

- Viáticos: Dadas las visitas a los laboratorios (1,5 jornadas), se consideran viáticos para un profesional grado 11, estimándose la primera jornada al 100% (valor: $41,2 miles) y la siguiente al 40% ($16,48 miles)
.
- Arriendo de vehículos: Se considera el equivalente a 11 meses de arriendo de vehículos (costo mensual: $632 miles).

	Descripción
	Año 1
	Año 2
	Año 3

	
	N°
	Monto (miles$)
	N°
	Monto (miles$)
	N°


	Monto (miles$)

	
	
	Mes 
	Año
	
	Mes
	Año
	
	Mes
	Año

	Profesional G°11
	1
	1.339
	16.068
	1
	1.339
	16.068 
	1
	1.339
	16.068

	Viáticos nacionales
	131
	
	7.556
	131
	
	7.556
	131
	
	7.556

	Arriendo de vehículos
	11
	632
	6.952
	11
	632
	6.952
	11
	632
	6.952

	Total
	
	1.971
	30.576
	
	1.978
	30.576
	
	1.978
	30.576


Fuente: Servicio Agrícola y Ganadero.

2.2 Laboratorios de Ensayo y Arbitrador

- Remuneraciones por inspección: Se considera el gasto equivalente al sueldo de un profesional a contrata en grado 11 (lo que equivale un costo por jornada de $44,6 miles), para un total de 6 visitas a los laboratorios (tres al rubro granos y tres al rubro lácteos).

- Viáticos: Se considera el costo unitario señalado en el punto anterior, para 6 visitas.

- Arriendo de vehículos: Se considera el costo unitario señalado en el punto anterior, para el equivalente a medio mes.

De acuerdo con lo señalado precedentemente, el costo de fiscalización de este tipo de laboratorios es el siguiente:

	Descripción
	Año 1
	Año 2
	Año 3

	
	N°
	Monto (miles$)
	N°
	Monto (miles$)
	N°


	Monto (miles$)

	
	
	Mes
	Año
	
	Mes
	Año
	
	Mes
	Año

	Remuneraciones (profesional equivalente a contrata G°11)
	6 visitas
	-
	402
	6 visitas
	
	402
	6 visitas
	-
	402

	Viáticos nacionales
	6 visitas
	
	346
	6 visitas
	
	346
	6 visitas
	
	346

	Arriendo de vehículos
	0,5 meses
	632
	316
	0,5 meses
	632
	316
	0,5 meses
	632
	316

	Total
	
	-
	1.064
	
	-
	1.064
	
	
	1.064


Fuente: Servicio Agrícola y Ganadero. 

2.3 Laboratorios de Calibración

Los supuestos sobre nivel de actividad y costos son los mismos que los señalados para el caso de los laboratorios de ensayo y arbitrador. Por tanto, el costo total es el mismo en cada período.

3. Fiscalización de agroindustriales

- Se considera la fiscalización de establecimientos de la agroindustria en que se transan tanto productos nacionales como importados.

- Contratación de personal: Se contempla la incorporación de 4 profesionales grado 11 (tres para fiscalización de productos nacionales y uno para productos importados) a partir del segundo año de aplicación de la ley. Implica un total de 126 visitas a los productores de granos, 276 visitas para ganado de pie y 678 visitas de Iácteos.

- Viáticos: Se calcula el pago de este para un profesional grado 11, considerándose una jornada por visita al 40% (valor: $16,48 miles).

- Arriendo de vehículos: Se estima el equivalente a 35 meses de arriendo de vehículos (costo mensual: $632 miles).

	Descripción
	Año 1
	Año 2
	Año 3

	
	N°
	Monto (miles$)
	N°
	Monto (miles$)
	N°


	Monto (miles$)

	
	
	Mes
	Año
	
	Mes
	Año
	
	Mes
	Año

	Profesional G°11
	
	-
	-
	4
	1.339
	64.272
	4
	1.339
	64.272

	Viáticos nacionales
	
	-
	-
	700
	-
	11.536
	700
	-
	11.536

	Arriendo de vehículos
	
	-
	-
	35
	632
	22.120
	35
	632
	22.120

	Total
	
	-
	-
	
	1.971
	97.928
	
	1.971
	97.928


Fuente: Servicio Agrícola y Ganadero.

4. Gestión de Causas por Infracción a la Normativa.

Contratación de personal: Se contempla la incorporación de un profesional a contrata en grado 11, a partir del segundo año:

	Descripción
	Año 1
	Año 2
	Año 3

	
	N°
	Monto (miles$)
	N°
	Monto (miles$)
	N°


	Monto (miles$)

	
	
	Mes
	Año
	
	Mes
	Año
	
	Mes
	Año

	Profesional G°11
	
	
	
	1
	1.339
	16.068
	1
	1.339
	16.068

	Viáticos nacionales
	
	
	
	1
	1.339
	16.068
	1
	1.339
	16.068


Fuente: Servicio Agrícola y Ganadero.

5. Elaboración y perfeccionamiento de reglamentos.

Contratación de personal: Se considera gasto equivalente a 6 meses de un profesional a contrata en grado 11, cada año:

	Descripción
	Año 1
	Año 2
	Año 3

	
	N°
	Monto (miles$)
	N°
	Monto (miles$)
	N°


	Monto (miles$)

	
	
	Mes
	Año
	
	Mes
	Año
	
	Mes
	Año

	Profesional G°11
	1
	1.339
	8.034
	1
	1.339
	8.034
	1
	1.339
	8.034

	Viáticos nacionales
	1
	1.339
	8.034
	1
	1.339
	8.034
	1
	1.339
	8.034


Fuente: Servicio Agrícola y Ganadero.

De acuerdo con lo señalado en los puntos anteriores, el mayor gasto que implica la aplicación de la presente Ley en el SAG se resume en lo siguiente:

	Descripción
	Año 1
	Año 2 y siguientes

	Profesionales
	40.974
	121.314

	Viáticos nacionales
	8.248
	19.784

	Arriendo vehículos
	7.584
	29.704

	Total
	56.806
	170.802


Por su parte, la Indicación de Mensaje N° 080-359 no implica un mayor gasto fiscal adicional, a aquel que se estableció previamente.”.


Posteriormente, la Dirección de Presupuestos emitió un nuevo Informe Financiero (Mensaje N° 230-360), de 16 de octubre de 2012, cuyo tenor textual es el que sigue:

“I. Antecedentes.

La Indicación presentada introduce modificaciones que perfeccionan el Proyecto de Ley que Regula las Transacciones Comerciales de Productos Agropecuarios, en el siguiente sentido:

a) Precisa la definición de transacciones comerciales a los cereales.

b) Permite que laboratorios pertenecientes a agroindustriales o intermediarios, puedan analizar las muestras de los productos, siempre que se registren como laboratorios de ensayo conforme a las normas de esta ley, quedando sujetos a la fiscalización, supervigilancia e inspección directa del Servicio Agrícola y Ganadero.

c) Establece que no será obligatorio el envío de la contramuestra al laboratorio de ensayo arbitrador cuando los agroindustriales o los intermediarios habiliten e implementen protocolos de custodia que garanticen la inviolabilidad y la conservación de las contra muestras.

d) Especifica quién se hace cargo de los costos en aquellos casos en que una parte de la transacción no estuviere conforme con el resultado obtenido del análisis de la muestra (dicha parte podrá solicitar el examen de la contramuestra por el laboratorio de ensayo arbitrador). El costo será de cargo del productor cuando el resultado del examen de la contra muestra confirme o sea consistente con el resultado del análisis de la muestra, y será de cargo del agroindustrial o intermediario cuando el resultado del examen de la contra muestra fuere favorable al reclamo del productor.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

La indicación presentada no implica un mayor gasto fiscal, adicional a aquel que se estableció previamente en el Informe Financiero N° 131/2011 que acompaña al Proyecto de Ley en comento (Mensaje N° 588-358).”.

En consecuencia, las normas del proyecto en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Agricultura en su segundo informe, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1°.- La presente ley tiene por objeto establecer mecanismos e instrumentos que asistan a la libre determinación de precios en las transacciones de productos agropecuarios.


Artículo 2°.- Esta ley establece con carácter obligatorio un procedimiento de análisis de muestras y contramuestras, y medición, según corresponda, de los productos agropecuarios que se transan en el mercado nacional y que no se encuentran regulados por una ley especial.


Mediante uno o más reglamentos por producto o tipo de productos, aprobados por decreto supremo expedido por el Ministerio de Agricultura, que llevará además la firma del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, se determinarán los productos agropecuarios que se someterán al procedimiento que establece esta ley.


Tratándose de productos importados, el procedimiento que regula esta ley permitirá obtener información que facilite la comparación de éstos con los productos nacionales, según criterios y parámetros definidos en los reglamentos que se dicten en conformidad a esta ley, para los efectos de su transacción comercial en Chile.


Artículo 3°.- Para los efectos de la presente ley se entenderá por:


a) Intermediario: persona natural o jurídica que intermedia en las transacciones comerciales de productos agropecuarios.


b) Productor agrícola o productor: persona natural o jurídica que produce materias primas agropecuarias.


c) Agroindustrial: persona natural o jurídica que procesa o utiliza la materia prima proveniente de la producción primaria agropecuaria. 


d) Guía de recepción: documento autocopiativo que da cuenta de la cantidad, masa o volumen del producto recibido y del listado de precios de referencia, emitido por el agroindustrial o el intermediario, suscrita por éste y el productor o sus representantes.


e) Laboratorio de ensayo: organismo registrado de conformidad con la presente ley y su reglamento, que realiza los análisis para determinar las características de la muestra de los productos agropecuarios transados comercialmente, según los parámetros establecidos en los reglamentos que se establezcan a partir de la presente ley.


f) Laboratorio de ensayo arbitrador: organismo registrado de conformidad con la presente ley y su reglamento, que realiza los análisis para determinar las características de las muestras o contramuestras de los productos transados comercialmente. Este laboratorio deberá ser independiente de ambas partes y estar certificado en un sistema de gestión de laboratorios reconocido internacionalmente y participar en rondas internacionales de laboratorios.


g) Laboratorio de calibración: organismo registrado de conformidad con la presente ley y su reglamento, que realiza las calibraciones a los equipos e instrumentos que son utilizados por los laboratorios de ensayo, de ensayo arbitrador, o por los productores, intermediarios y por los agroindustriales para medir la cantidad, masa o volumen de los productos, o sus características, según corresponda. 


h) Producto agropecuario o producto: el que provenga directa o indirectamente de la agricultura, ganadería y apicultura, o de cualquier otra actividad que pueda ser entendida como agropecuaria.


i) Producto importado: el que provenga directa o indirectamente de la agricultura, ganadería y apicultura, o de cualquier otra actividad que pueda ser entendida como agropecuaria y que sea producido o elaborado fuera del territorio nacional.


j) Toma de muestras: acto de separar de una partida determinada de producto, una muestra representativa, a efectos de analizar sus características. 


k) Muestra: cantidad igual de producto tomada de cada punto de muestreo específico del lote, en todo su volumen o tomada del flujo del producto durante un período determinado, según lo establezca cada reglamento por producto o tipo de productos. 


l) Contramuestra: cantidad de producto equivalente a la muestra y que sea igualmente representativa de las características del producto.


m) Primera transacción: aquella transacción de un producto cuyo destino es la agroindustria y que se efectúa directamente entre el productor y el agroindustrial o un intermediario. 


n) Precios de referencia: listado de precios de los productos agropecuarios en relación con la cantidad, masa o volumen, o sus características.


ñ) Veedor: persona natural designada por los productores, por sí o a través de sus asociaciones gremiales, cooperativas, sociedades comerciales u otras organizaciones con personalidad jurídica representativas del sector agropecuario del ámbito productivo específico, para supervigilar o inspeccionar el cumplimiento de los procedimientos regulados en los reglamentos específicos por producto o tipo de productos en materia de toma, obtención, manipulación, conservación, transporte, custodia y análisis de muestras y contramuestras, como también en los procedimientos de medición de la cantidad, masa o volumen de los productos.



Artículo 4°.- Mediante uno o más reglamentos por productos o tipo de productos, aprobados por decreto supremo expedido por el Ministerio de Agricultura, el que además llevará la firma del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, se establecerán las metodologías para la medición de la cantidad, masa o volumen de los productos, así como la toma, la obtención, la manipulación, la conservación, el transporte y la custodia de las muestras y contramuestras, y el análisis de sus características. También, se regularán las metodologías a utilizar por los laboratorios de calibración en el desarrollo de su función.



Artículo 5°.- Los agroindustriales o intermediarios deberán mantener en su establecimiento, a la vista del público, un listado de precios de referencia, cuya vigencia o permanencia mínima se establecerá en el reglamento específico por productos o tipo de productos.



Le corresponderá a los reglamentos de esta ley, conforme a lo que se establezca para cada producto o tipo de productos, establecer los diferentes parámetros que componen el listado de precios de referencia, con el objeto que los interesados cuenten con la debida información de las condiciones comerciales ofrecidas por los agroindustriales o intermediarios. En particular, los reglamentos establecerán el modo en que se informarán los costos por concepto de obtención, conservación, envío al laboratorio y análisis de las muestras y contramuestras.



Artículo 6°.- Al momento de la entrega del producto transado el agroindustrial o intermediario, o quien lo represente, deberá emitir la guía de recepción, quedando el original en poder del productor o sus respectivos representantes.


Para los efectos del presente artículo, la representación del productor, agroindustrial o intermediario se acreditará conforme a lo que determine el reglamento de esta ley.

TITULO II

DEL REGISTRO DE LOS LABORATORIOS


Artículo 7°.- Créanse en el Servicio Agrícola y Ganadero, en adelante el Servicio, los registros de laboratorios de ensayo, de laboratorios de ensayo arbitrador y de laboratorios de calibración. Dichos registros serán administrados por el Servicio.


Le corresponderá al reglamento de esta ley establecer los requisitos para obtener la inscripción de los laboratorios en alguno de los registros señalados en el inciso precedente y las exigencias para mantener la vigencia de la inscripción.

TITULO III

DEL PROCEDIMIENTO DE ANALISIS DE MUESTRAS Y CONTRAMUESTRAS, Y DE MEDICIÓN



Artículo 8°.- En la primera transacción comercial de un producto agropecuario y de conformidad a lo establecido en los reglamentos señalados en el artículo 4°, será obligatorio para el agroindustrial o intermediario la obtención, custodia y conservación de una muestra y una contramuestra del producto, así como el envío de la muestra al laboratorio de ensayo y de la contramuestra a un laboratorio de ensayo arbitrador. 


Para efectos de este artículo, los laboratorios con que operen los agroindustriales o intermediarios, sean éstos propios o ajenos, podrán analizar las muestras de los productos, siempre que se registren como laboratorios de ensayo conforme a las normas de la presente ley y de sus reglamentos. Dichos laboratorios quedarán sujetos a la fiscalización e inspección del Servicio, el que en tales casos sustituirá al veedor, haciendo sus veces. Con todo, el Servicio podrá encomendar el ejercicio de esta facultad a entidades públicas o privadas, conforme a lo señalado en la letra n) del artículo 7° de la ley N° 18.755.

No será obligatorio el envío de la contramuestra al laboratorio de ensayo arbitrador cuando los agroindustriales o los intermediarios habiliten e implementen protocolos de custodia que garanticen la inviolabilidad y la conservación de las contramuestras. Para los efectos de este inciso, los protocolos de custodia serán los contenidos en los reglamentos a los que se refiere el artículo 4°.



Artículo 9°.- Si alguna de las partes de la transacción no estuviere conforme con el resultado obtenido del análisis de la muestra, podrá solicitar el examen de la contramuestra al laboratorio de ensayo arbitrador. El resultado de este análisis será el definitivo. 


El costo del análisis de la contramuestra por el laboratorio de ensayo arbitrador será de cargo del agroindustrial o intermediario cuando el resultado del examen de la contramuestra fuere favorable al reclamo del productor. A su vez, dicho costo será de cargo del productor cuando el resultado del examen de la contramuestra confirme o sea consistente con el resultado del análisis de la muestra.



Los resultados de los análisis deberán notificarse a los interesados, de la manera que se indique en el reglamento de esta ley.


Transcurrido un plazo de ocho días contado desde la notificación del resultado del análisis de la muestra, el agroindustrial o el intermediario, podrá poner fin a la custodia de la contramuestra, destruyéndola o disponiendo libremente de ella, si concurre algunas de las siguientes situaciones:


a) El productor no solicita el examen de la contramuestra. 


b) Antes del transcurso de dicho plazo el productor manifiesta, por escrito, su conformidad con el resultado del análisis de la muestra.


c) Si el productor acepta expresamente la respectiva liquidación o si ésta es aceptada tácitamente, mediante su cobro.


Artículo 10.- Los productores que no están comprendidos en los casos a los que se refiere el inciso segundo del artículo 8°, podrán por sí, o por medio de las asociaciones gremiales, cooperativas o sociedades comerciales, representativas del sector agropecuario del ámbito productivo, designar mediante un poder autorizado ante notario, a una persona para que, en calidad de veedor, supervigile o inspeccione el cumplimiento de los procedimientos de obtención, custodia, conservación y envío de muestras y contramuestras. Asimismo, podrá ejercer dichas tareas en los procedimientos de medición de la cantidad, masa o volumen de los productos agropecuarios nacionales, no pudiendo impedírsele el cumplimiento de su función.



En la guía de recepción se deberá dejar constancia de la presencia del veedor en cualquiera de los procedimientos señalados en el inciso anterior. En el mismo documento, el veedor consignará las actuaciones u omisiones que vulneren las metodologías establecidas en los reglamentos a que hace referencia el artículo 4°. 


Salvo los casos a que se refiere el inciso segundo del artículo 8°, los requisitos de idoneidad profesional que se deberán cumplir para ser designado veedor se determinarán en el reglamento de esta ley.

Artículo 11.- Tratándose de las primeras transacciones, el resultado definitivo de los análisis de calidad y la información consignada en la guía de recepción tendrán el carácter de plena prueba, para aquellos casos en que sea necesario recurrir a la justicia.

TITULO IV

DE LA INFORMACIÓN SOBRE LOS PRODUCTOS IMPORTADOS



Artículo 12.- Con el objeto de mantener informado al público acerca de las características de los productos agropecuarios que se importen, antes de que sean internados en el país, será obligatorio obtener, conservar y enviar una muestra de dichos productos para su análisis a un laboratorio de ensayo o de ensayo arbitrador. La obtención, conservación y envío de la muestra será responsabilidad del importador, bajo supervisión del Servicio.



Existirá un reglamento aprobado por decreto supremo expedido por el Ministerio de Agricultura, para cada producto o tipo de producto importado objeto de análisis de acuerdo a la presente ley. Este reglamento establecerá los procedimientos y parámetros que se utilizan en el examen de las características de los productos importados y la forma en que el Servicio supervisará la obtención, conservación y envío de la muestra al laboratorio, estableciendo un adecuado mecanismo de cadena de custodia.



La información resultante de dichos análisis será puesta en conocimiento público a través de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias.



Artículo 13.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, el examen de inocuidad y de carácter sanitario que corresponda realizar a los productos importados, serán regulados de conformidad a la ley N° 18.164.

TITULO V

DE LAS INFRACCIONES, SANCIONES Y FISCALIZACIÓN



Artículo 14.- Le corresponderá al Servicio la fiscalización del cumplimiento de las normas de la presente ley y de sus reglamentos.



Artículo 15.- Las denuncias por infracciones a la presente ley serán realizadas por cualquier interesado o por los funcionarios del Servicio cuando las hayan conocido en el ejercicio de sus facultades fiscalizadoras.



Artículo 16.- Constituirán infracciones a la presente ley, las siguientes: 



a) Emitir informes o certificados sin haber practicado el procedimiento correspondiente.



b) Consignar en los informes o certificados datos distintos a los resultados obtenidos en el análisis o medición practicado.



c) Dejar de cumplir, deliberadamente o por negligencia inexcusable, los procedimientos de obtención, análisis, manipulación y transporte de muestras y contramuestras, como la conservación y custodia de ésta última.



d) Impedir u obstaculizar la actividad del veedor o de quien haga sus veces.



Artículo 17.- Sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiera corresponderles a quienes cometan las infracciones a que se refiere el artículo anterior, el agroindustrial y los laboratorios registrados en los que se desempeñen los infractores, podrán ser sancionados con la suspensión de 5 a 100 días del ejercicio de las funciones reguladas en la presente ley y sus reglamentos, y con una multa a beneficio fiscal de 10 a 250 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, la multa será de 20 a 500 unidades tributarias mensuales.



Artículo 18.- Conocerá de las infracciones señaladas en el artículo 16, el Juez de Policía Local con competencia en la comuna en que se haya cometido la infracción y las sancionará de conformidad con el procedimiento establecido en el Título I de la ley N° 18.287 o aquella que la reemplace.



Artículo 19.- El incumplimiento de las obligaciones o prohibiciones establecidas en los artículos 5°, 6°, 8°, 10 y 11 se sancionarán, por el Servicio, de acuerdo con el procedimiento establecido en el Párrafo IV, del Título I, de la ley N° 18.755, con multa de 5 a 50 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, la multa será de 10 a 100 unidades tributarias mensuales.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Artículo 1°.- Desde la entrada en vigencia de esta ley y hasta por dos años, los procedimientos de muestra y contramuestra o medición, según correspondiere, podrán ser llevados a cabo por laboratorios de ensayo, laboratorios de ensayo arbitrador o laboratorios de calibración que se encuentren en proceso de obtener su registro, debidamente autorizado por el Servicio Agrícola y Ganadero, de lo que se dejará constancia por escrito en la guía de recepción establecida en el artículo 6° de la presente ley.


Artículo 2°.- El reglamento que establecerá los requisitos para obtener la inscripción de los laboratorios en alguno de los registros a los que se refiere el artículo 7° esta ley, deberá dictarse dentro del plazo de 120 días contado desde la fecha de publicación de este cuerpo legal en el Diario Oficial.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 11 de diciembre de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señor José García Ruminot (Presidente), señora Ximena Rincón González y señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle y Ricardo Lagos Weber.


Sala de la Comisión, a 12 de diciembre de 2012.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,
Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE OTORGA A LOS FUNCIONARIOS DE LA JUNTA NACIONAL DE JARDINES INFANTILES CONDICIONES ESPECIALES PARA LA BONIFICACIÓN POR RETIRO VOLUNTARIO POR EL PERÍODO QUE INDICA Y UNA BONIFICACIÓN ADICIONAL (8447-04)
HONORABLE SENADO:
La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de simple.

Cabe señalar que este proyecto de ley fue discutido por la Comisión en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala del Senado, según lo prevé el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado.
A la sesión en que se analizó esta iniciativa legal concurrieron las siguientes personas:

De la Junta Nacional de Jardines Infantiles: la Vicepresidenta Ejecutiva, señora María Francisca Correa, y el Jefe de Comunicaciones, señor Tomás Urzúa.

De la Asociación de Funcionarios de la Junta Nacional de Jardines Infantiles: su Presidenta, señora Julia Requena y las dirigentes, señoras Magaly Lamata y Grinilda Bruna.

Del Ministerio de Educación: el Asesor, señor Raúl Figueroa.

De la Dirección de Presupuestos: el Subdirector de Racionalización y Función Pública, señor Hermann Von Gersdorff.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: la Asesora, señorita Daniela Iglesias.

De la Biblioteca del Congreso Nacional: el Analista, señor Luis Castro.
De la oficina de la Honorable Senadora señora Von Baer: la Asesora, señora Constanza Hube.
De la oficina del Honorable Senador señor Cantero: el Asesor, señor Rolando Neira.
De la oficina del Honorable Senador señor Escalona: el Asesor, señor Felipe Barnechea.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

En lo sustantivo, el proyecto de ley de la referencia tiene por objeto otorgar condiciones especiales respecto de los funcionarios y funcionarias de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, por un periodo determinado, para la bonificación por retiro voluntario que contempla el título II de la ley N° 19.882. Asimismo, concede una bonificación adicional y compatibiliza los beneficios y requisitos establecidos con la ley N° 20.305, a los funcionarios de la referida institución.
- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de este proyecto de ley se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- Ley N° 17.301, de 1970, que crea la Corporación denominada Junta Nacional de Jardines Infantiles.

2.- Ley N° 19.882, de 2003, que Regula Nueva Política de Personal a los Funcionarios Públicos que Indica.

3.- Decreto Ley N° 3.500, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 1980, que Establece Nuevo Sistema de Pensiones.

4.- Ley N° 20.305, de 2008, que Mejora Condiciones de Retiro de los Trabajadores del Sector Público con Bajas Tasas de Reemplazo de sus Pensiones.

II.ANTECEDENTES DE HECHO

Mensaje Presidencial.

El Mensaje Presidencial con que se inicia este proyecto de ley sometido a conocimiento del Honorable Senado hace presente que los representantes de diferentes ámbitos del sector público han hecho ver su preocupación por las condiciones de egreso de aquellos funcionarios que, habiendo cumplido una larga trayectoria de entrega al servicio público, se preparan para pensionarse. Agrega que recogiendo esta inquietud, se dio inicio al estudio de la situación que presentan los incentivos al retiro de los funcionarios públicos, acordándose así la instalación de diversas mesas de trabajo para abordar el tema, diferenciadas por sector.

En ese contexto, asevera, la Asociación de Funcionarios de la Junta Nacional de Jardines Infantiles tomó la decisión de avanzar en las negociaciones, alcanzándose un acuerdo con el Gobierno que se suscribió el día 6 de marzo de 2012. En este marco, nace esta iniciativa de ley que consagra un plan especial de retiro para los funcionarios de la referida institución y que se justifica, además, en la trascendental labor que ellos cumplen en la educación parvularia.

Específicamente, la propuesta de ley en estudio propone mejorar las condiciones del incentivo al retiro establecido en la ley N° 19.882 respecto de los funcionarios y funcionarias que se desempeñen de planta y a contrata en la Junta Nacional de Jardines Infantiles que, en el período comprendido entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio del año 2014, ambas fechas inclusive, hayan cumplido o cumplan 60 años de edad, si son mujeres, o 65, si son hombres, que cesen en sus cargos por aceptación de renuncia voluntaria en los plazos que se establecen en este cuerpo normativo, y a más tardar el día 31 de marzo de 2015. 

Las condiciones propuestas se traducen en que los beneficiarios tendrán derecho a percibir una bonificación equivalente a un mes de remuneración imponible por cada dos años de servicio, con un máximo de 11 meses,-siendo igual para hombres y mujeres- en que no se aplicarán para estos funcionarios la disminución de meses en la bonificación que dispone el artículo noveno de la ley N° 19.882, en que se modifican los plazos para presentar la renuncia y para el retiro efectivo del personal y en que para las mujeres que hubiesen cumplido 60 años desde la fecha de publicación de esta ley, podrán presentar la renuncia voluntaria a su cargo en cualquiera de los períodos establecidos dentro del plan.

Asimismo, el proyecto concede, por una sola vez, una bonificación adicional de cargo fiscal equivalente a la suma de 395 unidades de fomento para aquellos funcionarios y funcionarias que se desempeñen de planta y contrata en la Junta Nacional de Jardines Infantiles que perciban la bonificación por retiro de la ley N° 19.882 en las condiciones especiales que se establecen en este nuevo cuerpo normativo, que a la fecha de la renuncia tuvieren 20 o más años de servicio y que se encuentren afiliados al sistema de pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, y que coticen o hayan cotizado, según corresponda, en dicho sistema.

Además, la iniciativa en estudio consagra, en ciertos casos, la compatibilidad de sus beneficios con aquellos establecidos por la ley N° 20.305.

Finalmente, este proyecto de ley contempla el otorgamiento de 25 cupos para aquellos funcionarios que al 31 de julio de 2010 ya hubiesen cumplido 65 ó 60 años de edad, quienes podrán postular a la bonificación adicional que se consagra, si cumplen con los requisitos establecidos para su percepción.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

Dando inicio análisis del proyecto de la referencia, la Comisión escuchó la exposición de la Vicepresidenta Ejecutiva de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, señora María Francisca Correa, quien explicó los principales contenidos de la iniciativa de ley en estudio. Sobre el particular afirmó que el proyecto de ley en estudio nació de un acuerdo entre el Gobierno y la Asociación de Funcionarios de la Junta Nacional de Jardines Infantiles destinado a mejorar las condiciones de retiro de sus funcionarios. Agregó que, concretamente, la iniciativa de ley propone mejorar las condiciones del incentivo al retiro establecido en la ley N° 19.882 en los términos que se han descrito precedentemente y que beneficia a aquellos funcionarios que cesen en sus cargos por aceptación de renuncia voluntaria en los plazos que se establecen en este cuerpo normativo. Acotó que ello se traduce en que la bonificación que contempla la ley N° 19.882, respecto de los funcionarios de la institución que encabeza, tendrá un máximo de 11 meses y será igual para hombres y mujeres.

Asimismo, añadió, la iniciativa concede, por una sola vez, una bonificación adicional de cargo fiscal equivalente a la suma de 395 unidades de fomento para aquellos funcionarios y funcionarias, en los términos que se han explicitado con anterioridad.
Destacó, además, que para aquellas personas que al 31 de julio de 2010 ya hubiesen cumplido los requisitos que se establecen en este cuerpo normativo, se contempla la posibilidad que puedan postular a la bonificación adicional anteriormente referida en la medida que cumplan las condiciones necesarias para su percepción. Al respecto, subrayó que se contempla para estos efectos un total de 25 cupos, los que se distribuyen en los períodos indicados. Aseveró que el número de cupos es suficiente para favorecer a las personas que se encuentran en dicha situación, toda vez que, de conformidad a los cálculos realizados, ellas serían solamente 12.

Tras explicar a grandes rasgos la iniciativa de ley, resaltó que los beneficios que ella contempla permitirán beneficiar a 1.093 mujeres y 28 hombres, personas que, en su mayoría, integran el estamento técnico de la institución. En efecto, precisó, se trata de 595 técnicos en atención de párvulos y 358 educadoras de párvulos.

Por último, hizo ver que para la institución que encabeza la aprobación de esta propuesta de ley es trascendental para reconocer, en cierta medida, la gran entrega que tanto las educadoras como las técnicos en atención de párvulos realizan en la formación de los niños de nuestro país, posibilitándoles condiciones de egreso que les permitan un merecido descanso. Con todo, aseguró que para la Junta Nacional de Jardines Infantiles lo anterior conlleva la necesidad de reemplazar alrededor de 1.100 funcionarios que con dedicación y vocación se han abocado a la educación de los menores.

Enseguida, la Comisión escuchó los planteamientos de la Presidenta de la Asociación de Funcionarios de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, señora Julia Requena, quien señaló que con anterioridad, existía, respecto de los funcionarios de esta institución, un incentivo al retiro. Sin embargo, informó que éste terminó el año 2010 y que, a partir de esta fecha, se incorporó su demanda en las peticiones del reajuste de remuneraciones del sector público, cuestión que se logró el año pasado y desde esa fecha cada gremio ha debido negociar su propio incentivo al retiro. 

Explicó que, para los funcionarios que representa, la aprobación del proyecto de ley en estudio resulta trascendental toda vez que les permitirá mejorar sus condiciones de egreso. Sobre el particular, puso de relieve que al interior de la institución existen funcionarios que han dedicado hasta 40 años de su vida a la formación de los niños y que sería de toda justicia posibilitarles los recursos necesarios que les aseguren tranquilidad a la hora de retirarse. Por las razones anteriormente consignadas, solicitó aprobar prontamente el proyecto presentado.

Concluida la presentación del proyecto de ley en estudio, el Honorable Senador señor Cantero, Presidente de la Comisión, ofreció la palabra a los integrantes de la instancia presentes en la sesión a fin que pudieran hacer ver sus planteamientos y formularan las inquietudes que estimaran oportunas sobre el particular.

La Honorable Senadora señora Von Baer dijo compartir el objetivo planteado en la iniciativa en estudio, ya que permitirá, en cierta forma, reconocer la trascendental labor que cumplen sus funcionarios en la formación de los niños. En efecto, acotó que en los primeros años de vida la educación es fundamental para los niños.

En atención a lo anterior, solicitó aprobar lo antes posible este proyecto. Por lo demás, resaltó que éste fue acordado entre los funcionarios y el Gobierno y, en consecuencia, no existirían razones para que el Senado se opusiera a ello.

Por su lado, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, aprovechó la oportunidad para consultar a la señora Vicepresidenta Ejecutiva de la Junta Nacional de Jardinees Infantiles acerca del número de funcionarios que se desempeñan en la institución y las labores que ella cumple actualmente.
La señora Vicepresidenta de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, deteniéndose en la interrogante formulada por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, señaló que la institución que encabeza lleva 42 años impartiendo educación parvularia a los niños y niñas del país. Agregó que el referido servicio cuenta con presencia en las 15 regiones del país, incluyendo las islas de Juan Fernández y de Pascua, desempeñándose en él un total de 12 mil funcionarios, de los cuales el 93% son mujeres, alcanzando una matrícula de 173 mil niños. 
Añadió que la institución que representa cumple la función de impartir educación parvularia a través de jardines infantiles de administración directa (alrededor de 1.000); de aquellos vía transferencia de fondos (1.500) y gracias a programas presenciales y semi-presenciales financiados, principalmente, por medio del Ministerio de Desarrollo Social que buscan impartir educación en las zonas rurales del país. Así, continuó, la Junta Nacional de Jardines Infantiles, gracias a 3000 establecimientos educacionales, entrega educación parvularia de calidad a niños y niñas, preferentemente menores de cuatro años y en situación de vulnerabilidad, generando las mejores condiciones educativas y en igualdad de oportunidades, para contribuir al desarrollo de sus capacidades, habilidades y aptitudes, apoyando a las familias chilenas en su rol de educadoras. 

Adicionalmente, recordó que a esta institución estatal le corresponde la labor de supervigilar la educación parvularia impartida en el país. Al respecto, acotó que el año 2012, se realizó una reestructuración sobre el particular de modo de fiscalizar la totalidad de los jardines infantiles de la red JUNJI como también aquellos particulares, tanto empadronados como no. Recordó que con anterioridad, en el caso de los jardines privados, se fiscalizaban sólo aquellos jardines empadronados por la Junta Nacional de Jardines Infantiles. 

Además, resaltó que la institución que encabeza determina algunas políticas públicas respecto de la educación preescolar en conjunto con el Ministerio de Educación.

En la misma línea argumental, recalcó los esfuerzos de la institución para  alcanzar mayores niveles de calidad en los establecimientos, independientemente si ellos son de administración directa o vía transferencia de fondos. Para ello, comentó, se incrementó el valor párvulo en un 28%. 

En lo que respecta al tema presupuestario, destacó que el presupuesto del año en curso alcanzó los $ 250.000 millones, mientras que para el año 2013 se contempla un aumento de 19,3%, lo que supondrá $ 48.000 millones adicionales. Acotó que ellos se reflejarán en los aumentos de transferencia de fondos y en el aumento de la cobertura. Éste último aspecto, destacó, ha sido uno de los focos de la gestión que se realiza, ya que para  entregar educación parvularia de calidad es indispensable generar la oportunidad para que los niños puedan asistirá los establecimientos. Aseguró que ello va en directo beneficio de los niños y niñas del país, pero también de las familias, al permitir a las madres seguir sus estudios o bien trabajar, generando, así, un ingreso adicional en sus hogares. Además, recalcó, es una oportunidad para el país, ya que la inversión en esta materia alcanza un alto retorno.

Por último, se detuvo en la situación del personal de la institución que representa. Al respecto, hizo presente que la ley de planta de la institución que encabeza, que es del año 1990, establece que sólo 2.000 funcionarios deben desempeñarse de planta, en circunstancias que en ella se desempeñan 12.000 funcionarios. En sintonía con lo anterior, hizo ver la necesidad de modificar la referida de la ley.

El Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos, señor Hermann Von Gersdorff, en tanto, aseguró que el proyecto de ley cuenta, como se ha precisado precedentemente, con la aprobación de la Asociación de Funcionarios de la Junta Nacional de Jardines Infantiles y que, en consecuencia, ningún otro aspecto debiera incluirse a él, razón por la cual aseguró que el proyecto se encontraba en condiciones de ser aprobado.
Por su parte, el Honorable Senador señor Navarro advirtió que el reemplazo de 1.000 funcionarios que dejarán sus cargos como consecuencia del proyecto en estudio requerirá de un esfuerzo institucional importante. Además, agregó que el proceso podría adquirir ribetes traumáticos para los niños que están acostumbrados a relacionarse con determinadas educadoras y técnicos.

Establecido lo anterior, consultó si se les otorgaría a los funcionarios, una vez jubilados, la posibilidad de trabajar en los jardines infantiles. Precisó que ello sería una buena medida, habida consideración que el nuevo personal contratado no tendría la experiencia necesaria que supone impartir educación de calidad en los niños. 
En relación con la planta de la referida institución, observó que tan sólo con 2.000 cupos para funcionarios de planta difícilmente el Gobierno podrá dar cumplimiento al compromiso contraído de aumentar la cobertura preescolar. Al respecto, aseguró que presentaría un proyecto de acuerdo a fin de aumentar el número de funcionarios que se desempeñan en la referida calidad jurídica, dando así mayor estabilidad al personal y posibilitando el cumplimiento del desafío anunciado.

En otro orden de consideraciones, preguntó cuántos jardines infantiles tiene la Junta Nacional de Jardines Infantiles, dónde se encuentran emplazados, en qué condiciones se encontraban los inmuebles que sirven de infraestructura para impartir educación parvularia y a quién pertenece la propiedad de ellos.

Adicionalmente, solicitó que se entregara información respecto de la educación parvularia impartida por los Municipios como también aquella proporcionada por los privados. Asimismo, pidió que se entregara más información respecto de la fiscalización que se realiza a los jardines infantiles. En relación con este último tema, preguntó si existía algún registro de las denuncias que se realizan como también de las respuestas dadas a ellas.

El Honorable Senador señor Cantero, refiriéndose a la inquietud del Honorable Senador señor Navarro relativa al reemplazo de los funcionarios, destacó que, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 3° y 4° de la iniciativa legal en estudio, los funcionarios beneficiados por el incentivo al retiro abandonarán sus funciones de manera progresiva en un período que va desde la fecha de publicación de la ley hasta el 31 de marzo de 2015.
La señora Vicepresidenta Ejecutiva de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, deteniéndose en la planta de la institución, señaló que, dado que ella data del año 1990, la JUNJI se ha esforzado en incorporar medidas que permitan su flexibilización, ya que las características con las que ella cuenta actualmente impiden que pueda dar respuesta a las necesidades que hoy presenta la institución. Pese a estos esfuerzos, resaltó que se requiere de una modificación legal al respecto.

En sintonía con lo anterior, remarcó que no obstante que la aludida ley sólo posibilita que 2.000 funcionarios se desempeñen de planta, la estabilidad laboral ha sido una característica presente en los últimos 22 años de la institución. 
En relación con los jardines infantiles, destacó que existen jardines públicos entre los cuales alrededor de 1.000 son operados directamente por el Estado, 1.000 por medio de la Junta Nacional que representa y 1.000 por medio de la Fundación Integra. Respecto de los jardines particulares, en tanto, aseveró que ellos alcanzan alrededor de 2.200 los que funcionan tras obtener la patente municipal y cumplir algunos requisitos de obra y sanitarios.

Respecto de las fiscalizaciones, destacó que existe 72 fiscalizadores a nivel nacional y que esta labor funciona de manera adecuada.

Con relación a las denuncias que se reciben, explicó que las respuestas de ellas corresponden, en el caso de regiones, a las Directoras Regionales y en la Región Metropolitana de la Vicepresidenta Ejecutiva.

Finalmente, respecto de la preocupación demostrada por el Honorable Senador señor Navarro en relación con el reemplazo de los funcionarios beneficiados con el proyecto de ley en estudio, aseguró que si bien será una tarea difícil, la institución está esperanzada en encontrar educadoras y técnicos de párvulo con vocación y entrega. Pese a la dificultad descrita, aseveró que para la institución que encabeza es un honor respaldar esta iniciativa de ley que permitirá, en cierta manera, recompensar la entrega y esfuerzos de quienes han dedicado su vida a atender la educación inicial del país.

El Honorable Senador señor Navarro consultó si las condiciones de retiro de los funcionarios beneficiados son distintas según si se trata de funcionarios que se desempeñan de planta o a contrata.
La señora Presidenta de la Asociación de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, deteniéndose en la última inquietud del Honorable Senador señor Navarro, aseguró que las condiciones de retiro eran las mismas tanto para aquellos funcionarios que se desempeñan de planta como aquellos que lo hacen a contrata.

Finalmente, en relación con la planta de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, señaló que existe un compromiso tanto del Ministro de Hacienda como del de Educación en orden de reformarla. Agregó que la Asociación que encabeza ha entregado una propuesta al respecto y que esperan verla prontamente en tramitación.
- A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Cantero, declaró cerrado el debate y puso en votación , en general y en particular, el proyecto de ley de la referencia, el cual resultó aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Navarro y Walker, don Ignacio.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología propone aprobar, en general y en particular, y en sus mismos términos, el texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, que es del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Los funcionarios de planta y a contrata que se desempeñen en la Junta Nacional de Jardines Infantiles, que en el período comprendido entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio del año 2014, ambas fechas inclusive, hayan cumplido o cumplan 60 años de edad si son mujeres o 65 años de edad si son hombres, que cesen en sus cargos por aceptación de renuncia voluntaria en los plazos a que se refiere la presente ley, y a más tardar el día 31 de marzo de 2015, tendrán derecho a percibir la bonificación por retiro voluntario que otorga el título II de la ley N° 19.882, con las condiciones especiales que se fijan en esta ley.
Artículo 2°.- Las siguientes condiciones se aplicarán al personal de la Junta Nacional de Jardines Infantiles que cumpla con los requisitos que se establecen en esta ley y cese en su cargo por aceptación de renuncia voluntaria dentro del periodo de vigencia de ésta y en los plazos que fijan los artículos 3° y 4°, para la concesión de la bonificación por retiro voluntario:
a) El máximo de meses que establece el inciso segundo del artículo séptimo de la ley N° 19.882, será de 11 meses, igual para hombres y mujeres;
b) Los plazos dispuestos en el inciso segundo del artículo octavo de la ley N° 19.882, serán reemplazados por los que se indican en los artículos 3° y 4°, siguientes, y
c) La bonificación que le corresponda al funcionario no estará afecta a la disminución de meses que dispone el artículo noveno de la ley N° 19.882.

Artículo 3°.- Establécense los siguientes plazos, conforme lo dispuesto en el artículo 1°:
a) Los funcionarios y funcionarias que cumplan 65 o 60 años de edad respectivamente, entre la fecha de publicación de esta ley y el 31 de diciembre del año 2013, deberán comunicar su decisión de renunciar voluntariamente a su cargo el primer trimestre del año 2013, indicando la fecha en que harán dejación de éste, la que no podrá exceder del 31 de marzo de 2014, y

b) Los funcionarios y funcionarias que cumplan con los requisitos de edad exigidos, entre el 1 de enero y el 30 de junio del año 2014, deberán comunicar su decisión de renunciar voluntariamente a su cargo durante el primer trimestre de 2014, indicando la fecha en que harán dejación del mismo, la que no podrá exceder del 31 de marzo de 2015.

Con todo, las mujeres que cumplan 60 años desde la fecha de publicación de esta ley, podrán presentar la renuncia voluntaria a su cargo en cualquiera de los períodos indicados en los literales anteriores, fijando en la misma oportunidad la fecha en que harán dejación del cargo, la que no podrá exceder al 31 de marzo del año siguiente a aquél en  que la funcionaria comunicó la decisión de renunciar voluntariamente, y que como máximo podrá ser el 31 de marzo de 2015.

Artículo 4°.- El personal del servicio señalado en el artículo 1, que hubiere cumplido 65 años de edad, si son funcionarios y 60 años de edad, si son funcionarias, a contar del día 1 de agosto del año 2010 y hasta el día anterior a la fecha de publicación de esta ley, podrá comunicar su decisión de renunciar voluntariamente a su cargo, dentro de los 90 días siguientes a la publicación de esta ley, indicando la fecha en que harán dejación de su cargo, la que no podrá exceder del 30 de junio de 2013. No obstante lo anterior, las funcionarias podrán optar por acogerse al derecho que otorga el inciso final del artículo anterior y comunicar su decisión de retiro voluntario en cualquiera de los periodos que se fijan en dicho artículo. 

Artículo 5º.- Los funcionarios y funcionarias de planta y a contrata que se acojan a lo dispuesto en los artículos 3° y 4°, que a la fecha de la renuncia tuvieren 20 o más años de servicio en las instituciones enumeradas en el inciso primero del artículo octavo de la ley N° 19.882, continuos o discontinuos, que se encuentren afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y que coticen o hubieren cotizado, según corresponda, en dicho sistema, tendrán derecho a recibir, por una sola vez, una bonificación adicional de cargo fiscal equivalente a la suma de 395 unidades de fomento. El reconocimiento de los periodos discontinuos se sujetará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo séptimo de la ley antes citada.
El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo del beneficio, será el vigente al día que corresponda al cese de funciones.
Esta bonificación adicional se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación a que se refiere el artículo 1°, no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno. Igualmente, quienes la perciban quedarán afectos a lo dispuesto en el artículo décimo de la ley N° 19.882.

Artículo 6°.- Las edades exigidas en el artículo 1° para impetrar la bonificación podrán rebajarse en los casos y situaciones a que se refiere el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, por iguales causales, procedimiento y tiempo computable.
Los funcionarios y funcionarias que se acojan a lo previsto en el inciso anterior deberán acompañar un certificado otorgado por el Instituto de Previsión Social o la Administradora de Fondos de Pensiones, según corresponda, que acredite la situación señalada en el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980. El certificado deberá indicar que el funcionario cumple con los requisitos necesarios para obtener una rebaja de la edad legal para pensionarse por vejez, en cualquier régimen previsional, por la realización de labores calificadas como pesadas y respecto de las cuales se haya efectuado la cotización del artículo 17 bis del decreto ley Nº 3.500, de 1980, o certificado de cobro anticipado del bono de reconocimiento por haber desempeñado trabajos pesados durante la afiliación al antiguo sistema conforme al inciso tercero del artículo 12 transitorio del citado decreto ley, según corresponda.
Igualmente, podrán acceder a los beneficios de esta ley los funcionarios y funcionarias de la Junta Nacional de Jardines Infantiles que, entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, hayan obtenido u obtengan la pensión de invalidez que establece el decreto ley N° 3.500, de 1980, siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas para impetrar el beneficio. La bonificación deberá solicitarse dentro de los trimestres que corresponda, según se cumpla la edad requerida y de acuerdo a los periodos que se fijan para los funcionarios y funcionarias en actividad en los artículos 3° y 4°.

Artículo 7°.- El personal que postule a la bonificación por retiro voluntario que otorga el título II de la ley N° 19.882, con las condiciones especiales que se fijan en la presente ley durante los años 2012, 2013 y 2014, incluidas las mujeres conforme a la facultad concedida por el inciso final del artículo 3°, tendrá derecho a presentar la solicitud para acceder al bono de la ley N° 20.305, conjuntamente con la postulación a aquélla. Para tal efecto se considerarán los plazos y edades que establece la presente ley, no siendo aplicable el plazo de 12 meses señalado en los artículos 2°, N° 5, y 3° de la ley N° 20.305. 
Artículo 8°.- En todo lo que no fuere incompatible con la presente ley, se aplicará lo dispuesto en el título II de la ley N° 19.882.
Artículo 9°.- El personal que, cumpliendo los requisitos que establece esta ley, no postule en los períodos indicados y, en consecuencia, no haga uso de los beneficios que se conceden, se entenderá que renuncia irrevocablemente a éstos y quedará sujeto a las normas establecidas en el título II de la ley N° 19.882.
Artículo 10.- El gasto que represente la aplicación de esta ley en lo que respecta a la bonificación por retiro, se financiará conforme lo dispone el párrafo 3° del título II de la ley N° 19.882 y la bonificación adicional se financiará, durante el presente año, con cargo al Presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Las funcionarias y funcionarios a que se refiere el artículo 4°, que perciban los beneficios de esta ley, cuyos plazos para postular al denominado bono post laboral se encontraren vencidos, tendrán derecho a presentar la solicitud al bono que establece la ley N° 20.305 conjuntamente con la postulación a la bonificación que regula este cuerpo legal. Para tal efecto se considerarán los plazos y edades establecidas en la presente ley, no siendo aplicables a su respecto los plazos de 12 meses señalados en los artículos 2º, N° 5, y 3° de la ley N° 20.305. 
Artículo segundo.- El personal que habiendo pertenecido a la Junta Nacional de Jardines Infantiles, hubiese cesado en sus funciones por renuncia voluntaria o para obtener una pensión de vejez de conformidad con el decreto ley 3.500, de 1980, entre el día 1 de julio de 2011 y el día anterior a la fecha de publicación de esta ley, cumpliendo con las edades que fija el artículo 1° de esta ley y hayan percibido la bonificación por retiro del título II de la ley N° 19.882, tendrá excepcionalmente derecho a percibir la bonificación que se establece en el artículo 5° de la presente ley, si cumple con los requisitos específicos para su percepción. Para ello, dicho personal deberá presentar una solicitud ante su ex empleador dentro de los 30 días siguientes a la publicación de esta ley.

Artículo tercero.- Los funcionarios y funcionarias que al 31 de julio de 2010 ya hubiesen cumplido los requisitos de edad exigidos en el artículo 1°, podrán excepcionalmente postular a la bonificación adicional del artículo 5°, si cumplen con los requisitos establecidos para su percepción. Para tal efecto, podrán participar en cualquiera de los períodos de postulación dispuestos en el artículo 3° y de quedar seleccionados, deberán hacer efectiva su renuncia dentro de los noventa días siguientes a la publicación de la resolución que les otorgue el beneficio. 

Se considerarán para estos efectos hasta un total de 25 cupos distribuidos con un máximo de 5 cupos para el año 2012, hasta 10 cupos para el año 2013 y con un máximo de 10 cupos para el año 2014. 

De haber un mayor número de postulantes a cupos disponibles, se dará prioridad a los funcionarios y funcionarias con mayor tiempo de servicio en la Junta Nacional de Jardines Infantiles y en la administración pública que sufran enfermedades de carácter grave, crónicas o terminales que impidan el desempeño de la función en forma continua; a continuación a los de mayor edad y años de servicio; luego aquellos que le sigan con mayor edad y con menor renta. De persistir la igualdad, resolverá el Vicepresidente Ejecutivo de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, teniendo en consideración las calificaciones obtenidas por los funcionarios o las funcionarias en los dos períodos anteriores a aquél en que postulen.”.

- - -

Tratado y acordado en sesión celebrada el día 28 de noviembre de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Cantero Ojeda (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Alejandro Navarro Brain e Ignacio Walker Prieto.

Sala de la Comisión, a 7 de diciembre de 2012.

(Fdo.): Francisco Javier Vives D.,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE OTORGA A LOS FUNCIONARIOS DE LA JUNTA NACIONAL DE JARDINES INFANTILES CONDICIONES ESPECIALES PARA LA BONIFICACIÓN POR RETIRO VOLUNTARIO POR EL PERÍODO QUE INDICA Y UNA BONIFICACIÓN ADICIONAL 
(8447-04)
HONORABLE SENADO:

La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”.

A  la sesión que celebró la Comisión asistieron los siguientes invitados:

De la Dirección de Presupuestos: el Subdirector de Racionalización y Función Pública, señor Hermann Von Gersdorff.
De la Junta Nacional de Jardines Infantiles, JUNJI: la Vicepresidenta Ejecutiva, señora María Francisca Correa, y el Jefe de Comunicaciones, señor Tomás Urzúa.

De la Asociación de Funcionarios de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, AJUNJI: su Presidenta, señora Julia Requena y las dirigentes, señoras Magaly Lamatta y Grinilda Bruna.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: las asesoras, señoras Carol Parada y Constanza Castillo.

Del Ministerio de Hacienda, la asesora, señorita Carmina Hernández.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN): la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos y el Abogado de dicho Programa, señor Sebastián Pavlovic.
Del Instituto Igualdad: la asesora legislativa, señora Karina Uribe.

De la Biblioteca del Congreso Nacional: el analista, señor Andrés Muñoz.
El asesor de la Honorable Senadora señora Rincón, señor Josué Vega.
- - -

El proyecto de ley fue discutido por la Comisión en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala del Senado, en sesión de 28 de noviembre de 2012.
Cabe hacer presente que la iniciativa en estudio fue analizada previamente por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. 

- - -
Para efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que la Comisión de Hacienda no realizó enmiendas respecto del texto aprobado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su informe.
- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

Otorgar condiciones especiales respecto de los funcionarios y funcionarias de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, por un periodo determinado, para la bonificación por retiro voluntario que contempla el Título II de la ley N° 19.882. Asimismo, concede una bonificación adicional y compatibiliza los beneficios y requisitos establecidos con la ley N° 20.305 a los funcionarios de la referida institución.

- - -

ANTECEDENTES

En lo relativo a los antecedentes jurídicos y de hecho, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR




El Subdirector de Racionalización y Función Pública, señor Hermann Von Gersdorff, expresó que se trata de un proyecto de ley similar a otros que ha conocido la Comisión en el último tiempo, que beneficia a los funcionarios de planta y contrata que hayan cumplido 60 años, en el caso de las mujeres, y 65 años, en el caso de los hombres, entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, utilizando el mecanismo de bonificación por retiro contemplado en la ley N° 19.882 con algunas modificaciones especiales, para entregar el equivalente a 11 remuneraciones y lograr el ajuste de los plazos de postulación a las otras normas sobre la materia ya aprobadas. Asimismo, acotó, se ajustan los plazos para postular a la bonificación establecida en la ley N° 20.305, conocida como bono post laboral.

Informó que el contenido de la iniciativa fue acordado con los representantes de JUNJI y AJUNJI. Además, indicó, se contemplan 25 cupos adicionales para quiénes hayan cumplido las edades señaladas precedentemente antes del 1 de agosto de 2010 y se otorga una cierta retroactividad para los funcionarios que se retiraron, pensando que podrían perder el llamado bono post laboral, entre el 1 de julio de 2011 y la fecha de publicación de la ley, de modo que reciban también la bonificación adicional de 395 UF.

El Honorable Senador señor Frei consultó si la diferencia entre los dos informes financieros existentes se explica sólo por los ajustes de plazos mencionados o si hay algún cambio adicional. 
El señor Von Gersdorff explicó que los cambios se deben a ajustes de plazos y a que la retroactividad para el pago del bono adicional de 395 UF se consideraba hasta marzo del año 2012 y se sustituyó por un plazo máximo que es el de publicación de la ley.

El Honorable Senador señor Lagos preguntó si existe alguna diferencia entre este proyecto de ley y los anteriores sobre incentivo al retiro que han sido discutidos en el último tiempo.

El señor Von Gersdorff mencionó que la diferencia podría estar dada por la retroactividad en la entrega de la bonificación adicional de 395 UF para quienes tuvieron que retirarse debido a la inminente pérdida del llamado bono post laboral.
La Presidenta de la Asociación de Funcionarios de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, AJUNJI, señora Julia Requena, observó que en el caso de los funcionarios de JUNJI, una buena parte de ellos recibirá una bonificación adicional de 100 UF por el desarrollo de trabajos calificados como pesados, cuestión que quedó establecida en la ley N° 20.642 que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos y otros beneficios que indica y modifica normas legales que señala.
El Honorable Senador señor García consultó qué ocurrirá con los 5 cupos referidos al año 2012 del artículo tercero transitorio, que probablemente no alcanzarán a ser utilizados.  
El señor Von Gersdorff expresó que los cupos que no se utilizan en un determinado período se traspasan al siguiente sin que se pierdan.

La Vicepresidenta Ejecutiva de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, señora María Francisca Correa, expresó que el proyecto de ley es muy importante para la institución que representa, la que está formada por 12.000 funcionarios, de los cuales el 93% corresponde a mujeres, y que han dedicado su vida a educar a los niños de Chile.

Agregó que las personas están aguardando la aprobación del proyecto, y aunque para la institución la iniciativa legal resulta compleja, porque deberán sustituir alrededor de 1.100 funcionarios de basta experiencia, la apoyan por ser de absoluta necesidad. Asimismo, acotó que los 25 cupos excepcionales para quienes se retiraron desde el 1 de julio de 2011 son suficientes para cubrir a todos los funcionarios que se encuentran en la situación descrita.

El Honorable Senador señor Frei señaló que durante la discusión del proyecto de ley de Presupuestos para el año 2013, se debatió la situación de los trabajadores que no lo son de JUNJI, ni de Fundación INTEGRA, sino que pertenecen a los jardines infantiles que funcionan vía transferencia de fondos (VTF) y atienden a los niños más vulnerables y en las zonas más aisladas del país, quienes vendrían a ser una tercera clase dentro de los educadores, discriminándolos en relación al resto, y resultando, además, en una carga para los municipios más pequeños y pobres del país. 

El Honorable Senador señor Lagos sostuvo que, en su opinión, los trabajadores de INTEGRA probablemente quisieran asimilarse y contar con las condiciones laborales y remuneracionales de los funcionarios de JUNJI. Observó que, además, visto desde afuera no se entiende muy bien la razón de que existan tres sistemas distintos que cumplen la misma función, cuando en realidad debiera ser uno sólo.

La Presidenta de AJUNJI, señora Requena, señaló que, aunque son funcionarios públicos, no cuentan con una efectiva estabilidad laboral porque el 80% de los funcionarios lo es a contrata y el 20% es de planta. Compartió, en todo caso, la idea de que todos los trabajadores que se desempeñan en el área debieran tener un mismo reconocimiento y similares condiciones laborales.

Acotó que en la ley de reajuste de remuneraciones para el sector público de cada año, luchan y han conseguido que los beneficios que se le otorgan, como bonos y aguinaldos también se les otorguen a los trabajadores de los jardines VTF, pero el problema que se verifica es que no todos los alcaldes pagan dichos beneficios. 

La Vicepresidenta Ejecutiva de JUNJI, señora Correa, acotó que desde hace poco tiempo se le ha dado verdadera importancia a la educación parvularia, e indicó que a primera vista puede parecer que las distintas instituciones mencionadas son iguales, lo que no es efectivo, dado que la JUNJI, desde su creación hace 42 años, cumple múltiples funciones, no sólo la de entregar directamente el servicio de educación parvularia a las familias de los tres quintiles más vulnerables de la población, sino también la de hacer las transferencias de fondo para que se preste el servicio indirectamente, la fijación de políticas públicas, y la supervigilancia de la educación parvularia a nivel nacional, incluyendo el empadronamiento de los jardines infantiles particulares.

Respecto de los jardines VTF, expresó que desde que asumió como Vicepresidenta se incluyó a dichos jardines como parte de la red de JUNJI, aun conscientes de que cualquier problema que se produzca con dichos jardines será atribuido a la JUNJI.

El Honorable Senador señor García consultó por el número de jardines que son atendidos por cada institución y el número de funcionarios que se desempeña en cada una. 
La Vicepresidenta Ejecutiva de JUNJI, señora Correa, señaló que la institución se encuentra presente en todas las regiones del país, cuenta con 12.000 funcionarios, 3.025 jardines en la red, de los cuales 1.000 administrados en forma directa, 1.500 vía transferencia de fondos y 500 son asumidos por el Ministerio de Desarrollo Social con programas presenciales y semipresenciales para abordar la distribución geográfica y la ruralidad, en que la población de niños es baja como para instalar jardines en su modalidad clásica. Especificó que el 60% de la operación se hace vía transferencia de fondos, y que en relación al presupuesto para el año 2012, que fue de $250 mil millones, un total de $100 mil millones se entregaron por transferencia de fondos. Acotó que, por lo mismo, no abordar la situación de los jardines VTF como responsabilidad del Estado, no está bien, por lo que, en cuanto a su función, debe velar porque los fondos lleguen directamente a los niños.

Manifestó que se ha trabajado directamente con las entidades que tienen a su cargo los jardines VTF, que en un 80% son corporaciones municipales o municipalidades, y el restante 20% corresponde a entidades sin fines de lucro como el Hogar de Cristo, Cristo Joven o la Sociedad Protectora de la Infancia. Agregó que se les propuso una modificación al decreto que rige las transferencias de fondos, proponiendo un aumento de la transferencia de un 28%, lo que es muy importante considerando que el 80% de los costos de un jardín infantil público corresponde a remuneraciones, por lo que debiera verificarse una mejora sustancial de los emolumentos de los educadores. Con ello se busca flexibilizar y comenzar a equiparar las condiciones de los jardines VTF a los de JUNJI, por ejemplo, dejando de pagar menos a los jardines VTF en el mes de febrero cuando se verifica una baja en la asistencia de los párvulos, pasando a considerarse la asistencia como completa para ese mes, o en marzo cuando se dan las semanas de apresto que implican una entrada escalonada de los infantes, o en julio en las semanas que coinciden con las vacaciones de invierno de los hermanos mayores. Concluyó informando que la referida modificación del decreto se está trabajando con el Ministerio de Educación que es el que debe hacerse cargo de dicho cuerpo normativo.

El Honorable Senador señor Frei inquirió si del presupuesto asignado son $150 mil millones los que corresponden a JUNJI  y a los programas especiales del Ministerio de Desarrollo Social.

La Vicepresidenta Ejecutiva de JUNJI, señora Correa, sostuvo que la cifra señalada es correcta y se destina a los fines indicados incluyendo la labor de planificación y fiscalización que debe efectuar JUNJI.

El Honorable Senador señor García consultó si las diferencias de remuneraciones son muy grandes según la institución para la que se trabaja. 

La Vicepresidenta Ejecutiva de JUNJI, señora Correa, manifestó que existe una deuda en general con el sector de la educación parvularia, público y privado, porque reciben una remuneración inferior a la que deberían obtener, y más aun considerando la escasa proyección laboral que tienen, la que puede llegar como tope a la de Director de Jardín Infantil. Señaló que en el caso de JUNJI los educadores se encuentran mejor que en el resto del sector público vinculado al área y mejor que en el sector privado.

La Honorable Senadora señora Rincón preguntó cuál es el promedio de remuneraciones de los educadores según las diferentes instituciones en las que se desempeñan.
La Vicepresidenta Ejecutiva de JUNJI, señora Correa, indicó que el promedio nacional de JUNJI es $600.000 aproximadamente.

La Presidenta de AJUNJI, señora Requena, expresó que en el Gobierno anterior se verificó un aumento considerable de las remuneraciones, siempre vía bonos, uno de ellos llamado SEICEP, que implica la evaluación de la calidad de la educación que se entrega a los niños. Además, planteó que cuentan con un bono de modernización que se otorga a todos los funcionarios públicos, y son los que explican la diferencia de remuneraciones con otros trabajadores.

El Honorable Senador señor Lagos observó que existe una necesidad urgente de contar con una institucionalidad única que se encargue integralmente de la educación parvularia.

La Vicepresidenta Ejecutiva de JUNJI, señora Correa, manifestó que lo señalado precedentemente sobre la institucionalidad es cierto. En el caso de Fundación INTEGRA, explicó que su nacimiento se da como una organización dependiente de la Primera Dama con el objetivo de cambiar los indicadores de desnutrición existentes, y luego fue derivando hacia la educación parvularia.

Acotó, por otro lado, que no debe olvidarse que la cobertura existente hoy no es suficiente, alcanza el 50% del total, por lo que esta carencia debe conciliarse con el problema de institucionalidad consignado precedentemente.

El Honorable Senador señor García consultó si el referido 50% de cobertura se repite si se hace el análisis por quintiles según situación socioeconómica. 
La Vicepresidenta Ejecutiva de JUNJI, señora Correa, respondió que efectivamente se repite el referido 50% de cobertura si se analiza por quintiles.

La Honorable Senadora señora Rincón consultó la razón de que el aumento de remuneraciones se haga mediante bonos y no directamente como parte de la remuneración mensual permanente. 
El señor Von Gersdorff expresó que en los últimos años se ha buscado ligar una parte mayor de los salarios de los funcionarios públicos a su desempeño, por lo que se han establecido bonos ligados a ello. Citó como ejemplo el caso de un auxiliar que en el tramo más alto de la bonificación puede recibir, en el año 2012, hasta $483.000, y en el tramo más bajo $348.000. 

El Honorable Senador señor Frei consultó cuál es el presupuesto para el año 2013. Asimismo, acotó que existe una disparidad proporcional demasiado grande respecto del total del presupuesto para la educación y que el esfuerzo que se requeriría para duplicar el presupuesto del área no es una tarea imposible.

La Vicepresidenta Ejecutiva de JUNJI, señora Correa, señaló que son cerca de $290 mil millones para el año 2013.

La Honorable Senadora señora Rincón expuso que en los jardines VTF trabajan 10.000 personas, un poco menos que en la JUNJI, pero que lo hacen en instituciones que cuentan con ingresos variables que dependen de la asistencia de los párvulos y en condiciones bastante desmejoradas respecto de sus pares. 
Señaló que la situación descrita se la hicieron presente los dirigentes de los trabajadores de dichos jardines a la Ministra del Trabajo en una carta, porque no recibieron respuesta de parte del Ministro de Educación.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, acordó enviar oficios al Ministro de Educación y a la Ministra del Trabajo solicitando copia de la respuesta que se haya dado a la comunicación señalada precedentemente.
Puesto en votación el proyecto de ley, fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García y Lagos.
- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 19 de junio de 2012,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

El proyecto de ley otorga a los funcionarios de la Junta Nacional de Jardines Infantiles (JUNJI) condiciones especiales para acceder a la bonificación por retiro voluntario que contempla el Título II de la ley N° 19.882, por el periodo que indica, y concede una bonificación adicional de cargo fiscal, ambos beneficios de carácter transitorio. Además, compatibiliza los plazos de postulación y de renuncia, con aquellos establecidos para el bono laboral de la ley N° 20.305. Los beneficios son los siguientes:

Bonificación por Retiro Voluntario:

La iniciativa establece que los funcionarios de planta y a contrata que se desempeñen en la JUNJI y que, entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, hayan cumplido o cumplan 60 años si son mujeres o 65 si son hombres y cesen en sus cargos por aceptación de renuncia voluntaria, en los plazos establecidos al efecto, tendrán derecho a percibir la bonificación por retiro voluntario que otorga el Título II de la ley N° 19.882, con las condiciones especiales que se fijan. Entre dichas condiciones se encuentra que el máximo de meses que establece el inciso 2° del artículo 7° de la ley N°19.882, será de 11 meses, igual para hombres y mujeres, y que no se estará afecto a la disminución de meses que dispone el artículo 9° de la referida ley.

Bonificación Adicional:

Los funcionarios a quienes se conceda la bonificación por retiro voluntario descrita en el punto anterior de conformidad a los artículos 3° y 4°, que a la fecha de la renuncia tuvieren 20 años de servicio o más, continuos o discontinuos, y sean afiliados al sistema de pensiones establecido en el D.L. 3.500, tendrán derecho a recibir una bonificación adicional, de cargo fiscal, equivalente a la suma de 395 UF, de conformidad a lo establecido en el proyecto de ley.

Compatibilización con Bono Laboral ley N°20.305:

El personal que postule a la bonificación por retiro voluntario con las condiciones especiales que se fijan, tendrá derecho a presentar conjuntamente la solicitud para acceder al bono que establece la ley N° 20.305. Para tal efecto, se considerarán los plazos y edades que se establecen en el proyecto de ley, no siendo aplicables a su respecto los plazos de 12 meses señalados en los artículos 2° N° 5 y 3° de la ley N° 20.305.

Postulación Excepcional:

El personal que habiendo pertenecido a la JUNJI, hubiere cesado en sus funciones por renuncia voluntaria o para obtener una pensión de vejez de conformidad al decreto ley N°3.500, entre el 1 de Julio de 2011 y el 31 de marzo de 2012, cumpliendo con las edades que fija el artículo 1° y que haya percibido la bonificación por retiro del Título II de la ley N° 19.882, tendrá derecho a percibir la bonificación adicional (395 UF) si cumple con los requisitos específicos para su percepción.

Se establece asimismo que los funcionarios y funcionarias que al 31 de Julio de 2010 ya hubiesen cumplido los requisitos de edad exigidos en el artículo 1°, podrán excepcionalmente postular a la bonificación adicional del artículo 5°, si cumplen con los requisitos para su percepción. Para ello se considerarán 25 cupos: 5 para el año 2012, 10 para el año 2013 y 10 el año 2014.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

El proyecto de ley, implica un mayor gasto fiscal por las condiciones especiales que se fijan para la percepción de la bonificación por retiro voluntario que contempla el Título II de la ley N° 19.882, en particular, por el aumento a 11 del número máximo de meses de bonificación que actualmente alcanza a 9 y 10, para hombres y mujeres, respectivamente. Adicionalmente, se deja sin efecto la disminución de meses contemplada en el artículo 9° de la ley N° 19.882, para las personas bajo la cobertura definida en el proyecto. Asimismo la bonificación adicional de cargo fiscal de 395 UF representará un mayor gasto fiscal.

Por su parte, la compatibilización de los plazos de postulación y de renuncia voluntaria con aquellos del bono laboral establecido en la ley N° 20.305, implica los siguientes efectos: (i) para los beneficiarios de la bonificación cuyos plazos de postulación al bono laboral no hayan vencido el proyecto de ley no representa un mayor gasto fiscal en la medida que no modifica la cobertura de la ley N° 20.305, sino que únicamente adecúa los plazos de manera de compatibilizar el acceso a ambos beneficios, y (ii) en el caso de las personas a que se refiere el artículo 1° transitorio, esto es aquellas cuyos plazos para postular al denominado bono laboral se encuentran vencidos y que al acceder a la bonificación podrán postular al bono laboral conforme a los nuevos plazos, existe un mayor gasto fiscal que se origina en la posibilidad de postular a un beneficio al cual ya no tenían acceso. Este segundo grupo se ha estimado en 261 beneficiarios.

En las estimaciones de los flujos de beneficiarios se consideró que las mujeres, una vez cumplido el requisito de edad, pueden participar en cualquiera de los periodos de postulación. Dicho efecto se recogió utilizando la distribución de la edad de pensionarse que las mujeres exhiben en el sistema de pensiones. Se consideró asimismo en las estimaciones, la rebaja en la edad legal de retiro a que pueden acceder quienes desempeñan trabajos calificados como pesados, de acuerdo a lo establecido en el artículo 6°. Así, se espera que el número de beneficiarios e impacto fiscal del proyecto de ley sean los siguientes:

	
	
	2012
	2013
	2014
	2015
	Total

	Bonificación Retiro Voluntario
	Número de Beneficiarios
	559
	361
	188
	205
	1.313

	
	Mayor Gasto Fiscal

(Millones de $ 2012)
	354
	241
	128
	244
	968

	Bonificación

Adicional (*)
	Número de Beneficiarios
	624
	360
	144
	161
	1.290

	
	Mayor Gasto Fiscal

(Millones de $ 2012)
	5.581
	3.217
	1.290
	1.441
	11.529

	Acceso Bono Laboral (plazo postulación vencido) (**)
	Mayor Gasto Fiscal

(Mill. de $ 2012)
	90
	179
	178
	177
	625

	Mayor Gasto Total
	(Mill. de $ 2012)
	6.026
	3.638
	1.596
	1.863
	13.122

	
	(Millones de US$ equivalentes)
	12
	7
	3
	4
	26


(*) Incluye en 2012 la cobertura excepcional de los ex funcionarios que cesaron en funciones entre el 01/07/2011 y el 31/03/2012 de acuerdo al artículo 2° transitorio y, en los períodos que corresponde, los 25 cupos del artículo 3° transitorio.

(**) En 2012 se consideran 6 meses de pago. El acceso al bono laboral implicará un mayor gasto fiscal en los años posteriores a 2015, el cual registrará una trayectoria decreciente hasta su extinción por el fallecimiento de los beneficiarios. El resto de los componentes no tienen electos fiscales posteriores a 2015. Nota: Se consideró un valor de tipo de cambio de 500 pesos y la UF al 19/06/2012.

El gasto que represente la aplicación de esta ley en lo que respecta a la bonificación por retiro, se financiará conforme lo dispone el Párrafo 3° del Título II de la ley N°19.882 y la bonificación adicional se financiará, durante el presente año, con cargo al Presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.

Posteriormente, se presentó un nuevo informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 4 de octubre de 2012, que señala, de modo textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

1. La indicación tiene por objetivo prorrogar los plazos de postulación a la bonificación por retiro voluntario de conformidad a los tiempos requeridos para la tramitación legislativa del Proyecto de Ley.

2. Se modifica el artículo 3°, estableciendo que los funcionarios y funcionarias que cumplan los requisitos de edad entre la fecha de publicación de la ley y el 31 de diciembre de 2012, deberán comunicar su decisión de renunciar voluntariamente al cargo el primer trimestre de 2013, en lugar del plazo originalmente establecido, de 60 días siguientes a la publicación de la ley.

3. Se modifica el artículo 4°, estableciendo que el personal que haya cumplido los requisitos de edad a contar del 1° de agosto de 2010 y hasta el día anterior a la fecha de publicación de la ley, podrá comunicar su decisión de renunciar voluntariamente al cargo, dentro de los 90 días siguientes a la publicación de la ley, indicando la fecha en que harán dejación de su cargo, la que no podrá exceder del 30 de junio del año 2013. Lo anterior, en lugar del plazo original de 60 días y la fecha tope de 31 de marzo de 2013.

4. Se modifica el artículo 2° transitorio, que regula el acceso a la bonificación adicional (395 UF) del personal que habiendo pertenecido a la JUNJI, hubiere cesado en sus funciones, entre el 1 de julio de 2011 y el 31 de marzo de 2012. Se extiende este último plazo hasta el día anterior a la fecha de publicación de la ley.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

La presente indicación modifica los períodos en que se harían efectivas las renuncias voluntarias, por lo tanto, desplaza los efectos fiscales reportados en el Informe Financiero N° 42 de fecha 19/06/2012. Adicionalmente, se presenta una leve variación en el efecto fiscal reportado producto de la actualización de la estimación del impacto de dejar sin efecto la disminución de meses que dispone el artículo 9° de la Ley N° 19.882. Así, se espera que el número de beneficiarios e impacto fiscal del proyecto, que reemplaza a lo reportado en el Informe Financiero N° 42, sean los siguientes:

	
	
	2013
	2014
	2015
	Total

	Bonificación por Retiro Voluntario
	Número de Beneficiaros
	920
	188
	205
	1.313

	
	Mayor Gasto Fiscal

(Millones de $ 2012)
	654
	137
	300
	1.090

	Bonificación Adicional (*)
	Número de Beneficiarios
	979
	144
	161
	1.285

	
	Mayor Gasto Fiscal

(Millones de $ 2012)
	8.745
	1.289
	1.441
	11.475

	Acceso Bono Laboral (plazo postulación vencido) (**)
	Mayor Gasto Fiscal

(Mill. de $ 2012)
	165
	178
	177
	520

	
	(Mill. de $ 2012)
	9.563
	1.604
	1.918
	13.085

	Mayor Gasto Total
	(Millones de US$ equivalentes
	20
	3
	4
	28


(*) Incluye en 2013 la cobertura excepcional de los ex funcionarios que cesaron en funciones entre el 01/07/2011 y la fecha de entrada en vigencia de la ley de acuerdo al artículo 2° transitorio y, en los periodos que corresponde, los cupos del artículo 3° transitorio.

(**) En 2013 se consideran 11 meses de pago. El acceso al bono laboral implicará un mayor gasto fiscal en los años posteriores a 2015, el cual registrará una trayectoria decreciente hasta su extinción por el fallecimiento de los beneficiarios. El resto de los componentes no tiene efectos fiscales posteriores a 2015. 

Nota: Se consideró un valor de tipo de cambio de 472 pesos y la UF al 08/10/2012.

El gasto que represente la aplicación de esta ley en lo que respecta a la bonificación por retiro, se financiará conforme lo dispone el Párrafo 3° del Título II de la ley N° 19.882 y la bonificación adicional se financiará, en 2013, con cargo al Presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de los acuerdos precedentemente expuestos, la Comisión de Hacienda tiene a honra proponer la aprobación del presente proyecto de ley en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su informe, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Los funcionarios de planta y a contrata que se desempeñen en la Junta Nacional de Jardines Infantiles, que en el período comprendido entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio del año 2014, ambas fechas inclusive, hayan cumplido o cumplan 60 años de edad si son mujeres o 65 años de edad si son hombres, que cesen en sus cargos por aceptación de renuncia voluntaria en los plazos a que se refiere la presente ley, y a más tardar el día 31 de marzo de 2015, tendrán derecho a percibir la bonificación por retiro voluntario que otorga el título II de la ley N° 19.882, con las condiciones especiales que se fijan en esta ley.

Artículo 2°.- Las siguientes condiciones se aplicarán al personal de la Junta Nacional de Jardines Infantiles que cumpla con los requisitos que se establecen en esta ley y cese en su cargo por aceptación de renuncia voluntaria dentro del periodo de vigencia de ésta y en los plazos que fijan los artículos 3° y 4°, para la concesión de la bonificación por retiro voluntario:

a) El máximo de meses que establece el inciso segundo del artículo séptimo de la ley N° 19.882, será de 11 meses, igual para hombres y mujeres;

b) Los plazos dispuestos en el inciso segundo del artículo octavo de la ley N° 19.882, serán reemplazados por los que se indican en los artículos 3° y 4°, siguientes, y

c) La bonificación que le corresponda al funcionario no estará afecta a la disminución de meses que dispone el artículo noveno de la ley N° 19.882.

Artículo 3°.- Establécense los siguientes plazos, conforme lo dispuesto en el artículo 1°:

a) Los funcionarios y funcionarias que cumplan 65 o 60 años de edad respectivamente, entre la fecha de publicación de esta ley y el 31 de diciembre del año 2013, deberán comunicar su decisión de renunciar voluntariamente a su cargo el primer trimestre del año 2013, indicando la fecha en que harán dejación de éste, la que no podrá exceder del 31 de marzo de 2014, y

b) Los funcionarios y funcionarias que cumplan con los requisitos de edad exigidos, entre el 1 de enero y el 30 de junio del año 2014, deberán comunicar su decisión de renunciar voluntariamente a su cargo durante el primer trimestre de 2014, indicando la fecha en que harán dejación del mismo, la que no podrá exceder del 31 de marzo de 2015.

Con todo, las mujeres que cumplan 60 años desde la fecha de publicación de esta ley, podrán presentar la renuncia voluntaria a su cargo en cualquiera de los períodos indicados en los literales anteriores, fijando en la misma oportunidad la fecha en que harán dejación del cargo, la que no podrá exceder al 31 de marzo del año siguiente a aquél en que la funcionaria comunicó la decisión de renunciar voluntariamente, y que como máximo podrá ser el 31 de marzo de 2015.

Artículo 4°.- El personal del servicio señalado en el artículo 1, que hubiere cumplido 65 años de edad, si son funcionarios y 60 años de edad, si son funcionarias, a contar del día 1 de agosto del año 2010 y hasta el día anterior a la fecha de publicación de esta ley, podrá comunicar su decisión de renunciar voluntariamente a su cargo, dentro de los 90 días siguientes a la publicación de esta ley, indicando la fecha en que harán dejación de su cargo, la que no podrá exceder del 30 de junio de 2013. No obstante lo anterior, las funcionarias podrán optar por acogerse al derecho que otorga el inciso final del artículo anterior y comunicar su decisión de retiro voluntario en cualquiera de los periodos que se fijan en dicho artículo. 

Artículo 5º.- Los funcionarios y funcionarias de planta y a contrata que se acojan a lo dispuesto en los artículos 3° y 4°, que a la fecha de la renuncia tuvieren 20 o más años de servicio en las instituciones enumeradas en el inciso primero del artículo octavo de la ley N° 19.882, continuos o discontinuos, que se encuentren afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y que coticen o hubieren cotizado, según corresponda, en dicho sistema, tendrán derecho a recibir, por una sola vez, una bonificación adicional de cargo fiscal equivalente a la suma de 395 unidades de fomento. El reconocimiento de los periodos discontinuos se sujetará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo séptimo de la ley antes citada.

El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo del beneficio, será el vigente al día que corresponda al cese de funciones.

Esta bonificación adicional se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación a que se refiere el artículo 1°, no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno. Igualmente, quienes la perciban quedarán afectos a lo dispuesto en el artículo décimo de la ley N° 19.882.

Artículo 6°.- Las edades exigidas en el artículo 1° para impetrar la bonificación podrán rebajarse en los casos y situaciones a que se refiere el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, por iguales causales, procedimiento y tiempo computable.

Los funcionarios y funcionarias que se acojan a lo previsto en el inciso anterior deberán acompañar un certificado otorgado por el Instituto de Previsión Social o la Administradora de Fondos de Pensiones, según corresponda, que acredite la situación señalada en el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980. El certificado deberá indicar que el funcionario cumple con los requisitos necesarios para obtener una rebaja de la edad legal para pensionarse por vejez, en cualquier régimen previsional, por la realización de labores calificadas como pesadas y respecto de las cuales se haya efectuado la cotización del artículo 17 bis del decreto ley Nº 3.500, de 1980, o certificado de cobro anticipado del bono de reconocimiento por haber desempeñado trabajos pesados durante la afiliación al antiguo sistema conforme al inciso tercero del artículo 12 transitorio del citado decreto ley, según corresponda.

Igualmente, podrán acceder a los beneficios de esta ley los funcionarios y funcionarias de la Junta Nacional de Jardines Infantiles que, entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, hayan obtenido u obtengan la pensión de invalidez que establece el decreto ley N° 3.500, de 1980, siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas para impetrar el beneficio. La bonificación deberá solicitarse dentro de los trimestres que corresponda, según se cumpla la edad requerida y de acuerdo a los periodos que se fijan para los funcionarios y funcionarias en actividad en los artículos 3° y 4°.

Artículo 7°.- El personal que postule a la bonificación por retiro voluntario que otorga el título II de la ley N° 19.882, con las condiciones especiales que se fijan en la presente ley durante los años 2012, 2013 y 2014, incluidas las mujeres conforme a la facultad concedida por el inciso final del artículo 3°, tendrá derecho a presentar la solicitud para acceder al bono de la ley N° 20.305, conjuntamente con la postulación a aquélla. Para tal efecto se considerarán los plazos y edades que establece la presente ley, no siendo aplicable el plazo de 12 meses señalado en los artículos 2°, N° 5, y 3° de la ley N° 20.305. 

Artículo 8°.- En todo lo que no fuere incompatible con la presente ley, se aplicará lo dispuesto en el título II de la ley N° 19.882.

Artículo 9°.- El personal que, cumpliendo los requisitos que establece esta ley, no postule en los períodos indicados y, en consecuencia, no haga uso de los beneficios que se conceden, se entenderá que renuncia irrevocablemente a éstos y quedará sujeto a las normas establecidas en el título II de la ley N° 19.882.

Artículo 10.- El gasto que represente la aplicación de esta ley en lo que respecta a la bonificación por retiro, se financiará conforme lo dispone el párrafo 3° del título II de la ley N° 19.882 y la bonificación adicional se financiará, durante el presente año, con cargo al Presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Las funcionarias y funcionarios a que se refiere el artículo 4°, que perciban los beneficios de esta ley, cuyos plazos para postular al denominado bono post laboral se encontraren vencidos, tendrán derecho a presentar la solicitud al bono que establece la ley N° 20.305 conjuntamente con la postulación a la bonificación que regula este cuerpo legal. Para tal efecto se considerarán los plazos y edades establecidas en la presente ley, no siendo aplicables a su respecto los plazos de 12 meses señalados en los artículos 2º, N° 5, y 3° de la ley N° 20.305. 

Artículo segundo.- El personal que habiendo pertenecido a la Junta Nacional de Jardines Infantiles, hubiese cesado en sus funciones por renuncia voluntaria o para obtener una pensión de vejez de conformidad con el decreto ley 3.500, de 1980, entre el día 1 de julio de 2011 y el día anterior a la fecha de publicación de esta ley, cumpliendo con las edades que fija el artículo 1° de esta ley y hayan percibido la bonificación por retiro del título II de la ley N° 19.882, tendrá excepcionalmente derecho a percibir la bonificación que se establece en el artículo 5° de la presente ley, si cumple con los requisitos específicos para su percepción. Para ello, dicho personal deberá presentar una solicitud ante su ex empleador dentro de los 30 días siguientes a la publicación de esta ley.

Artículo tercero.- Los funcionarios y funcionarias que al 31 de julio de 2010 ya hubiesen cumplido los requisitos de edad exigidos en el artículo 1°, podrán excepcionalmente postular a la bonificación adicional del artículo 5°, si cumplen con los requisitos establecidos para su percepción. Para tal efecto, podrán participar en cualquiera de los períodos de postulación dispuestos en el artículo 3° y de quedar seleccionados, deberán hacer efectiva su renuncia dentro de los noventa días siguientes a la publicación de la resolución que les otorgue el beneficio. 

Se considerarán para estos efectos hasta un total de 25 cupos distribuidos con un máximo de 5 cupos para el año 2012, hasta 10 cupos para el año 2013 y con un máximo de 10 cupos para el año 2014. 

De haber un mayor número de postulantes a cupos disponibles, se dará prioridad a los funcionarios y funcionarias con mayor tiempo de servicio en la Junta Nacional de Jardines Infantiles y en la administración pública que sufran enfermedades de carácter grave, crónicas o terminales que impidan el desempeño de la función en forma continua; a continuación a los de mayor edad y años de servicio; luego aquellos que le sigan con mayor edad y con menor renta. De persistir la igualdad, resolverá el Vicepresidente Ejecutivo de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, teniendo en consideración las calificaciones obtenidas por los funcionarios o las funcionarias en los dos períodos anteriores a aquél en que postulen.”.
- - -

Acordado en sesión celebrada el día 11 de diciembre de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señor José García Ruminot (Presidente), señora Ximena Rincón González y señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Ricardo Lagos Weber y Jaime Orpis Bouchon.
Sala de la Comisión, a 12 de diciembre de 2012.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,
Secretario de la Comisión
� Se asume que el primer día se debe pagar alimentación y alojamiento y en el segundo día sólo este último concepto de gasto
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